n.2 277 - TOMO 521 29 DE ABRIL DE 2014 


REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 


DIARIO DE SESIONES 
DE LA 
CÁMARA DE SENADORES 


QUINTO PERÍODO DE LA XLVII LEGISLATURA 


11.2? SESIÓN EXTRAORDINARIA 


PRESIDEN 


LA SEÑORA LUCÍA TOPOLANSKY 
Presidenta en ejercicio 


y 


EL SEÑOR OPE PASQUET 
Tercer Vicepresidente 


ACTÚAN EN SECRETARÍA LOS TITULARES HUGO RODRÍGUEZ FILIPPINI Y GUSTAVO SÁNCHEZ PIÑEIRO, 
Y EL PROSECRETARIO MIGUEL SEJAS 


Concurren: el señor Ministro de Relaciones Exteriores, Embajador Luis Almagro; la Asesora para Derechos 
Humanos de la Cancillería, profesora Belela Herrera; el Director General Adjunto de Asuntos Políticos, 
Embajador Fernando Lugris; la Subdirectora General de Asuntos Políticos, doctora Silvia Izquierdo; la 
Subdirectora General Adjunta de Asuntos Políticos, Ministra Consejera Alejandra De Bellis; el Director 
Adjunto de Derechos Humanos y Derecho Humanitario, Consejero Gabriel Winter, y la Jefa de Gabinete 


del Ministro, Consejera Cecilia Otegui. 


2-C.S. CÁMARA DE SENADORES 


29 de abril de 2014 


SUMARIO 
Páginas Páginas 

1) Texto de la citaciónN..........ooooocnonocnononcon.. 2 —El Senado concede las licencias solicitadas 

por el Presidente del Cuerpo, señor Danilo 
2). (ASISCONCIA ciccininicncania nin cconianido saeta nacos 2 Astori, por la señora Senadora Moreira, y 

por los señores Senadores Da Rosa, Lorier, 
3) Asuntos entradoS.....ooccoccoccconcnnnnnonccncnnnos 2 Chiruchi, Solari, Larrañaga y Bordaberry. 
4) Pedido deinformes........oococnocnccccncconnonss. 3 —Quedan convocados la señora Senadora 


—El señor Senador Solari solicita se curse 
un pedido de informes con destino a la 
Corporación Nacional para el Desarro- 
llo, referente a los programas de créditos 
otorgados por dicha Corporación a em- 
presas en situación de quiebra o concur- 
so de acreedores. 


* Oportunamente fue tramitado. 
5) Inasistencias anteriores........ooococnomomm»*.»*.>»o 3 
—Por Secretaría se da cuenta de las inasis- 
tencias registradas a las últimas convoca- 


torias. 


6) Solicitudes de licencia e integración 
del CUELPO..vccirosicoconeoncnnacos ocio naco nann oa 4 


Pintos y los señores Senadores Montiel, 
Muguruza, Lamorte, Mezzera, Umansky, 
Bartesaghi y Rodríguez. 


7) Llamado a Sala al señor Ministro de 
Relaciones Exteriores, doctor Luis 
E A 6 


—De acuerdo con lo resuelto oportuna- 
mente, el Senado lo recibe en régimen 
de Comisión General. 


—Exposición del señor Senador Abreu, ma- 
nifestaciones del señor Ministro, e inter- 
venciones de la Asesora para Derechos Hu- 
manos de la Cancillería, profesora Belela 
Herrera, y de varios señores Senadores. 


8) Levantamiento de la sesión.................. 52 


1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
«Montevideo, 25 de abril de 2014 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en 
sesión extraordinaria el próximo martes 29 de abril, 
a la hora 9:30, a fin de informarse de los asuntos 
entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DÍA 


— Recibir al señor Ministro de Relaciones Exte- 
riores doctor Luis Almagro, en régimen de Comisión 
General, a fin de brindar explicaciones respecto del 
acuerdo anunciado por el señor Presidente de la Re- 
pública con el Gobierno de los Estados Unidos de 
América, para recibir en el país a ciudadanos extran- 
jeros que se encuentran privados de su libertad en la 
base militar de Guantánamo. 

Carp. n.? 1464/2014 


Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario». 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abreu, Agazzi, 
Amorín, Antognazza, Baráibar, Bartesaghi, 
Conde, Couriel, Fernández, Gallinal, Gallo 
Imperiale, Heber, Lacalle Herrera, Lamorte, 
Mezzera, Michelini, Montiel, Muguruza, Nin 
Novoa, Penadés, Pintos, Rosadilla, Rubio, 
Saravia, Tajam, Umansky y Viera. 


FALTAN: con licencia, el Presidente del Senado, 
señor Danilo Astori, y los señores Senadores 
Bordaberry, Chiruchi, Da Rosa, Larrañaga, 
Lorier, Martínez, Moreira (Constanza) y Solari; 
con aviso, el señor Senador Moreira; y sin aviso, el 
señor Senador Rodríguez. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 
(Ocupa la Presidencia el señor Ope Pasquet). 


SEÑOR PRESIDENTE (Ope Pasquet).- Habiendo 
número, está abierta la sesión. 
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(Es la hora 9 y 47 minutos). 
—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- «La Presidencia de la Asamblea General destina 
un mensaje del Poder Ejecutivo al que acompaña un 
proyecto de ley por el que se faculta al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social a extender, por razones 
de interés general, hasta por un plazo de 180 días, 
el subsidio por desempleo de los extrabajadores de la 
empresa Pluna S.A. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y 
SEGURIDAD SOCIAL. 


El Poder Ejecutivo remite un mensaje adjuntan- 
do copia de una resolución por la que se designa en 
el Directorio del Banco de la República Oriental del 
Uruguay, en calidad de integrante, al contador Ale- 
jandro Pablo Irastorza Mautone. 

-AGRÉGUESE A SUS ANTECEDENTES Y ARCHÍ- 
VESE. 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva, 
por vencimiento del plazo reglamentario, un mensaje 
del Poder Ejecutivo por el que solicita la venia corres- 
pondiente para destituir de su cargo a un funcionario 
del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente. 

-HA SIDO REPARTIDO. POR DISPOSICIÓN 
REGLAMENTARIA, INCLÚYASE EN EL ORDEN DEL 
DÍA DE LA PRÓXIMA SESIÓN. 


El Tribunal de Cuentas remite copia de oficios 
transcribiendo varias resoluciones relacionadas con 
los siguientes Organismos: Administración de las 
Obras Sanitarias del Estado e Instituto Nacional de 
Empleo y Formación Profesional. 

—TÉNGANSE PRESENTES. LOS OFICIOS SE EN- 
CUENTRAN PUBLICADOS EN LA PÁGINA WEB DEL 
PARLAMENTO. LA INFORMACIÓN COMPLETA SE 
ENCUENTRA A DISPOSICIÓN DE LOS SEÑORES 
SENADORES EN LA SECRETARÍA DEL SENADO». 


4) PEDIDO DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE (Ope Pasquet).- Dese 
cuenta de un pedido de informes. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«El señor Senador Alfredo Solari, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 118 de la Constitución de 
la República, solicita se curse un pedido de informes 
con destino a la Corporación Nacional para el Desa- 
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rrollo, referente a los programas de créditos otorga- 

dos por dicha Corporación a empresas en situación 

de quiebra o concurso de acreedores. 
OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 


(Texto del pedido de informes: ) 
«Montevideo, 24 de abril de 2014 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Contador Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 118 
de la Constitución de la República, solicito a usted 
tenga a bien cursar el siguiente pedido de informes 
a la Corporación Nacional para el Desarrollo a fin de 
que se sirva informar detalladamente qué empresas, 
que hayan declarado concurso (o quiebra), han sido 
beneficiadas por dicha entidad con sus programas 
de créditos, los montos por los cuales se las ha 
apoyado, y el carácter del crédito: “reembolsable, no 
reembolsable, etc.”, desde el 1.2 de marzo de 2010 a 
la fecha. 


Concretamente, se solicita informe cuál es el cri- 
terio que se sigue para otorgar dichos préstamos y la 
determinación de las condiciones de los mismos. 


Asimismo, solicitamos se nos informe si otras em- 
presas en las mismas condiciones (empresas decla- 
radas en concurso o quiebra), han sido favorecidas 
con otros tipos de programas de los que presta la Cor- 
poración, tales como “garantías, fideicomisos, etc.”, 
expresando cuáles son dichas empresas y los montos 
destinados en cada caso. 


Sin otro particular, saludo a usted atentamente. 


Alfredo Solari. Senador». 


5) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE (Ope Pasquet).- Dando 
cumplimiento a lo que establece el artículo 53 del 
Reglamento de la Cámara de Senadores, dese cuenta 
de las inasistencias a las anteriores convocatorias. 


(Se da de la siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- A la sesión extraordinaria del día 24 de abril faltó 
con aviso el señor Senador Riani. 
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6) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE (Ope Pasquet).- Léase 
una solicitud de licencia. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- «Montevideo, 29 de abril de 2014 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Presente 


De mi mayor consideración: 


He sido invitado a realizar una presentación del 
Programa de Servicios Globales de Uruguay XXI en la 
ciudad de San Pablo, Brasil. 


Por tal motivo, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia por el día de la fecha, de acuerdo con el 
artículo 1.9, literal D) de la Ley n.* 17827. 


Sin otro particular, saludo al señor Presidente 
muy atentamente. 


Danilo Astori. Presidente del Senado». 


SEÑOR PRESIDENTE (Ope Pasquet).- Se va a 
votar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-13 en 13. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que en virtud de la licencia concedida 
al Presidente del Senado, señor Danilo Astori, se 
encontrará ocupando la Presidencia del Cuerpo por el 
día de la fecha la señora Senadora Lucía Topolansky; 
y habiendo presentado notas de desistimiento los 
señores Juan José Domínguez, Andrés Berterreche, 
Aníbal Pereyra, Gabriel Frugoni, Carlos Baldassini, 
Yamandú Orsi y Daniel Garín, informando que por 
esta vez no aceptan la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, queda convocado el señor Daniel Montiel, a 
quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


(Ocupa la Presidencia la señora Senadora Topo- 
lansky). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase otra solicitud de 
licencia. 


(Se lee:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- «Montevideo, 29 de abril de 2014 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Contador Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 

De conformidad con lo establecido en el artículo 
1.2 de la Ley n.* 17827 solicito al Cuerpo licencia por 
el día martes 29 de los corrientes por razones de ín- 


dole particular. 


Por lo expuesto, solicito se convoque al suplente 
respectivo. 


Sin otro particular, lo saludo atentamente. 
Eber Da Rosa. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se con- 
cede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 

-14 en 15. Afirmativa. 

Se comunica que el señor Javier García ha presen- 
tado nota de desistimiento, informando que por esta 
vez no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, 
por lo que queda convocado el señor Aldo Lamorte, a 
quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 

Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- «Montevideo, 28 de abril de 2014 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Danilo Astori 

De mi mayor consideración: 

Por la presente y amparado en la Ley n.* 17827, 
de 14 de setiembre de 2004, solicito al Cuerpo 
me conceda licencia el día 29 de abril por asuntos 
particulares. 

Solicito, además, se convoque al suplente respectivo. 


Sin más, saludo atte. 


Eduardo Lorier. Senador». 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se con- 


cede la licencia solicitada. 
(Se vota:) 
-14 en 16. Afirmativa. 


Queda convocada la señora Alicia Pintos, a quien 


ya se ha tomado la promesa de estilo. 
Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- «Montevideo, 29 de abril de 2014 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Contador Danilo Astori 


Presente 
De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia al amparo del artículo 1. de la 
Ley n.* 17827, por motivos personales, en el día de 
la fecha. 


Sin otro particular, saludo muy atentamente. 
Juan Chiruchi. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se con- 


cede la licencia solicitada. 
(Se vota:) 
-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que los señores Sergio Chiesa, Am- 
brosio Barreiro, Jaime Trobo, Ana Lía Piñeyrúa y Gui- 
llermo García Costa han presentado notas de desis- 
timiento, informando que por esta vez no aceptan la 
convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que queda 
convocado el señor Eduardo Mezzera, a quien ya se 


ha tomado la promesa de estilo. 
Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- «Montevideo, 21 de abril de 2014 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Contador Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me con- 
ceda licencia por motivos personales, al amparo del 
artículo 1.” de la Ley n.” 17827, de 14 de setiembre 
de 2004, el día 29 de abril de 2014. 


Sin otro particular, saludo a usted muy atenta- 
mente. 
Alfredo Solari. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se con- 
cede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-16 en 17. Afirmativa. 


Se comunica que el señor Fernando Scrigna ha 
presentado nota de desistimiento, informando que 
por esta vez no acepta la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, por lo que queda convocado el señor Isaac 
Umansky, a quien ya se ha tomado la promesa de 
estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- «Montevideo, 23 de abril de 2014 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Contador Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me con- 
ceda el martes 29 de abril un día de licencia por mo- 
tivos personales y se convoque al suplente respectivo. 


Sin otro particular, saludo al señor Presidente 
muy atentamente. 
Jorge Larrañaga. Senador». 


6-C.S. CÁMARA DE SENADORES 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se con- 
cede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-17 en 18. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Javier de Haedo y 
Jorge Gandini han presentado notas de desistimiento, 
informando que por esta vez no aceptan la convocato- 
ria a integrar el Cuerpo, por lo que queda convocado 
el señor Jorge Bartesaghi, a quien ya se ha tomado la 
promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- «Montevideo, 28 de abril de 2014. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Contador Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo que us- 
ted preside me conceda licencia sin goce de sueldo, 
al amparo del artículo 1.* de la Ley n.” 17827, de 14 
de setiembre de 2004, por motivos particulares, por 
la sesión extraordinaria del 29 de abril de 2014. 


Sin otro particular, saludo a usted muy atenta- 
mente. 
Pedro Bordaberry. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se con- 
cede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-19 en 21. Afirmativa. 


Se comunica que el señor Germán Cardoso ha 
presentado nota de desistimiento, informando que 
por esta vez no acepta la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, por lo que queda convocado el señor Ruben 
Rodríguez, a quien ya se ha tomado la promesa de 
estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- «Montevideo, 29 de abril de 2014 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Contador Danilo Astori 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo que us- 
ted preside me conceda licencia en el día de la fecha, 
martes 29 de abril, por motivos personales. 


Solicito también se convoque a mi suplente res- 
pectivo. 


Sin otro particular, saludo a usted muy atenta- 
mente. 
Constanza Moreira. Senadora». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se con- 
cede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda convocado el señor Eduardo Muguruza, a 
quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


7) LLAMADO A SALA AL SEÑOR MINISTRO 
DE RELACIONES EXTERIORES, DOCTOR 
LUIS ALMAGRO 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Cámara de Sena- 
dores ingresa a la consideración del único punto del 
Orden del Día: «Recibir al señor Ministro de Relacio- 
nes Exteriores, doctor Luis Almagro, en régimen de 
Comisión General, a fin de que brinde explicaciones 
respecto del acuerdo anunciado por el señor Presi- 
dente de la República con el Gobierno de los Esta- 
dos Unidos de América para recibir en el país a ciu- 
dadanos extranjeros que se encuentran privados de 
su libertad en la base militar de Guantánamo. Carp. 
n.” 1464/2014». 


Tal como hemos hecho en otras oportunidades en 
que hemos sesionado en régimen de Comisión Gene- 
ral, recordamos que este tipo de sesiones está regula- 
do por el artículo 72 del Reglamento del Senado, que 
asigna un lapso de 20 minutos a cada integrante del 
Cuerpo para hacer uso de la palabra, por una sola vez 
e improrrogables. La disposición no dice nada acer- 
ca de la participación del Senador convocante y del 
señor Ministro, y al respecto la Mesa sugiere que se 
aplique el mismo criterio utilizado en ocasiones ante- 
riores, que es el de que ambos tengan la posibilidad 
de un régimen de debate libre. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar este 
criterio de participación. 


(Se vota:) 
22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se invita al señor Ministro de Relaciones Exterio- 
res, doctor Luis Almagro, a ingresar a Sala. 


(Ingresa a Sala el señor Ministro). 
SEÑOR MINISTRO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Ministro de Relaciones Exteriores. 


SEÑOR MINISTRO.- Señora Presidenta: solicito 
la autorización correspondiente para que me acom- 
pañe en esta oportunidad la Asesora para Derechos 
Humanos de la Cancillería, profesora Belela Herre- 
ra, respecto de quien pediría además el permiso del 
Cuerpo para que se sentara a mi lado; asimismo, so- 
licito el ingreso a Sala del Director General Adjunto 
de Asuntos Políticos, Embajador Fernando Lugris; la 
Subdirectora General de Asuntos Políticos, doctora 
Silvia Izquierdo; la Subdirectora General Adjunta de 
Asuntos Políticos, Ministra Consejera Alejandra De 
Bellis; el Director Adjunto de Derechos Humanos y 
Derecho Humanitario, Consejero Gabriel Winter y 
la Jefa de Gabinete del Ministro, Consejera Cecilia 
Otegui. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la solici- 
tud del señor Ministro en el sentido de que ingresen 
a Sala los asesores que acaba de mencionar, así como 
el pedido de autorización para que la profesora Belela 
Herrera se ubique en la Banca contigua a la suya. 


(Se vota:) 
-23 en 24. Afirmativa. 


SEÑOR PENADÉS.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR PENADÉS.- Señora Presidenta: si bien 
no es de estilo fundar el voto en esta circunstancia, 
quiero dejar constancia de que nos pronunciamos en 
forma afirmativa acerca de la posibilidad de que una 
ciudadana que no integra el Cuerpo, que no es Minis- 
tra ni Subsecretaria, se pueda sentar en una Banca 
del Senado porque se trata de una personalidad; sin 
embargo, no seguiremos avalando esta práctica en el 
futuro, porque el Senado de la República tiene per- 
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fectamente reglado quiénes son los ciudadanos que 
pueden acceder a sentarse en una de sus Bancas. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Señora Presidenta: coincido 
absolutamente con lo expresado por el señor Senador 
Gustavo Penadés. Accedimos al pedido en virtud de 
que la profesora Belela Herrera es una personalidad 
que está por encima del bien y del mal, en particular, 
por su vasta experiencia en materia de defensa de los 
derechos humanos, pero en el futuro seremos riguro- 
sos custodios del estricto cumplimiento de las normas 
establecidas en la materia. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa puso a vota- 
ción esa solicitud, precisamente, para que fuera el 
Cuerpo el que se pronunciara sobre el asunto y no 
se decidiera a través de una resolución de la Presi- 
dencia. 


SEÑOR RUBIO.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR RUBIO.- Señora Presidenta: entiendo 
que la Presidencia ha actuado bien. Los reglamentos 
están para cumplirse, pero siempre hay casos rele- 
vantes o excepcionales que ameritan cierta elasti- 
cidad. Este órgano se ha caracterizado por respetar 
los reglamentos, pero también por tener una enorme 
flexibilidad en la más diversa cantidad de asuntos, y 
en lo que refiere a este caso en particular, la perso- 
nalidad de la profesora Belela Herrera está fuera de 
discusión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no hay más aclara- 
ciones, invitamos a ingresar a Sala a los señores ase- 
sores. 


(Ingresan a Sala la Asesora para Derechos Hu- 
manos de la Cancillería, profesora Belela Herrera; 
el Director General Adjunto de Asuntos Políticos, 
Embajador Fernando Lugris; la Subdirectora Gene- 
ral de Asuntos Políticos, doctora Silvia Izquierdo; la 
Subdirectora General Adjunta de Asuntos Políticos, 
Ministra Consejera Alejandra De Bellis; el Director 
Adjunto de Derechos Humanos y Derecho Humani- 
tario, Consejero Gabriel Winter y la Jefa de Gabinete 
del Ministro, Consejera Cecilia Otegui). 


—Tiene la palabra el miembro convocante, señor 
Senador Abreu. 
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SEÑOR ABREU.- Agradezco la presencia del se- 
ñor Ministro y de sus asesores, en especial, la profe- 
sora Belela Herrera, por variadísimos motivos. 


Esta convocatoria fue solicitada hace más de un 
mes, con la intención de aclarar algunas dudas y en- 
frentarnos a las certezas que surgen en torno a un 
tema tan delicado como el que nos ocupa. En rea- 
lidad, desde hace seis meses venimos tratando de 
mantener algunas conversaciones al máximo nivel, 
pero no hemos obtenido una respuesta adecuada 
como para tratar este tema y plantear otras inquie- 
tudes vinculadas a la política exterior; no obstante, 
comprendemos que las ocupaciones que tiene el Pre- 
sidente de la República, obviamente, no le han per- 
mitido recibirnos. De modo que aprovecharemos este 
momento para plantear las dudas sobre la situación 
relacionada con la recepción de presos de Guantána- 
mo en Uruguay. 


Una de las dudas tiene que ver con el régimen 
jurídico bajo el cual serán recibidos los ex-presos de 
Guantánamo que llegarán a Uruguay. Concretamen- 
te: ¿el Gobierno norteamericano pretende que esas 
personas sean vigiladas en nuestro país o que ten- 
gan restricciones de alguna naturaleza a su libertad 
de desplazamiento dentro y fuera de Uruguay? ¿Qué 
nivel de riesgo representan? ¿Tienen vínculos con la 
organización Al Qaeda u otras organizaciones terro- 
ristas de similar orientación? 


Para analizar si corresponde o no que Uruguay 
reciba a estas personas deben aplicarse dos criterios 
rectores. Por un lado, el criterio jurídico, ya que el 
instituto del refugio no fue desarrollado para proteger 
a personas que puedan constituir una amenaza para 
la paz o la seguridad ni para proteger a quienes por 
sus antecedentes representen un riesgo para nuestro 
país o la región. Por tanto, la primera interrogante es: 
¿bajo qué régimen jurídico ingresarán los prisioneros 
de Guantánamo a Uruguay? Para referirnos a este 
punto, analizaremos las cláusulas de inclusión. La 
Convención sobre el Estatuto de los Refugiados -que 
la Cancillería conoce muy bien—, aprobada por las Na- 
ciones Unidas en 1951, el Protocolo de 1966 y la Ley 
n.” 18076 aplican en forma muy precisa el término 
«refugiado» a toda persona que, teniendo un miedo 
fundado a ser perseguido por razones de raza, reli- 
gión, nacionalidad, membresía de un grupo social u 
opiniones políticas, se encuentre fuera del país de su 
nacionalidad y no pueda, por esos temores, regresar 
a él. De acuerdo con esto, corresponde la aplicación 
de las normas del Estatuto de los Refugiados cuando 
deben salvaguardarse bienes fundamentales como la 
vida, la integridad física, moral e intelectual y se re- 
conoce, caso por caso —sobre la base de evaluaciones 
de solicitudes individuales de refugio—, la situación 
de personas determinadas que verifican la existencia 
de los dos requisitos esenciales para merecer la pro- 
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tección del refugio. Uno de esos requisitos es el temor 
fundado de persecución —es decir, si esa persona está 
siendo perseguida; si su vida e integridad física, li- 
bertad moral y seguridad deben ser salvaguardadas-, 
y el otro es que esa persona no pueda acogerse a la 
protección de su nacionalidad de origen. 


Ninguna de estas condiciones está clara en esta 
situación; por eso resolvimos realizar esta convoca- 
toria. 


Pensamos que es importante que se aclare la 
forma en que se están manejando estos temas y 
esperamos que la relación natural entre el Poder 
Ejecutivo y el Poder Legislativo pueda echar luz 
sobre circunstancias y situaciones que no solo son 
delicadas, sino que además necesitan de una enorme 
o importante transparencia para que tengan el debido 
respaldo político. 


Considerando que ya no existe temor a ser 
perseguidos por el Gobierno de Estados Unidos, la 
primera pregunta que uno se hace, naturalmente, 
como cualquier ciudadano, es: ¿qué otro temor fundado 
de persecución tienen que justifique aplicarles a estas 
personas el Estatuto de los Refugiados? ¿Quién los 
persigue? En el hipotético caso de que dicho temor 
fundado de persecución existiera, ¿tienen el temor 
fundado de volver al país de su nacionalidad? 


En segundo término, más que ante solicitudes 
individuales de refugio realizadas por personas de- 
terminadas, parecería que no solo estamos ante un 
procedimiento de solicitud individual —lo veremos 
más adelante- verbal o de otra naturaleza, sino ante 
negociaciones entre dos Gobiernos: el de la Repúbli- 
ca Oriental del Uruguay y el de los Estados Unidos 
de América. A pesar de que existe un mecanismo 
para determinar la condición de refugiado, que se 
inicia con una solicitud individual ante una autori- 
dad nacional y continúa con el procedimiento ante 
la Comisión de Refugiados -CORE-, el Presidente de 
la República declaró que la decisión de recibir a los 
presos de Guantánamo era un tema resuelto, laudado 
y cerrado por el Gobierno de Estados Unidos, mucho 
antes de que la CORE hubiera recibido alguna solici- 
tud concreta de refugio. 


El Ministro de Relaciones Exteriores informó que 
las solicitudes de refugio fueron verbales y recibidas 
por la delegación uruguaya que visitó la cárcel. Sin 
embargo, ni la oficina regional de ACNUR y ni la 
CORE las recibieron hasta después de que todo el 
tema saliera a luz en función de una filtración que 
se produjo en el ámbito periodístico o político de los 
Estados Unidos. 


En razón de todo lo expuesto, traslado al señor 
Ministro las siguientes preguntas naturales: ¿algunos 
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presos de Guantánamo han solicitado refugio en 
nuestro país o se trata de un acuerdo entre los 
Gobiernos de Estados Unidos y de Uruguay? Y si 
existieran solicitudes de refugio, ¿cuál es la fecha 
exacta creo que eso ya se manejó, incluso, en la 
Comisión de la Cámara de Representantes- en 
que la autoridad nacional correspondiente tomó 
contacto con esta solicitud? De esta pregunta deriva 
otra: ¿en qué fecha la Secretaría Permanente de 
la Comisión de Refugiados tomó conocimiento de 
esas solicitudes en el caso de que las haya habido? 
Otra pregunta natural: ¿qué número de solicitudes 
de refugio se han recibido? ¿Cuántos son? ¿Cuál es 
la nacionalidad y antecedentes de cada uno de los 
presos de Guantánamo que vendrían a Uruguay? 


Después analizaremos el tema de los nombres, 
pero, en mi opinión, la aplicación del principio 
de confidencialidad es absolutamente discutible 
desde el punto de vista de las relaciones entre 
los Poderes del Estado. ¿Cuál es el alcance de la 
confidencialidad? ¿Hasta dónde puede llegar el 
concepto de confidencialidad en estos casos, sobre 
todo, tratándose de aspectos muy importantes para 
la seguridad nacional? Pero, más allá de los nombres, 
en alguna oportunidad, el señor Ministro ha dicho 
que está inhibido de responder la pregunta sobre la 
nacionalidad y antecedentes de cada uno de los presos, 
en razón del principio de confidencialidad establecido 
en el artículo 17 de la Ley n.* 18076. No comparto 
esta interpretación; en primer lugar, porque la Ley 
n.” 18076 se aplica a información relativa a personas 
que son solicitantes de refugio o refugiados —como 
vimos, ambas cosas están en dudas: ¿solicitaron 
refugio? ¿Están siendo perseguidos y por eso deben 
recibir la protección del Estatuto del Refugiado?-—, y en 
segundo término, porque entiendo que la obligación 
de confidencialidad alcanza a la Comisión y a sus 
integrantes, no al señor Ministro. Y digo que alcanza 
a dicho órgano y a sus integrantes porque presupone 
que estamos hablando de verdaderos refugiados, 
solicitantes de refugio, cuyas solicitudes están siendo 
evaluadas o ello ha sido resuelto por la Comisión. Es 
decir, no se trataría de personas a las que se intenta, 
en forma confusa e impropia, colocar en la calidad de 
refugiados. En todo caso, el Poder Legislativo puede 
requerir la información bajo carácter confidencial, tal 
como está previsto en la Constitución de la República 
y en los Reglamentos, sobre todo teniendo en cuenta 
la posibilidad de ingresar en sesión secreta sin versión 
taquigráfica o con versión taquigráfica revisada, de 
manera de guardar la debida reserva o el secreto. En 
definitiva, quiero hacer énfasis en que el principio de la 
confidencialidad no tiene un alcance de tal naturaleza 
como para que nosotros no podamos manejar 
determinada información, dentro de la reserva y las 
obligaciones que asumimos cuando sesionamos en 
forma secreta, nada más ni nada menos que en la 
relación entre los Poderes del Estado. 
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En consecuencia, la pregunta queda planteada e 
insisto en que el señor Ministro nos brinde la infor- 
mación que se le requiere. 


La respuesta a estas preguntas llevará a descartar 
la posibilidad de que estas personas puedan ser re- 
cibidas en el Uruguay bajo el Estatuto de los Refugia- 
dos, básicamente porque no existirá, en todo caso, la 
condición central del temor fundado de persecución. 


A continuación, quisiera hacer un análisis sobre si 
existe o no un deber jurídico de cooperar con Esta- 
dos Unidos en el cierre de la cárcel de Guantánamo. 
El Poder Ejecutivo, a través del señor Ministro, ha 
expresado en diversas oportunidades -incluso en el 
caso de que no se le reconozca a estas personas la 
calidad de refugiados— que el Uruguay tiene el deber 
jurídico de cooperar, recibiendo presos de Guantána- 
mo. No comparto esta opinión, porque solo tiene 
derecho a ser recibida como refugiada la persona que 
reúne las condiciones establecidas en las Cláusulas 
de Inclusión que acabo de mencionar, que tienen que 
ver con salvaguardar la vida y con la imposibilidad de 
acogerse a la protección del país de su nacionalidad. 
Como vimos —esta es la duda que tenemos-, los presos 
de Guantánamo no parecen reunir estas condiciones, 
y mientras no tengamos la información necesaria so- 
bre este tema, que es muy importante para el país, no 
es posible considerar lo contrario. 


Hago un paréntesis para pedir disculpas, pues me 
voy a extender en un análisis muy claro sobre los te- 
mas jurídicos y de negociación, que puede resultar 
algo tedioso, pero se trata de un tema de enorme im- 
portancia conceptual, que nada tiene que ver con las 
posiciones o las sensibilidades que tengamos desde el 
punto de vista del derecho humanitario. 


Adicionalmente, todo indica que estas personas 
no solo no están comprendidas en la Cláusula de In- 
clusión, sino que pueden estar excluidas del instituto 
por existir motivos fundados —como dice el propio Es- 
tatuto- de que cometieron algunos de los actos que 
excluyen de la posibilidad de recibir asilo o refugio. 
Me referiré a las Cláusulas de Exclusión, después de 
analizar si existe o no un deber jurídico de recibir a 
los presos de Guantánamo. 


No siendo refugiados, no existe un deber jurídi- 
co de recibirlos. Los principios generales de Derecho 
Internacional vinculados a derechos humanos de 
ninguna manera derivan en una obligación jurídi- 
ca específica de recibirlos. Es cierto que el institu- 
to de la protección humanitaria es flexible y que la 
cooperación del sistema de Naciones Unidas en la 
reinserción de personas también puede operar, en 
particular cuando estamos ante situaciones de vio- 
lencia indiscriminada. Pero en este caso no sucede 
eso, y en última instancia se trata de una posibilidad. 
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La protección humanitaria puede operar, pero eso no 
constituye un deber; es decir, no hay un derecho de 
contrapartida como en el caso del refugio, y mucho 
menos una obligación tan específica como la de ayu- 
dar a Estados Unidos a cerrar una cárcel, recibiendo 
a sus presos, tal como lo muestran los hechos. 


Aquí no existe doble discurso, sobre todo de 
quienes puedan no aceptar el ingreso de presos de 
Guantánamo al territorio nacional. El doble discurso 
es defender los derechos humanos cuando se trata de 
traer presos de Guantánamo y, al mismo tiempo, apo- 
yar a otros Gobiernos que violan sistemáticamente los 
derechos humanos, ya sea por la aplicación de partido 
único o por circunstancias como las que se viven en 
otro Gobierno de América del Sur —nuevo y flamante 
integrante del Mercosut- al que se intenta convencer 
de que la mejor manera de convivir no es reprimien- 
do y matando en las calles de las ciudades. El doble 
discurso también puede ser pedir la libertad de tres 
presos cubanos a cambio de recibir a estos presos. 
Y a los cientos de presos políticos que están en las 
cárceles cubanas, ¿no se los va a tomar en cuenta? 
¿Son tres? ¿Y los demás? ¿Es la aceptación de que 
ahí no hay violación de los derechos humanos? ¿Tam- 
bién se entiende que incurrió en el doble discurso un 
buen número de países europeos, entre ellos Suecia, 
que se negaron a recibir presos de Guantánamo? En 
mi opinión, señora Presidenta, ni incurrieron en el 
doble discurso en materia de derechos humanos por 
no recibirlos ni tenían —al igual que Uruguay- nin- 
guna obligación jurídica, moral o humanitaria para 
hacerlo. Simplemente no los recibieron porque no se 
trata de simples presos políticos perseguidos o vícti- 
mas de violencia generalizada, sino de personas que 
pueden tener vinculación con una de las peores or- 
ganizaciones terroristas de todos los tiempos como lo 
es Al Qaeda. Además —vamos a profundizar en este 
punto—, muchos de los Estados que rechazaron esto 
no contaban con los recursos necesarios como para 
adoptar las medidas de seguridad y vigilancia que 
derivarían de tener a estas personas en su territorio. 


Por lo tanto, reitero la primera pregunta que 
trasmití al Ministro en cuanto a qué se refería el 
Presidente de la República cuando declaró que 
vendrían como refugiados sui géneris. Y agrego: 
si no califican para que se les aplique el Estatuto 
de los Refugiados de la Convención de 1951, ¿en 
calidad de qué vendrán? ¿Bajo qué régimen serán 
recibidos? ¿Con cuál categoría migratoria ingresarán 
a nuestro país y permanecerán residiendo en el 
Uruguay? ¿Se les piensa aplicar en forma completa 
y sin restricciones el Estatuto de los Refugiados y la 
normativa nacional en materia de refugio? ¿Estarán 
sometidos a algún tipo de vigilancia o custodia? Una 
vez que estén en el Uruguay, ¿qué documento se les 
dará? ¿Tendrán documento que los habilite a ingresar 
y salir libremente del país? 
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En la Cámara de Representantes el señor Ministro 
expresó que Uruguay no ha cerrado con Estados 
Unidos la forma jurídica sobre la cual va a acoger 
a estas personas, privadas arbitrariamente de su 
libertad. Según dijo, va a apoyarse fundamentalmente 
cito textualmente- «en el Derecho Internacional y 
en la legislación vigente en nuestro país». Coincido 
con el concepto del señor Ministro y espero que el 
Gobierno también aplique este criterio, ya que el 
Derecho Internacional es muy claro en cuanto a 
quiénes corresponde proteger y a quiénes no. 


A continuación me referiré a lo dispuesto en el 
artículo 14 de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos; al artículo 1.*, literal F), de la Convención 
de 1951; a la Declaración sobre Asilo Territorial 
adoptada por la Asamblea General el 14 de diciembre 
de 1967 —Resolución 2312 XXII-, y al artículo 4.* de 
la Ley n.? 18076. Veamos lo que dice el artículo 4.”: 
«No tendrán derecho a gozar de la condición jurídica 
de refugiado en territorio uruguayo; las personas 
respecto de las cuales existen motivos fundados» 
insisto: «motivos fundados»; este es un criterio 
absolutamente subjetivo respecto de la cláusula 
de exclusión; no son pruebas concretas ni hechos 
absolutamente comprobados- «para considerar que: 
A) Han cometido un delito contra la paz, un delito de 
guerra o un delito contra la humanidad, tal como se 
hallan definidos por el derecho internacional. B) Han 
cometido un grave delito común, en consonancia con 
los principios de derecho universalmente aceptados; 
fuera del territorio nacional y antes de ser admitidas 
en él como refugiados. C) Se han hecho culpables 
de actos contrarios a los propósitos y principios de la 
Organización de las Naciones Unidas». 


Estos son los elementos que determinan el prin- 
cipio de exclusión en la aplicación de normas sobre 
la condición de refugiado de determinadas personas, 
que está basado en un criterio, repito, absolutamente 
subjetivo: los «motivos fundados». 


Señora Presidenta: somos los primeros, como 
tantos otros, en repudiar y rechazar que estas per- 
sonas hayan sido privadas de su libertad sin haberse 
celebrado juicio previamente y bajo condiciones vio- 
latorias de los derechos humanos más básicos. Pero, 
además, aquí hay otro tema: el relativo a nuestra se- 
guridad nacional. No podemos ignorar que si eso su- 
cedió y se mantuvo en el tiempo durante tantos años 
fue porque los Estados Unidos consideraban que te- 
nían vinculaciones con Al Qaeda o eran terroristas 
de esa organización. O sea, el tema es absolutamente 
distinto y por eso debe quedar claro que acá no tiene 
nada que ver nuestra condición de defensores de los 
derechos humanos en toda su extensión, sino cómo 
incorporamos al criterio que vamos a utilizar en lo 
relativo a la seguridad en el país y la forma en que van 
a convivir en el territorio nacional las personas que 
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solicitan refugio o que van a ser amparadas bajo la 
calidad de refugiados. Es por ello que razones de mí- 
nima prudencia y sensatez, así como también las nor- 
mas internacionales y nacionales que acabo de citar, 
obligan a que las decisiones en torno a conceder o no 
tal calidad sean tomadas caso a caso, conociendo el 
nombre, nacionalidad y antecedentes de cada uno de 
los presos que vendrían a Uruguay. Pero además de la 
información completa sobre sus antecedentes, habría 
que responder las siguientes interrogantes. ¿Existen 
«motivos fundados» para considerar que han «come- 
tido un grave delito común, en consonancia con los 
principios de derecho universalmente aceptados»? 
¿Existen «motivos fundados» para considerar que 
han «cometido un delito contra la paz, un delito de 
guerra o un delito contra la humanidad, tal como se 
hayan definidos por el derecho internacional»? ¿Exis- 
ten «motivos fundados» para considerar que se «han 
hecho culpables de actos contrarios a los propósitos 
y principios de la Organización de las Naciones Uni- 
das»? Obviamente, nosotros queremos que se nos res- 
pondan estas preguntas; el Parlamento tiene derecho 
a saber, nada más ni nada menos, cómo se va a aplicar 
el instituto del refugio. E insisto: podemos manejar 
como en alguna oportunidad se ha hecho- el secre- 
to, la reserva, pero no entre los Poderes del Estado, 
porque la cláusula de confidencialidad no alcanza al 
Ministro y al Poder Ejecutivo, sino que en este caso 
solo alcanza a la Comisión y a sus miembros. 


Ahora bien, ¿qué es lo que tenemos que analizar? 
¿Cuál es el nivel de riesgo de cada uno de los presos 
que se quiere traer a Uruguay? Para tener una res- 
puesta es necesario conocer los antecedentes de cada 
uno de ellos, de forma de evaluar el nivel de riesgo o 
amenaza que puedan representar para la seguridad 
de nuestro país y de nuestra región. Cuando hablo de 
nuestro país y de nuestra región pongo énfasis en esta 
porque no hace mucho tiempo se produjeron varios 
atentados terroristas, uno de ellos, el de la AMIA, en 
Argentina -que ha sido una de las cosas más trágicas 
que la región vivió-, y otros dos que se perpetraron 
en esa nación, cuya orden y orientación —de acuer- 
do con la información que surgió del propio gobierno 
argentino, con el que, más allá de las discrepancias, 
tenemos muy buenas relaciones, sobre todo, con el 
prosecutor de este tema-— provino de una mezquita de 
Ciudad del Este, en la Triple Frontera. 


Creo que es bueno que analicemos ahora la útil 
experiencia europea. No sé si todos los Senadores sa- 
ben —-y por eso es bueno que lo compartamos- que 
Estados Unidos y la Unión Europea negociaron un 
detallado marco para que los países europeos pudie- 
ran cooperar con el cierre de la cárcel de Guantána- 
mo. Cuando digo un detallado marco me refiero a un 
tratado a firmar. La forma como unos pocos países 
recibieron a unos pocos presos de Guantánamo en 
condiciones muy precisas fue el resultado de una ne- 
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gociación compleja, en la que Europa no se llamó a 
engaño y asumió, con realismo, que algunos de los 
detenidos allí podrían ser considerados peligrosos y 
requerir vigilancia continua. Y uno se puede pregun- 
tar: ¿por qué cooperaron otros Estados? Yo diría que 
fue porque varios gobiernos europeos —en este mun- 
do, ahí sí, del doble discurso y del cinismo interna- 
cional, en estos días nos hemos enterado de que el 
señor Gadafi financió parte de la campaña de Sarkozy 
en Francia, que participó en forma activa en muchas 
de las empresas europeas y que después fue objeto 
de un bombardeo de la OTAN y de toda la asociación 
americana europea-, los socios de los Estados Unidos 
en sus intervenciones en Medio Oriente, son cómpli- 
ces de los traslados ilegales de personas secuestradas 
en aviones americanos que recalaban en aeropuertos 
europeos bajo la ignorancia o la vista gorda —para de- 
cirlo en términos jurídicos- de la OTAN, llevando a 
Guantánamo a muchos de los que terminarían sien- 
do interrogados bajo tortura en black sites —o lugares 
negros— ubicados en ese continente. Además, los eu- 
ropeos —en este caso, la Unión Europea- querían dar 
un espaldarazo político al nuevo gobierno de Barack 
Obama y establecer un nuevo marco de cooperación 
con los Estados Unidos que le permitiera desarrollar 
su lucha antiterrorista, y ahora, con la condición de 
que debería realizarse dentro de los parámetros fija- 
dos por el Derecho Internacional, el derecho huma- 
nitario de refugio y de los derechos humanos, algo 
que ese país no venía haciendo. 


En síntesis, los Estados miembros de la Unión 
Europa y Estados Unidos negociaron un acuerdo 
con la forma de una Declaración Conjunta, el Joint 
Statement, sobre el cierre de Guantánamo. Allí se 
fijaron las condiciones en que Europa cooperaría. 
Quiero insistir en este aspecto porque no es una 
iniciativa personal, sino que estamos hablando de 
Estados y de comunidades supranacionales que 
asumen determinadas obligaciones y toman recaudos 
respecto de cuáles son las condiciones en que va a 
funcionar el sistema. ¿Cuál fue el resultado de esta 
negociación? Fue que Estados Unidos revisaría su 
política de extraordinary rendition —de rendición 
sin ningún tipo de condiciones-, es decir, de sus 
políticas de detención, transferencia, interrogatorio y 
sometimiento a la justicia de personas en el marco de 
su lucha contra el terrorismo. Como todos sabemos, 
en virtud de esas políticas Estados Unidos secuestró, 
interrogó bajo tortura y mantuvo presos sin juicio ni 
sentencia a más de 700 personas en Guantánamo. 
A cambio de esto, el Consejo de Europa se limitó a 
autorizar a los países europeos que así lo quisieran 
a atender el pedido de ayuda de los Estados Unidos 
para encontrar «residencia» —cito textualmente la 
palabra empleada—- para presos de Guantánamo 
pertenecientes a una sola categoría específica: 
a quienes habían sido declarados aptos para la 
liberación. A continuación, voy a hablar de las distintas 
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categorías que establece el Acuerdo de Europa, las 
que determinó con anterioridad el Presidente Bush 
y las nuevas que se fueron desarrollando a partir de 
asumir la Presidencia, y de constituir una Comisión 
para ese asunto, el Presidente Obama. Una de ellas 
fue que se aceptó que Estados Unidos había resuelto 
no procesar y en esa condición fue que los recibieron 
los europeos; otra, que por razones de fuerza mayor 
no podían regresar a sus países de origen; y, otra, que 
habían expresado que deseaban ser recibidos por un 
país de la Unión Europea o del espacio de Schengen. 
Todos sabemos lo que es el espacio de Schengen y 
si alguien no lo sabe, debería tratar de estar al tanto 
porque en el Senado no se puede ignorar este tipo de 
Tratado que nuestros país ha reconocido en el ámbito 
internacional. 


Como se puede apreciar, ni el acuerdo, ni el Joint 
Statement, ni las conclusiones sobre el cierre del 
centro de detención de Guantánamo adoptadas por el 
Consejo de Europa en junio de 2009, que instrumen- 
tó este acuerdo bilateral internamente, hablan de dar 
refugio; solo se habla de encontrar residencia. A na- 
die se le ocurrió decir que hubiera un deber jurídico 
de cooperar con los Estados Unidos, sino todo lo con- 
trario, ya que se autorizó a algunos países a hacerlo, 
pero bajo muchas condiciones, del mismo modo que 
se aceptó que otros no lo hicieran, en función de esa 
libertad que se concedió. 


En el corazón de esas negociaciones siempre es- 
tuvo, como preocupación central, el riesgo que podía 
estar asumiendo Europa al recibir en su territorio 
a posibles terroristas. De hecho, existió un fuer- 
te enfrentamiento entre países europeos al respec- 
to; incluso algunos como Austria, Suecia e Italia se 
negaron desde un principio a recibir presos de Guan- 
tánamo, más allá de algún caso particular sobre el 
que todos estamos al tanto. Por eso y en razón de que 
la circulación de personas en Europa es libre en todo 
el espacio de Schengen —por lo que un ex-preso re- 
cibido en un país determinado podría trasladarse sin 
controles a otro- se adoptaron normas por parte de 
los propios Ministros del Interior del Consejo de Eu- 
ropa, dirigidas a resguardar la «seguridad» europea; 
ese es el término que textualmente utilizan en este 
acuerdo para ponerle medias suelas a su conciencia 
moral por haber acompañado la violación de los dere- 
chos humanos con todas las facilidades en lo que fue 
el traslado de los presos a Guantánamo. 


De acuerdo con esas normas se establecieron me- 
canismos de consulta, intercambio de información 
de los ex-presos -lo cual hace presuponer que son 
vigilados—, como forma de dar a todos los Estados la 
oportunidad de compartir información relevante y to- 
mar medidas apropiadas, incluyendo —y voy a resaltar 
esto- algunas que pudieran temporariamente afectar 
la libertad de movimiento de estas personas. Quie- 
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ro destacar todo esto, porque estamos hablando de 
una categoría, de ex-presos que habían sido declara- 
dos aptos para la liberación; posteriormente veremos 
hasta dónde llegamos nosotros en lo que respecta a 
esa categoría. 


A partir de lo que sabemos sobre esta experiencia 
de cooperación con Europa, la pregunta que hacemos 
todos —y que traslado al señor Ministro- es la siguien- 
te: ¿por qué los presos que todavía están detenidos 
no fueron seleccionados para ser liberados durante 
las etapas previas que ha estado desarrollando el Go- 
bierno norteamericano para cerrar esa cárcel? ¿Aca- 
so representaban un riesgo mayor para la seguridad 
nacional o internacional? ¿Los presos que van a venir 
al Uruguay -—y quiero insistir en este punto— habían 
sido declarados en el año 2009 como pertenecientes 
a la categoría de aptos para la liberación, en el sentido 
dado en el párrafo cinco de la Declaración Conjunta 
de la Unión Europea y los Estados Unidos sobre el 
cierre de Guantánamo y las conclusiones del Consejo 
de Europa? Si la respuesta es negativa, ¿en cuál cate- 
goría fueron clasificados? 


Las autoridades militares estadounidenses catalo- 
garon a los presos de Guantánamo en tres categorías 
de riesgo: alto, medio y bajo. Con estas categorías ca- 
libraron el riesgo que suponía cada preso de Guantá- 
namo y el volumen de información que podían obte- 
ner de él, por lo que recomendaban a sus superiores 
la permanencia o traslado del detenido. Por ejemplo, 
en marzo de 2008, el Departamento de Defensa cali- 
ficó a Ahmed Adnan Ahjm, de quien la prensa infor- 
ma que podría ser uno de los presos de Guantánamo 
que vendría a Uruguay —destaco que fue la prensa la 
que informó sobre esto—, como de alto riesgo, no solo 
para los Estados Unidos y sus intereses, sino también 
para sus aliados. Los de bajo riesgo presentan una 
baja amenaza desde la perspectiva de la detención 
y los de alto riesgo son aquellos de alto valor a los 
fines de Inteligencia en razón del volumen de infor- 
mación que podían extraer de esas personas. Destaco 
que cuatro de las cinco personas que según la prensa 
vendrían a Uruguay fueron clasificados por los ser- 
vicios militares norteamericanos en 2008 como de 
alto riesgo. En los expedientes -que hoy, obviamente, 
son casi derivados del proceso de globalización y en 
el que las filtraciones de WikiLeaks tienen un enor- 
me peso- correspondientes al período de la Adminis- 
tración Bush, de 2008 —de la primera Guantanamo 
Task Force—, ninguno de los cinco presos destinados 
a venir al Uruguay, según la prensa, cuatro sirios y 
un palestino, había sido declarado apto para la libera- 
ción y tampoco —desde ya lo adelanto— apto para ser 
transferido. En vez de existir una aprobación para su 
transferencia o para su liberación, se recomienda lo 
contrario: que permanezcan detenidos bajo la reco- 
mendación de la detención continua. 


29 de abril de 2014 


Pues bien, en enero de 2009, cuando asume la 
nueva administración Obama, permanecían en Guan- 
tánamo 242 prisioneros de un total de 779 que pasa- 
ron por esa cárcel. De esos 242, la Administración 
Bush ya había aprobado la transferencia de 59 y es- 
taban esperando que se hiciera efectiva. La adminis- 
tración Obama encaró un proceso de reevaluación de 
cada preso en el marco de un trabajo entre agencias, 
en el que participaron varios departamentos, en fun- 
ción de los objetivos fijados por el señor Presidente 
de los Estados Unidos durante su campaña, en la que 
tanto él como su competidor anunciaban el cierre de 
la cárcel de Guantánamo. Luego de un año —porque, 
como buen americano, el tema es cumplido al año— 
evaluando a cada uno de los presos que permanecían 
en la cárcel, la nueva Guantanamo Review Task Force 
-es decir, la nueva comisión de carácter interdiscipli- 
nario en la que participan distintos representantes de 
todas las oficinas de la Administración de los Estados 
Unidos- resolvió el destino de cada uno de los 240 de- 
tenidos revisados en función de la amenaza que cada 
uno representaba, la confiabilidad de la información 
disponible y los intereses de seguridad nacional nor- 
teamericanos. 


Básicamente, la Guantanamo Review Task Force 
—el término review significa revisar; esta comisión es 
la que sustituye a la que instaló el Presidente Bush- 
decidió tres formas de disposición de cada preso. Una 
de ellas es la transferencia, es decir, los aprobados 
para la transferencia; 126 presos quedaron en esta 
categoría. La segunda es la de procesamiento o enjui- 
ciamiento; 44 presos fueron referidos para el proce- 
samiento ante Cortes Federales o Comisiones Milita- 
res, y 36 permanecieron bajo investigación. 


La tercera categoría era que continuara detenido; 
48 presos fueron considerados demasiado peligrosos 
para ser transferidos, pero no podían ser enjuiciados, 
probablemente porque si los llevaban a juicio en Esta- 
dos Unidos, iban a perder el pleito por lo irregular de 
su apresamiento y por las condiciones en las que ob- 
tuvieron sus declaraciones. A su vez, otros 30 presos 
originarios de Yemen permanecieron bajo detención 
condicional en función de la situación que existía en 
su país de origen, autorizándose su repatriación a Ye- 
men cuando cambiara la situación en ese país, o su 
reasentamiento en terceros países. 


Van a tener que disculparme, señores Senadores, 
pero aquí el significado de cada palabra importa, y voy 
a tener que entrar en cierto nivel de precisión. 


Como ustedes recordarán, el Acuerdo -—el Joint 
Statement- realizado entre la Unión Europea y los 
Estados Unidos, y las conclusiones adoptadas en la 
Sesión n.” 2946 del Consejo de Europa relativas al 
cierre de la prisión de Guantánamo, usan una termi- 
nología diferente. No hablan —como lo hacía la comi- 
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sión anterior, establecida por el Presidente Bush- de 
riesgo alto, medio o bajo, de aprobado para transfe- 
rencia y mucho menos de sometimiento a juicio o de 
prisión continuada; se refieren a apto para la libera- 
ción. Este es el concepto más claro: estamos hablan- 
do de quiénes son aptos para la liberación. 


Yo me pregunto —y le pregunto también al señor 
Ministro— ¿cómo se vincula la categoría aprobado para 
la transferencia, con la de apto para la liberación, que 
fue la utilizada en el Acuerdo entre la Unión Europea 
y Estados Unidos? Quiere decir que hay un cambio 
en la terminología, pero también en la categoría. Hay 
que ver qué relación tiene con aquel famoso concepto 
de aprobación para transferencia. 


Una vez tomada la decisión de soltar a un preso 
declarándolo aprobado para la transferencia o para 
la liberación, le pregunto al señor Ministro: ¿hay o 
había condiciones distintas vinculadas a razones de 
seguridad, dependiendo de si se trata de un preso de 
alto, medio o bajo riesgo? Quiero decir con total fran- 
queza que no me sorprendió descubrir que el nivel de 
riesgo de cada preso fuera el factor decisivo para que 
la Task Force resolviera, en algunos casos, liberarlos y, 
en otros, transferirlos. No es lo mismo liberarlos que 
transferirlos. 


Voy a leer —traduciéndolo del inglés de la mejor 
forma posible— lo que establece el Acuerdo con los 
Estados Unidos: «El término “liberación” se usa con 
el significado de liberación del confinamiento sin ne- 
cesidad de que se continúen medidas de seguridad 
en el país receptor, mientras que el término “transfe- 
rencia” es usado para significar liberación del confi- 
namiento sujeto a medidas de seguridad adecuadas». 
Esta es la categoría y la definición que viene del in- 
forme final de la Guantanamo Review, del último in- 
forme de los Estados Unidos. 


Luego agrega: «Las Directrices dispusieron ade- 
más que un preso debe ser considerado elegible para 
su liberación si no plantea una amenaza identifica- 
ble para la seguridad nacional de los Estados Uni- 
dos. Aparte de los 17 chinos uigures detenidos, que 
fueron aprobados para “transferencia o liberación”, 
ningún otro preso fue aprobado para su “liberación” 
en el curso de la revisión». Quiere decir que ningún 
otro preso está en la categoría de released, es decir, de 
merecer la liberación sin quedar sujeto a medidas de 
seguridad adecuadas. 


Por tanto, según este informe de los Estados Uni- 
dos, salvo los 17 presos chinos de origen uigur, to- 
dos los demás que todavía estaban en Guantánamo 
en enero de 2010 podían representar un riesgo para 
la seguridad, obviamente de los Estados Unidos. En 
consecuencia, no fueron considerados elegibles para 
ser liberados, sino solo para ser transferidos porque 
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todavía representan algún riesgo. Pero como la cárcel 
debe ser cerrada, es decir, clausurada —nosotros com- 
partimos totalmente esa decisión y la necesidad de 
que no existan cárceles de este tipo en ninguna parte 
del mundo, pero particularmente en América Lati- 
na-, se aprueba su transferencia bajo la condición 
de que cualquier amenaza que él pueda representar 
pueda ser mitigada a través de medidas de seguri- 
dad adecuadas en el país receptor. Esto significa que 
cuando se aprueba esa transferencia, el país receptor 
-si fuera el caso del Uruguay- debe mitigar las ame- 
nazas de estas personas incluidas en esta categoría a 
través de medidas de seguridad. 


Son las palabras del Final Report o informe final: 
«Las Directivas se refirieron a tres tipos de evaluacio- 
nes relevantes para determinar si debía recomendar- 
se la liberación o la transferencia de un preso. 


La primera evaluación era la del riesgo, y las di- 
rectivas dispusieron que un preso debía ser elegible 
para transferencia si todos los riesgos que él plantea- 
ba podían ser suficientemente mitigados a través de 
medidas de seguridad posibles y apropiadas». 


En función de estas precisiones terminológicas y 
de los criterios seguidos por los servicios americanos 
para resolver si un preso podía ser liberado o trans- 
ferido, pregunto: ¿qué antecedentes se tiene de cada 
uno de los presos que se quiere traer al Uruguay? 
Porque aquí de lo que se trata es de evaluar el nivel 
de riesgo o amenaza que pueden representar estas 
personas a la seguridad de nuestro país y de nuestra 
región. ¿Uruguay tuvo acceso a esta información cla- 
sificada de los servicios de Inteligencia americanos 
relativa a cada uno de los presos de Guantánamo que 
esperan ser acogidos en nuestro país? 


Obviamente, la pregunta que surge naturalmente 
de esto es si el señor Ministro puede informarnos en 
cuál de las tres categorías de riesgo —alto, medio o 
bajo, según la clasificación de los presos de Guantá- 
namo hecha por las autoridades militares norteame- 
ricanas durante el gobierno del Presidente Bush- fue 
incluido cada uno de los presos que están siendo con- 
siderados para venir al Uruguay. ¿Es correcta la in- 
formación filtrada por WikiLeaks que revela que cua- 
tro de los presos que se quiere traer a Uruguay fueron 
calificados como de alto riesgo en el año 2008? ¿En 
cuál de las tres categorías de disposición de presos —a 
saber: aprobado para la transferencia, para someter a 
juicio o para la detención condicional- consideradas 
en el informe final de la Guantanamo Review Task 
Force —es decir, de la revisión que hace el Presidente 
Obama-, de fecha 22 de enero de 2010, fue incluido 
cada uno de los presos que se piensa traer a Uruguay? 
¿Estaban todos ellos incluidos en la categoría «apro- 
bados para transferir»? ¿Estaba alguno de ellos in- 
cluido en la categoría «detención continuada»? ¿Per- 
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tenecía alguno de ellos al grupo de 48 presos que, a 
pesar de ser considerados peligrosos, no podían ser 
enjuiciados? Durante la Administración Bush, ¿algu- 
no de los presos que se quiere traer a Uruguay ya 
había sido declarado «aprobado para transferir» o to- 
dos habían sido objeto de la recomendación de que 
quedaran detenidos? Luego de la revisión efectuada 
por la Administración Obama, concluida al año, ¿se 
modificó la recomendación que había realizado la Ad- 
ministración anterior para alguno de los presos que 
van a venir a Uruguay? En caso de que la pregunta 
anterior se conteste en forma afirmativa —-lo que es 
probable—, ¿están las autoridades nacionales en con- 
diciones de informar qué nuevos elementos llevaron 
a las autoridades norteamericanas a revisar la reco- 
mendación realizada en 2008? 


Al disponer qué hacer con cada uno de los pre- 
sos que se desea traer al Uruguay, los servicios de la 
Guantanamo Review Task Force de la Administración 
Obama ¿decidieron que eran aptos para la liberación 
o aprobados para la transferencia? Esta es la pregunta 
central: si los que van a venir fueron declarados aptos 
para la liberación o aprobados para la transferencia. 


¿El Gobierno de Uruguay ha tenido acceso a los 
documentos donde la Guantanamo Review Task 
Force revisó el caso de cada uno de los presos que 
esperan enviarnos? ¿Se puede poner a disposición 
de este Cuerpo las fichas o los expedientes? Que 
se supriman los nombres para liberar de problemas 
al señor Presidente; que se eliminen las fotos y las 
fechas de nacimiento de las fichas y expedientes 
de cada uno; que se diga simplemente que son los 
antecedentes de algunos. Aun con esa solicitud, creo 
que el Parlamento puede pedir, en sesión secreta, 
conocer las identificaciones de las personas. De todos 
modos, jurídicamente ese es un tema que no está hoy 
abierto al debate porque, obviamente, las mayorías 
harán una interpretación distinta a la que podamos 
hacer nosotros. No se pone en peligro a las personas 
si se pide conocer los criterios o los antecedentes de 
algunos, tomando los debidos recaudos para evitar 
que sean sometidos a una eventual situación de 
riesgo sobre su vida y seguridad. 


¿El Gobierno puede afirmar que en enero de 
2010, concluida la revisión realizada por la Guanta- 
namo Review Task Force, todos los presos que se de- 
sea traer a Uruguay fueron calificados como que no 
representaban ningún riesgo, aptos para su liberación 
y que, por lo tanto, no iban a requerir ninguna me- 
dida de seguridad ulterior en el caso de que fueran 
liberados? Voy a repetir la pregunta porque el señor 
Ministro, por razones obvias -que comprendo-, esta- 
ba manteniendo un diálogo de sublema. 


29 de abril de 2014 


(Hilaridad). 


-Continúo con la siguiente pregunta: ¿el Gobier- 
no puede afirmar que, en enero de 2010, concluida 
la revisión realizada por la Guantanamo Review Task 
Force, todos los presos que se desea traer a Uruguay 
fueron calificados como que no representaban nin- 
gún riesgo, aptos para su liberación y que, por lo tan- 
to, no iban a requerir ninguna medida de seguridad 
ulterior en el caso de que fueran liberados? 


Obviamente, compartimos las razones humanitarias. 
Aquí no hay ninguna duda sobre lo que es la sensibilidad 
humana; lo que existe aquí son dudas sobre la 
seguridad de las sociedades, sobre todo con este tipo de 
flagelo. Por eso repudiamos sin ningún tipo de reserva 
el hecho de que estas personas hayan sido privadas 
de su libertad sin juicio y bajo condiciones violatorias 
de sus derechos humanos más básicos. Sin embargo, 
no podemos entregar la seguridad nacional e ignorar 
que, si eso sucedió y se mantuvo en el tiempo durante 
muchos años, fue por algunas razones en las que, 
entre otras, se argumentaba que tenían vinculaciones o 
relacionamientos cercanos —o más o menos cercanos— 
con la organización terrorista Al Qaeda. Como ustedes 
saben muy bien, sin juicio ni sentencias condenatorias 
es imposible determinar si eso era cierto o no, pero 
tampoco es cuestión de cerrar los ojos y abrir las puertas 
de nuestro país a personas que no sabemos qué grado 
de peligrosidad tienen, sobre todo teniendo en cuenta 
las características que revisten muchas de ellas por su 
modo de actuar, por sus creencias y por la violación 
sistemática de los derechos humanos que representa la 
organización a la que podrían estar vinculadas directa 
o indirectamente. 


Me limito a leer textualmente lo que dice el repor- 
te final de la Guantanamo Task Force: «Es importante 
destacar que la decisión de aprobar la transferencia 
de un preso no refleja que se haya resuelto que el 
detenido no plantea ninguna amenaza o no existen 
riesgos de reincidencia. Más bien la decisión refle- 
ja el mejor juicio predictivo de funcionarios guber- 
namentales de alto nivel». Como ven, ya ingresamos 
en el ámbito de la terminología diplomática —aquella 
en que todo lo que pueda decir no será dicho-, o la 
nueva terminología de lo no compromisorio; es todo 
aquello que conocemos, en el sentido de que cuando 
se va a decir algo, para no decirlo, se encuentra en la 
semántica una cantidad de recursos para divagar en 
la falta de conceptualidad clara. 


Continúo citando textualmente el informe: «Más 
bien, la decisión refleja el mejor juicio predictivo de 
funcionarios gubernamentales de alto nivel, con base 
en la información disponible, de que cualquier ame- 
naza planteada por el detenido puede ser mitigada a 
través de medidas de seguridad suficientemente via- 
bles y apropiadas en el país receptor». Esto es lo que 


CÁMARA DE SENADORES 


15-C.S. 


manifiesta el reporte de Guantánamo una vez más: 
que esto no quiere decir que no represente ninguna 
amenaza y que, por tanto, debe ser mitigada a través 
de medidas de seguridad suficientes. Si quedara algu- 
na duda, el informe aclara: «De hecho, todas las de- 
cisiones de transferencia fueron tomadas sujetas a la 
aplicación de medidas de seguridad adecuadas en el 
país receptor, y se discute extensamente con los paí- 
ses receptores sobre las medidas de seguridad antes 
de implementar cualquier transferencia». Entonces, 
la pregunta que me planteo es: ¿este informe es parte 
del acuerdo con el Gobierno de los Estados Unidos?, 
porque es parte del acuerdo con la Unión Europea. 


Luego de leer estos textos, obviamente me pre- 
gunto cómo puede el señor Ministro afirmar que —y 
ahora cito textualmente- «en ninguno de los casos se 
ha comprobado riesgo alguno desde ningún punto de 
vista», cuando los informes de los propios servicios 
norteamericanos indican lo contrario. 


De hecho, el informe final que vengo citando 
describe a la mayoría de los presos aprobados para 
transferencia como combatientes extranjeros de bajo 
nivel afiliados a Al Qaeda o a otros grupos operando 
en Afganistán. Y aclara que solo en el caso de un «pe- 
queño puñado» de los presos incluidos en la categoría 
«aprobado para transferencia», hay poca evidencia de 
que estuvieran involucrados con grupos terroristas. 


La pregunta que uno se hace y que, obviamente, 
también formula al Poder Ejecutivo, es la siguiente: un 
combatiente afiliado a Al Qaeda o a grupos similares, 
por más bajo nivel que tenga, ¿no es peligroso? ¿No 
simpatiza con los métodos terroristas de Al Qaeda? 
¿No sería capaz de realizar un ataque suicida, armar 
una bomba, o cualquiera de las abominaciones 
cometidas por esa organización terrorista? ¿No es esta 
suficiente prueba de que existen motivos fundados 
para considerar que cometieron actos contra la 
paz, contra la humanidad y contra los propósitos y 
principios de las Naciones Unidas? 


Insisto en mi pregunta —y quisiera que se respon- 
diera considerando individualmente a cada uno de 
los presos que se tiene intención de traer al Uruguay, 
a fin de hacer justicia a ese «pequeño puñado» —entre 
comillas- de presos contra los cuales no existe evi- 
dencia alguna de que sean terroristas-: consideran- 
do individualmente a cada uno de los presos que se 
tiene intención de traer a Uruguay, ¿existen motivos 
fundados para considerar que han cometido delitos 
contra la paz, de guerra o contra la humanidad; un 
grave delito común o actos contrarios a los propósitos 
de la Organización de Naciones Unidas, en el sentido 
del artículo 4.* de la Ley n.” 18076? 


También, en el propio ámbito de las negociaciones 
de los Estados Unidos, uno comienza a entender por 
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qué la Unión Europea en el Acuerdo de Schengen 
solo aceptó recibir a los presos que había encontrado 
inocentes —el preso inocente es el que se asimila al 
significado de «apto para la liberación»-, no admitió 
que se le transfiriera ninguno de las demás catego- 
rías, y aun así, supo que asumía riesgos importantes 
para su seguridad, por lo que impuso medidas de vi- 
gilancia, información compartida y restricciones a la 
circulación de estos presos. 


Ahora bien; ¿tiene lógica que en Uruguay suceda 
algo diferente? ¿Alguien puede pensar que aquí suce- 
derá algo diferente, por más que el Poder Ejecutivo se 
contradiga y niegue lo que al principio reconocieron 
tanto el Presidente de la República, como el señor 
Ministro del Interior? ¿Acaso el Gobierno cree que 
no sabemos leer estos temas, o que no tenemos estos 
antecedentes en la mano? ¡Si los propios documen- 
tos de los servicios americanos reconocen en forma 
expresa que se negocia extensamente con los países 
receptores las medidas de seguridad que serán imple- 
mentadas antes de realizar cualquier transferencia 
de presos! ¿Esto va a ser diferente? ¿O les pasamos la 
boleta por algún otro tema? 


Quiero que el señor Ministro me informe con 
transparencia si en sus negociaciones con el Gobierno 
americano se ha previsto que el Ministerio del Inte- 
rior lleve adelante algún tipo de vigilancia, control o 
seguimiento de estas personas. Y si la respuesta fue- 
ra negativa, deberemos preguntarnos: ¿alguien cree, 
sinceramente, que no lo harán los servicios de Inte- 
ligencia americanos, que al igual que los que funcio- 
nan en todos lados, no se caracterizan por ser omi- 
sos? Si vamos por Carrasco, podemos ver —entre otras 
cosas— quienes patrullan la zona. ¿Queremos tener a 
los servicios de Inteligencia americanos metidos acá, 
vigilando a nuestra gente? ¿No era esa la gran batalla 
que durante tantos años libró el Frente Amplio, contra 
el imperialismo entrando, descubriendo, husmeando, 
asesorando para torturar, y todo aquello que nosotros 
pensamos? ¿Cambiaron? ¿Acaso se cree que esto se 
arregla con una llamada telefónica, o simplemente con 
una sonrisa espontánea por una momentánea coinci- 
dencia sobre un tema puntual, que es más de interés 
del imperio que nuestro, más allá de que en el De- 
recho Internacional Humanitario nosotros somos los 
primeros que extendemos la mano a cualquiera? 


Por todo eso, pregunto también al señor Ministro: 
¿el Gobierno norteamericano ha ofrecido algún tipo 
de apoyo técnico o financiero, en consideración a la 
posible peligrosidad de estos presos, para someterlos 
a vigilancia? 


Otra interrogante —|y miren qué pregunta!-: ¿esas 
personas tendrán restricciones para circular dentro o 
fuera del territorio nacional? En un principio se ha- 
bló de que en un plazo de dos años no podrían salir 
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del territorio nacional. Esto es un poco parecido a 
sacar a un animal del zoológico de Villa Dolores y po- 
nerlo en el parque Lecocq; es un poquito más amplio, 
se puede entretener un rato más, es mucho mejor, 
pero igual está preso o detenido. Más allá del respeto 
por los derechos humanos o de las garantías que les 
establecemos, ¿nos transformamos nosotros en una 
cárcel ampliada de 187.000 kilómetros cuadrados? 


Por otro lado, ¿estuvo o está sobre la mesa de ne- 
gociación con Estados Unidos, que los servicios de 
nuestro país hagan algún tipo de vigilancia, control o 
seguimiento de estas personas en el Uruguay? 


Por las dudas, quiero dejar señalado que la Cons- 
titución de la República, en su artículo 22, prohíbe 
las pesquisas secretas; en su artículo 7.* garantiza el 
derecho a la libertad de todos los habitantes como 
un derecho fundamental del ser humano, que com- 
prende también la libertad de ingreso y salida del país 
sin restricciones, consagrada en el artículo 37 —ahora 
tenemos el acuerdo con Brasil-; por lo tanto, sería ile- 
gítima toda actividad de «vigilancia secreta», así como 
toda posibilidad de prohibir la salida del país de cual- 
quier persona, salvo que se encontrara sometida al 
debido proceso judicial en el Uruguay. En consecuen- 
cia, queda excluida toda posibilidad de que los presos 
sean vigilados, custodiados o limitados en su libertad 
de circulación, dentro y fuera del territorio nacional, 
y todo arreglo que en ese sentido estuviera haciendo 
el Gobierno nacional con el Gobierno norteamericano 
estaría violando nuestra Constitución y los derechos 
humanos fundamentales de estas personas. 


Como podrá pensarse, hay muchas otras cuestio- 
nes a examinar y no quiero extenderme demasiado 
en esta presentación inicial —por las dudas, advierto 
su carácter de inicial-, pero no puedo dejar de men- 
cionar la violación de un derecho humano tan básico 
como es el derecho a tener un juicio justo, la priva- 
ción de libertad de personas que no han sido someti- 
das a ninguna jurisdicción, y la posibilidad de recla- 
mar por ello. 


Es así que nos hacemos la siguiente pregunta: ¿es- 
tamos ante un gesto humanitario de otorgamiento de 
refugio a personas perseguidas, o estamos ante otra 
cosa? ¿Estamos ante una negociación de Gobierno a 
Gobierno, para prohibirles a personas regresar a sus 
países de nacionalidad o elegir libremente el que ellos 
quieran? ¿Qué es lo que prevalece acá? 


¿No estaremos convalidando -—iqué pregunta 
esta!- una actitud imperialista —obviamente, de todos 
los imperios, no de este en particular— de impedir a 
estas personas presentar sus reclamos ante el sistema 
judicial de Estados Unidos por haber estado presas 
y haber sido torturadas durante más de una década 
sin juicio ni sentencia que lo justificara? Tengamos 
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presente que por ahí hay una cláusula con Europa, 
donde parece que sobrevuela una determinada im- 
punidad. 


Por eso, pregunto: ¿han sido tomadas en cuenta 
las preferencias de cada detenido acerca de cuál po- 
dría ser su país de destino? ¿En qué condición jurí- 
dica —pregunto esto para analizar la cuestión en su 
conjunto, dado que no se trata solo del espíritu hu- 
manitario— quedarán estos presos respecto al Gobier- 
no de los Estados Unidos? ¿Acaso podremos decirles: 
«Vengan tranquilos pero —¡eso sí!- no vayan a recla- 
mar contra el Gobierno de los Estados Unidos»? ¿Los 
vamos a dejar libres para hacer un reclamo, o no? 
¿Los vamos a limitar, o no? 


A su vez, ¿podrán ellos ser objeto de futuras acu- 
saciones por parte de Estados Unidos o, por el Acuer- 
do, queda concluido que ese país no hará acusación 
alguna en el futuro? 


Y la gran pregunta es: ¿se permitirá que estas 
personas presenten reclamaciones contra los Esta- 
dos Unidos por los malos tratos sufridos y por haber 
estado privadas de libertad todos estos años sin juicio 
alguno? 


Señora Presidenta: Uruguay, que no tuvo arte ni 
parte en la lucha antiterrorista, que lejos está de ser 
un interlocutor de peso en el diseño de una estrategia 
de lucha contra el terrorismo, que no puede imponer 
ninguna condición al imperio más fuerte del mundo 
para que ajuste su accionar al Derecho Internacional 
vinculado con los derechos humanos y al Derecho In- 
ternacional Humanitario, que no carga con la culpa 
de pertenecer a una OTAN que autorizó vuelos con 
secuestrados adentro, que no cuenta con recursos 
para atender las exigencias de seguridad que conlleva 
tener a gente así dentro del territorio nacional, ¿va a 
argumentar, sin tener las debidas garantías respecto 
de la seguridad del país y de la región, que esto es, sim- 
plemente, una expresión humanitaria, incluso hasta 
ingenua? Podríamos compartirlo, sin lugar a dudas, 
pero aquí no estamos hablando de una expresión hu- 
manitaria de una simplicidad de tal naturaleza, que 
nadie pueda entender que nos estamos refiriendo —ni 
más ni menos- al hecho de que un Estado que violó 
los derechos humanos hace un Acuerdo con nosotros 
para que tengamos a determinadas personas, que no 
sé si actualmente están calificadas para ser transfe- 
ridas o no; si lo están, deberían tener seguridad —por 
decirlo así- o, por lo menos, deberían mitigarse las 
condiciones de inseguridad que ello podría traer apa- 
rejadas tanto en el país, como en la región. 


¿Por qué tenemos que trabajar sobre esta base en 
relación con los Estados Unidos? Lamento que no 
esté presente en Sala el señor Senador Lorier por- 
que, en este momento, estaría diciendo: «i¡Apoyado!». 
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Reitero: ¿por qué tenemos que trabajar sobre esta 
base en relación con los Estados Unidos, al margen 
de los intereses de seguridad de nuestros ciudadanos 
y sin tener la información adecuada y transparente 
por parte del Poder Ejecutivo en el Parlamento? 


¿Podemos crear las condiciones de todos estos 
temas? 


Aclaro que esto no es a cuenta, porque después 
de que el señor Ministro responda voy a insistir sobre 
otros aspectos. Aquí no se trata de una solicitud de li- 
cencia ni de una pensión graciable, sino de la seguri- 
dad, del terrorismo y de algunas de las cosas que hoy 
son parte de la nueva realidad de la globalización: el 
integrismo fanatista y el nacionalismo xenófobo. Hoy 
estas cosas tienen, en cada una de sus actividades, 
sus distintas expresiones. No es mi intención volver 
al pasado en esta materia; los señores Senadores sa- 
ben a qué me refiero cuando hablo de nacionalismo 
xenófobo, pues el Uruguay lo sufrió y cumplió con 
el Derecho Internacional y con los reclamos de otro 
Gobierno; a su vez, cuando aludo al integrismo faná- 
tico me refiero no solo al respeto que pueda tenerse 
por una religión, sino a que cuando en el ámbito de 
una religión se llega a tener la capacidad de quitar la 
vida a cualquier persona en actos terroristas, es un 
elemento a tener en cuenta para la seguridad del país 
y de la región. ¡Y esto no es algo nuevo! ¡Ya sucedió! 
Recordemos el atentado contra la AMIA, en el que 
estuvo involucrado el Embajador de Irán en el Uru- 
guay y un ciudadano residente durante diez años en 
la ciudad de Buenos Aires, que terminó siendo el que 
compró el auto que fue utilizado como coche bomba 
contra el edificio de la AMIA, cuyo conductor se sui- 
cidó, matando a todas esas personas inocentes. Esta 
es una información oficial que tengo de la República 
Argentina, de modo que no crean que mi relación con 
nuestros vecinos es tan mala; lo que sí es cierto es 
que tengo una enorme discrepancia sobre la manera 
como nos tratan, pero ese es otro tema. 


Señora Presidenta: el último grupo de interrogan- 
tes refiere al accionar de la Cancillería que, obvia- 
mente, tendría que haber advertido la magnitud de la 
complejidad de este tema. 


¿Cuándo fue informado el Ministerio de Relaciones 
Exteriores acerca de este pedido norteamericano? 


¿De qué manera y desde qué fecha participaron 
los servicios de la Cancillería —-sea del Palacio Santos 
o de la Embajada en Washington- en las negociacio- 
nes con el Gobierno americano? 


¿Qué tipo de asesoramiento en la materia han 
prestado los servicios profesionales de la Cancillería 
al Presidente de la República? 
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¿Es correcta la información que ha trascendido en 
el sentido de que las negociaciones con el Gobierno 
norteamericano fueron conducidas por el señor José 
González, quien desempeña funciones en el despa- 
cho del señor Ministro del Interior? En caso afirma- 
tivo, ¿el Ministerio de Relaciones Exteriores participó 
de alguna manera —obviamente, debe haberlo hecho- 
en las negociaciones desarrolladas por el señor Gon- 
zález con representantes del Gobierno de los Estados 
Unidos de América? 


Aquí lo fundamental es conocer la posición de la 
Cancillería, no solo desde el punto de vista del De- 
recho -que es muy importante, dado que el criterio 
jurídico y el Derecho son nuestro principal escudo-, 
sino también de la seguridad, en el complejo entra- 
mado que tenemos. 


Finalmente, ¿cómo continúan las negociaciones 
con el Gobierno norteamericano? 


A los efectos de no tener que insistir luego en 
otras cosas, pregunto si en este tema se consultó a la 
Unasur, dada la Declaración conjunta que se emitió 
sobre la lucha contra el terrorismo. ¿Se consultó a 
la Organización, o fue una decisión unilateral? ¿Qué 
respuesta se ha tenido de los otros Gobiernos de la 
Unasur? Recordemos que en materia de lucha con- 
tra el terrorismo existe una Declaración en la que se 
reitera que todas las disposiciones y las conductas de 
los Gobiernos deben ajustarse a la Convención de Na- 
ciones Unidas de 1951. 


Dejo planteadas todas estas dudas. Más allá del 
tema humanitario -que todos compartimos- y de todo 
aquello que nos preocupa en materia de seguridad 
jurídica, me inquieta también la seguridad regional, 
no solo por el compromiso que tenemos con la Una- 
sur -que seguramente no ha sido consultada, o, de 
haberlo sido, debería haber dado su opinión-, sino, 
además, por el impacto que pueda tener en este tema 
el último Tratado que aprobamos relativo a la libre 
circulación con Brasil. 


En suma, no conocemos las condiciones de todo 
esto y nuestra inquietud es particularmente jurídica, 
en la búsqueda de certidumbres y, sobre todo, de se- 
guridad. 


Señora Presidenta y señor Ministro: en materia de 
derechos humanos no cedemos la derecha a nadie. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Ministro de Relaciones Exteriores. 


SEÑOR MINISTRO.- Muchas gracias, señora Pre- 
sidenta. 
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Agradezco que se me brinde la oportunidad de 
comparecer ante el Senado para explicar este asunto 
que consideramos de fundamental importancia. 


Tal como hemos señalado siempre, creemos justo 
y necesario para la democracia el debate sobre todos 
los temas. Este, en particular, tiene un alto compo- 
nente humanitario y las decisiones que ha tomado 
el Gobierno están fundadas en criterios jurídicos y 
políticos. Es importante señalar que estos son los po- 
sicionamientos y decisiones que el Gobierno ha to- 
mado hasta ahora; este asunto dista bastante de estar 
cerrado dado que, como señalara en oportunidades 
anteriores, todavía se requiere una aprobación del 
Congreso de los Estados Unidos. Obviamente, a partir 
de ahí, habrá definiciones de nuestra parte respecto 
al mejor sistema jurídico de protección aplicable en 
este caso, pero no nos vamos a adelantar hasta no co- 
nocer la decisión del Gobierno de los Estados Unidos. 


Como señaláramos, entendemos que la Base Na- 
val de Guantánamo constituye una atrocidad para la 
humanidad, una situación permanente de violación 
de los derechos humanos de las personas allí ilegal- 
mente detenidas. En ese sentido, prácticamente no 
tiene precedentes lo que ha ocurrido y es una ver- 
gúenza para el mundo que este centro de detención 
continúe existiendo. De esos casi 800 detenidos, 600 
fueron liberados sin cargos, pero lo peor de todo es 
que aún permanecen allí 154 personas. 77 de ellas 
han pasado por el procedimiento de escrutinio de las 
agencias de Inteligencia estadounidenses y del propio 
Departamento de Defensa, quienes concluyeron que 
no representan un peligro para la seguridad nacional, 
y están esperando para regresar a su país o que otro 
país los reciba. Sin lugar a dudas, también está claro 
que Estados Unidos jamás dejaría libre a un presunto 
terrorista y menos a un terrorista. 


Es aberrante para todos que hayan sufrido más 
de diez años de prisión y torturas siendo inocentes y 
no teniendo otra culpa que haber estado en el lugar 
equivocado en el momento equivocado. 


Obviamente, también debemos señalar que Es- 
tados Unidos es absolutamente consciente de esa 
vergúenza y que -como señalara el señor Senador 
Abreu-— los candidatos en sus respectivas campañas 
electorales siempre se han comprometido a cerrar 
este centro de detención. Eso da una pauta del nivel 
de consenso que existe en los Estados Unidos sobre 
este tema. Son asuntos de costos, de legalidad, de de- 
rechos humanos y de derecho humanitario. 


La comunidad internacional entera ha denun- 
ciado reiteradamente la ilegalidad de este centro. Se 
han pronunciado en contra del mismo: la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, el Relator 
Especial de las Naciones Unidas sobre la Tortura, el 
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Relator Especial sobre la Promoción y Protección de 
los Derechos Humanos y las Libertades Fundamenta- 
les en la Lucha contra el Terrorismo, la Alta Comisio- 
nada de Naciones Unidas para Derechos Humanos, 
Amnistía Internacional, Human Rights Watch, la opi- 
nión pública, la Academia y la prensa internacional 
en general. 


Entonces, 600 prisioneros de Guantánamo ya 
fueron reubicados en más de cincuenta países. Para 
el reasentamiento de los aproximadamente 150 que 
permanecen allí, Estados Unidos ha solicitado la coo- 
peración de varios países y entre ellos se encuentra 
el nuestro. 


La República Oriental del Uruguay tiene como 
principal compromiso el respeto por los derechos hu- 
manos. Esto no es una opción sino una obligación ju- 
rídica, política y moral y, en ese sentido, hablamos de 
obligación jurídica. Insisto, la obligación jurídica fun- 
damental que tenemos es en cuanto al cumplimiento 
de los derechos humanos y la cooperación para resol- 
ver situaciones de este tipo. 


El señor Senador Abreu, señora Presidenta, nos 
hablaba de obligaciones jurídicas en ese sentido y al 
respecto creo que nos conviene referirnos a la Reso- 
lución n.” 2625 de la Asamblea General de las Na- 
ciones Unidas, que contiene una declaración relativa 
a los principios de derecho internacional referentes 
a las relaciones de amistad y a la cooperación entre 
los Estados, de conformidad con la Carta de las Na- 
ciones Unidas. Allí se habla de «La obligación de los 
Estados de cooperar entre sí, de conformidad con la 
Carta» y se establece que «Los Estados deben coope- 
rar para promover el respeto universal a los derechos 
humanos y a las libertades fundamentales de todos y 
la efectividad de tales derechos y libertades, y para 
eliminar todas las formas de discriminación racial 
y todas las formas de intolerancia religiosa». En ese 
sentido, esta resolución constituye un marco jurídico 
que, en materia de protección de derechos humanos, 
nuestro país considera fundamental en su aplicación. 


No podemos mirar para otro lado cuando estamos 
reclamando en este tema. Cuando reclamamos el cie- 
rre de la cárcel ilegal de Guantánamo también esta- 
mos dispuestos a asumir las responsabilidades en esta 
materia. No vamos a hablar simplemente y dejar las 
decisiones o la cooperación para resolver este tema 
en manos de otros cincuenta Estados, nada más, sino 
que asumiremos nuestra propia responsabilidad en 
congruencia absoluta con la historia de nuestro país, 
de recibir y recoger perseguidos políticos de distintas 
nacionalidades en diferentes circunstancias. 


Hace más de un siglo estábamos dispuestos a la 
protección de los derechos humanos y a recoger a 
aquellos que podían estar sufriendo privación o vio- 
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lación de los derechos humanos y que no estuvieran 
siendo protegidos adecuadamente. En esa historia, 
nosotros solamente podemos condenar las leyes res- 
trictivas que, lamentablemente, se impusieron en el 
período de la dictadura de Gabriel Terra, pero no po- 
demos hacer ninguna otra alusión, más que a una 
linealidad permanente de nuestro país para resolver 
estos asuntos. 


Con respecto a ciertos problemas que no existie- 
ron antes y que aparecen en el siglo XX, la estructura 
del Derecho Internacional Público debe trabajar para 
regularlos satisfactoriamente y para crear sistemas 
que sirvan para brindar procedimientos de protec- 
ción, lo que podemos alcanzar a través del esfuerzo 
conjunto de diplomáticos, políticos y doctrinos de alto 
nivel. 


Para esto se hace referencia a la protección de 
los derechos humanos como una de las ramas del 
Derecho Internacional Público que requiere de esa 
discusión, a nivel doctrinario y gubernamental, que 
permita arribar a paradigmas cada vez más eficientes 
y adaptados a la realidad actual. 


La situación jurídica de los detenidos en la cárcel 
de Guantánamo, señora Presidenta, está claramente 
vinculada a este tema. Es un caso en que la historia y 
el Derecho Internacional Público tienen que resolver 
en función de los niveles de cooperación que puedan 
existir entre nuestros países, pero fundamentalmen- 
te debe haber un compromiso claro e ineludible de 
proteger los derechos humanos de cada uno de los 
individuos, de todos los que puedan estar detenidos 
ilegalmente sin haber visto un juez, un fiscal, y sin 
haber recibido una acusación en más de 10 años. 


El Derecho Internacional y la protección interna- 
cional de los derechos humanos incluyen diferentes 
figuras —a las que nosotros hemos hecho referencia 
en oportunidades anteriores- como la asistencia hu- 
manitaria, que se genera a partir de la obligación de 
los Estados prevista tanto en la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos como en el Pacto Interna- 
cional de Derechos Civiles y Políticos en torno a la 
obligación de respetar, garantizar y promover los de- 
rechos individuales a la vida, la libertad y la dignidad 
de los seres humanos. 


Las figuras de protección humanitaria más cono- 
cidas son el refugio y el asilo territorial. El derecho de 
pedir asilo aparece directamente contemplado en el 
artículo citado por el señor Senador Abreu, de la De- 
claración Universal de los Derechos Humanos, y ha 
sido objeto de diversos convenios intergubernamenta- 
les y bilaterales, principalmente en nuestra región la- 
tinoamericana, donde tenemos suficientes elementos 
jurídicos como para recoger las mejores soluciones. 
Las organizaciones internacionales que en este caso 
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trabajan para la asistencia y protección humanitaria 
son: el Comité Internacional de la Cruz Roja, a nivel 
no gubernamental, y el Alto Comisionado de las Na- 
ciones Unidas para los Refugiados -ACNUR-, en la 
órbita intergubernamental. 


El caso que nos ocupa debe ser evaluado en ese 
contexto. Uruguay recibiría hasta seis personas al 
amparo del instituto de la protección humanitaria del 
sistema internacional de protección de los derechos 
humanos, que forma parte de nuestro acervo jurídi- 
co y adquiere carácter constitucional de acuerdo al 
primer artículo de la Sección II, Derechos, Deberes 
y Garantías, de la Constitución de la República. Se 
trata, también, de un imperativo constitucional. 


De acuerdo con la teoría del doctor Barbagelata, 
el bloque de la constitucionalidad de los derechos hu- 
manos determinado por los artículos 72 y 332 de la 
Carta Magna -cita a la que nosotros hacemos refe- 
rencia— representa la superación de la antigua y ne- 
gativa disputa entre monismo y dualismo, y ha abier- 
to el camino hacia el reconocimiento de un derecho 
humano supralegal y supraconstitucional que, según 
se ha señalado, ya no es meramente derecho inter- 
no o internacional, sino universal. Concretamente, el 
artículo 72 dice. «La enumeración de derechos, debe- 
res y garantías hecha por la Constitución, no excluye 
los otros que son inherentes a la personalidad huma- 
na o se derivan de la forma republicana de gobier- 
no». Y el artículo 332 establece: «Los preceptos de la 
presente Constitución que reconocen derechos a los 
individuos, así como los que atribuyen facultades e 
imponen deberes a las autoridades públicas, no de- 
jarán de aplicarse por falta de la reglamentación res- 
pectiva, sino que esta será suplida, recurriendo a los 
fundamentos de leyes análogas, a los principios gene- 
rales de derecho y a las doctrinas generalmente admi- 
tidas». Asimismo, la Resolución 2625 de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas —a la que también 
hemos hecho referencia— establece los principios de 
Derecho Internacional relativos a las relaciones de 
amistad y a la cooperación entre los Estados, de con- 
formidad con la Carta de las Naciones Unidas. Debe- 
mos, entonces, promover el pleno respeto universal 
de los derechos humanos. 


En virtud del precepto constitucional y de las 
normas internacionales citadas, nuestro país tiene la 
obligación de cooperar con la promoción y el respeto 
de los derechos humanos y de las libertades funda- 
mentales. En consecuencia, tiene ese deber respecto 
a los individuos detenidos ilegalmente en Guantána- 
mo. Uruguay tiene la imperiosa obligación de hacer 
frente a la injusta situación que están viviendo esas 
personas, para las que hoy el camino de salida —en 
función de una solicitud formulada por el Gobierno 
de los Estados Unidos, si se logran las aprobaciones 
correspondientes de acuerdo con los procedimientos 


CÁMARA DE SENADORES 


29 de abril de 2014 


en ese país y a los nuestros, conforme a nuestras obli- 
gaciones internacionales y a la legalidad interna- es 
radicarse en nuestro país. 


Se nos ha pedido una cooperación en esta situa- 
ción pero, incluso, podemos estar por encima de dicha 
solicitud; en el marco de las disposiciones internacio- 
nales en materia de protección universal de derechos 
humanos y, en términos generales, de la protección 
humanitaria, queremos encontrar la mejor solución 
para estas personas privadas ilegalmente de su liber- 
tad. La protección humanitaria incluye el estatuto de 
los refugiados como una de las formas de protección 
de aquellas personas que, por un temor fundado de 
persecución, no puedan o no quieran regresar a su 
país de origen. Las seis personas de las que estamos 
hablando -y lo hemos señalado anteriormente- se 
incluyen en esa categoría, ya que se ha comprobado 
que no pueden regresar a su país de origen por razo- 
nes de persecución política. Basado en este argumen- 
to, el señor Presidente de la República se ha referido 
a la posibilidad de aplicar este instituto, pero ello co- 
rresponde a las instancias institucionales que están 
a cargo de determinar y otorgar el refugio. Cualquier 
cosa que digamos en este momento significaría pre- 
juzgar sobre esa eventualidad de que tuvieran o no 
la calidad de refugiados; como señalara, debe haber 
un pronunciamiento de la autoridad en la materia: la 
Comisión de Refugiados, creada por la Ley n.” 18076. 
Las personas en cuestión podrán solicitar refugio una 
vez que arriben a territorio nacional y la Comisión de 
Refugiados -CORE- evaluará si es procedente o no 
concederlo. 


Es vital tener claro que, aun si no calificaran den- 
tro de esta categoría, el instituto de la protección hu- 
manitaria subsiste y la cooperación del sistema de las 
Naciones Unidas en la reinserción de estas personas 
también puede operar. Debemos aclarar, también, que 
en ese sentido el propio ACNUR se ha pronunciado 
favorablemente respecto a la posibilidad de Uruguay 
de acoger a estas personas. Incluso, por ejemplo, en 
El Salvador ya hay dos personas liberadas de Guantá- 
namo a las que se les ha otorgado el instituto del re- 
fugio. Por este camino también tenemos la posibilidad 
jurídica de otorgar la protección correspondiente. 


Por otra parte, si la CORE decidiera que este ins- 
tituto no es aplicable en esta ocasión, todavía queda 
más Derecho por aplicar. De hecho, el artículo 1. de 
la Ley n.? 18250, relativa a la migración, establece: 
«El Estado uruguayo reconoce como derecho inalie- 
nable de las personas migrantes y sus familiares sin 
perjuicio de su situación migratoria, el derecho a la 
migración, el derecho a la reunificación familiar, al 
debido proceso y acceso a la justicia, así como a la 
igualdad de derechos con los nacionales, sin distin- 
ción alguna por motivos de sexo, raza, color, idioma, 
religión o convicción, opinión política o de otra ín- 
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dole, origen nacional, étnico o social, nacionalidad, 
edad, situación económica, patrimonio, estado civil, 
nacimiento o cualquier otra condición». El artículo 
4.2 de la misma ley dice: «El Estado uruguayo garan- 
tizará a las personas migrantes los derechos y privi- 
legios que acuerden las leyes de la República y los 
instrumentos internacionales ratificados por el país». 


A nuestro juicio, y como también lo señala ACNUR, 
en aquellos casos en los que las circunstancias no se 
adecuan a la elegibilidad prevista en las convenciones 
sobre refugio —Convención de 1951 y su Protocolo 
de 1967-, la protección internacional debe ser com- 
plementaria. Las directrices recopiladas de ACNUR 
sobre formas complementarias de protección reco- 
nocen el término «protección complementaria» uti- 
lizado para referirse a la amplia gama de mecanis- 
mos adoptados por los Estados para complementar la 
protección otorgada en virtud de la Convención de 
1955, en especial para ampliar la protección a aque- 
llas personas que aún no reúnan los criterios de los 
artículos 1 y 2 de la Convención, que se encuentren 
fuera de su país de nacionalidad o residencia habitual 
y no se hallen en condiciones de regresar a él debido 
a la persecución o amenaza a su vida, integridad físi- 
ca, etcétera. 


Señora Presidenta, desde 1999, la Asamblea Ge- 
neral proclamaba que la protección compete funda- 
mentalmente a los Estados y que la mejor forma de 
ponerla en práctica es la cooperación eficaz entre 
los Estados y el ACNUR y otras organizaciones in- 
ternacionales y partes pertinentes, en un espíritu de 
solidaridad y reparto de la carga entre todos los paí- 
ses. Asimismo, reconoce que la Convención de 1951 
representa solamente un punto de partida para las 
medidas de protección y que es necesario comple- 
mentarla con otros mecanismos, especialmente con 
respecto a personas que huyen de una violencia in- 
discriminada que no se basa solamente en la perse- 
cución. 


Se ha reconocido la legislación interna de nume- 
rosos países mediante fórmulas, como las denomina- 
das: situación humanitaria, situación de hecho, per- 
miso excepcional de residencia, entre otras. 


Finalmente, solicita evitar la aplicación excesiva- 
mente restrictiva de los tratados vigentes en materia 
de refugiados —concepto fundamental y que ha sus- 
citado importantes problemas de protección recono- 
cidos por ACNUR- y aplicar de manera uniforme, 
liberal y positiva los instrumentos vigentes relativos 
a los mismos. 


Vemos cómo la comunidad internacional alienta y 
necesita que se continúen brindando, desde las legis- 
laciones internas de los Estados, soluciones que per- 
mitan contemplar situaciones que puedan no estar 


CÁMARA DE SENADORES 


21-C.S. 


previstas en el Derecho Internacional y, más impor- 
tante aún, proteger la vida de las personas en situa- 
ciones de alta vulnerabilidad. 


Considero todavía más pertinente destacar el in- 
forme del Relator Especial de la Asamblea General 
sobre promoción y protección de los derechos huma- 
nos y las libertades fundamentales en la lucha contra 
el terrorismo. 


Ya hemos señalado que el párrafo 60 de este infor- 
me reconoce a aquellos países que se han manifesta- 
do dispuestos a reasentar a personas procedentes de 
la bahía de Guantánamo y recalca la responsabilidad 
de los Estados Unidos de encontrar soluciones para 
los detenidos que necesitan protección internacional; 
y a fin de posibilitar este proceso insta a su Gobierno 
a cooperar plenamente con ACNUR para que se pue- 
da cumplir con este mandato. 


Asimismo, el párrafo 62 acoge con agrado las in- 
dicaciones de otros Estados que están dispuestos a 
reasentar a personas detenidas por causales relacio- 
nadas con el terrorismo, pero contra las que no se 
hayan incoado procesos penales. 


En el párrafo 64 del mismo informe, se reconoce 
que pueden existir razones humanitarias válidas para 
reasentar también a quienes hayan sido detenidos 
por causales relacionadas con el terrorismo y a los 
que no se reconozca por derecho propio la condición 
de refugiado o la posibilidad de otra forma de protec- 
ción internacional. 


A fin de resolver la situación de esas personas, los 
Estados que practican la detención —y otros también— 
tienen que incluirlas en sus programas de reasenta- 
miento. En opinión del Relator Especial, la Alta Co- 
misionada para los Derechos Humanos puede estar 
en buena condición para facilitar este reasentamien- 
to humanitario mediante sus buenos oficios. 


En Uruguay, hemos recurrido a la comunidad in- 
ternacional, a la Alta Comisionada para los Derechos 
Humanos y a ACNUR para tratar y evaluar este tema, 
y tanto en las reuniones mantenidas como en los co- 
municados hechos públicos, los informes han sido 
extraordinariamente positivos. 


Con referencia a la posibilidad concreta de rea- 
sentar a estas seis personas en Uruguay bajo medidas 
de protección complementaria, es necesario advertir 
que ellos también podrían ingresar como inmigran- 
tes regulares, en las condiciones establecidas por la 
ley nacional, y ampararse en el artículo 44 de la Ley 
n.? 18250, que dice: «Asimismo, se podrá autorizar 
el ingreso condicional al país de las personas que no 
reúnan los requisitos establecidos en la presente ley 
y su reglamentación, cuando existan razones excep- 
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cionales de índole humanitaria, interés público o en 
cumplimiento de compromisos internacionales». 


El artículo 83 de esa misma ley, agrega: «Las dis- 
posiciones de la presente ley en lo que refiere a la 
admisión, ingreso y permanencia de las personas ex- 
tranjeras al territorio nacional, deberán interpretar- 
se y aplicarse de modo compatible con el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, el Derecho 
Internacional Humanitario [...]». 


En consecuencia, con estas disposiciones también 
tendríamos derecho aplicable para recibir, amparar 
e incluso exceptuar del cumplimiento de requisitos 
regulares a las personas detenidas en Guantánamo, 
que viajarían a Uruguay en calidad de migrantes. 
Estas disposiciones nacionales, señora Presidenta, 
procuran algo que no podemos soslayar: el más ple- 
no compromiso y la más plena responsabilidad, que 
llevan a la obligación de Uruguay de recibir, amparar 
e incluso exceptuar —tal como señaláramos- a estas 
personas. 


El Gobierno del que formo parte jamás permitiría 
que entraran a nuestro país individuos que 
representen un riesgo para la seguridad nacional. 
Hemos analizado esta solicitud de cooperación a 
la luz del Derecho Internacional Humanitario, del 
Derecho Internacional y de los Derechos Humanos, 
pero también hemos considerado especialmente los 
antecedentes de estas personas. Hemos recabado 
antecedentes, no solamente en ámbitos regionales, 
sino también fuera de la región, a los efectos de 
conocer cabalmente la clase de riesgo que presentan 
para la sociedad en general. Y luego de recibir los 
informes de diferentes organismos de Inteligencia, 
podemos decir que no se trata de terroristas, ni 
siquiera de delincuentes comunes, por lo que, de 
acuerdo con estos antecedentes, no ofrecen riesgo 
alguno para nuestra sociedad. 


El mecanismo para consolidar la venida de estas 
personas ilegalmente detenidas es objeto de conver- 
saciones entre los dos países. No existe todavía un 
mecanismo cerrado al respecto; simplemente toma- 
remos ese elemento para negociar, luego de que co- 
nozcamos la aprobación del Congreso de los Estados 
Unidos para la transferencia de estas personas. 


No es oportuno brindar más información sobre 
ellas y esto se debe, fundamentalmente, a una cues- 
tión que hemos manejado con anterioridad. Nuestra 
decisión no solo se basa en lo que tiene que ver con 
la Ley de Derecho al Refugio y a los Refugiados, que 
refiere a la confidencialidad —no sabemos si even- 
tualmente puede ser aplicable o no, pero en ese caso 
también tenemos que ser cuidadosos en cuanto a la 
información a suministrar—, sino además con la Ley 
de Derecho de Acceso a la Información Pública. El 
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artículo 9.” de esta ley, referido a la información re- 
servada, dice en su literal B que podrá clasificarse así 
aquella que pueda: «Menoscabar la conducción de las 
negociaciones o bien de las relaciones internaciona- 
les, incluida aquella información que otros estados 
u organismos internacionales entreguen con carácter 
de reservado al Estado uruguayo». 


He citado esta norma con precisión porque es 
una norma de carácter positivo, destinada a prote- 
ger el interés nacional en temas que puedan afec- 
tarlo en estas negociaciones —todavía en curso con 
el Gobierno de Estados Unidos—, en las que quedan 
temas pendientes por cerrar; no me he amparado en 
ella para omitir informar al Parlamento. En efecto, 
en esta ocasión —-como en otras anteriores—, he pro- 
porcionado una amplia información que responde a 
las inquietudes planteadas respecto a la seguridad, al 
riesgo que estas personas implican, así como a otras 
cuestiones; pero, definitivamente, hay consideracio- 
nes vinculadas a las mismas, que no consideramos 
que corresponda divulgar. 


Hemos participado en estas negociaciones desde 
el principio. El señor José González, inmediatamente 
luego de ser requerido por el Presidente de la Repú- 
blica, se nos apersonó para ponernos al tanto de toda 
la situación, tal como fuera planteada por el Gobierno 
de los Estados Unidos. El señor González no ha esta- 
do a cargo de las negociaciones con aquel Gobierno, 
sino específicamente a cargo de una misión que tenía 
por objetivo fundamental mantener las entrevistas 
personales con las personas que habían sido seña- 
ladas como con posibilidad de ser transferidas, para 
tener un conocimiento personal, directo e inmediato 
de ellas y de sus circunstancias. 


Entendimos que esto correspondía al Ministerio 
del Interior. Específicamente, el asesor del Minis- 
tro trabajó con mucha profesionalidad, teniendo en 
cuenta hasta las últimas variables y detalles que era 
necesario contemplar a la hora de tomar una decisión 
sobre este tema. Correspondió al Ministerio del Inte- 
rior y al señor José González recabar los antecedentes 
que podían existir de estas personas en los servicios 
públicos y de Inteligencia de otros países. Precisa- 
mente, fueron consultados países de la región, pero 
también países europeos, los que en general coin- 
cidieron con la calificación de riesgo bajo —mínimo, 
podríamos decir— que presentara el señor Senador 
Abreu, de las personas que, eventualmente, podrían 
venir a Uruguay. 


Tenemos convicciones profundas en materia de 
derechos humanos y de temas humanitarios, pero las 
hemos combinado con los conocimientos técnicos y 
en materia de seguridad que resultaban insoslayables 
para tomar medidas en este caso. 
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No tenemos ningún acuerdo de intercambio de 
prisioneros con Estados Unidos. Una vez se levan- 
ten las restricciones de libertad que fueran impuestas 
por Estados Unidos sobre estas personas —si esta es 
la única posibilidad de salida que tienen y si, final- 
mente, se aprueba-—, serían en nuestro país hombres 
libres, con las restricciones o el marco jurídico que 
pueden tener las leyes de refugio o de migración, a las 
que hemos hecho referencia. 


Consideramos todos los aspectos de naturaleza 
sensible que tiene este asunto y hemos recabado la 
información necesaria a través de las instituciones 
nacionales correspondientes. Entonces, señora Pre- 
sidenta, me estoy refiriendo a aspectos que se rela- 
cionan con el desarrollo de una iniciativa que partió 
de Estados Unidos y que obtuvo una respuesta uru- 
guaya, y a las condiciones en las que la aceptaríamos. 
Nosotros no haríamos ninguna vigilancia ni acepta- 
ríamos la de ningún otro Estado sobre esas personas. 


Estas motivaciones humanitarias las hemos com- 
plementado con las imprescindibles cuestiones de se- 
guridad nacional. 


Siempre hemos tenido presentes, también, las 
condiciones en las que podíamos y debíamos infor- 
mar a este Cuerpo. El Ministerio de Relaciones Ex- 
teriores siempre estuvo abierto, señora Presidenta, a 
presentarse -como lo hizo- en la Comisión de Asun- 
tos Internacionales para explicar este asunto, y hoy, 
con el mismo fin, concurre al Senado; nunca hemos 
puesto ninguna cortapisa ni hemos faltado a la trans- 
parencia que nos caracteriza para presentar estos te- 
mas. No obstante, hemos acotado la información a 
aquellas condiciones que, obviamente, nos permite la 
ley; y, en este caso, la sensibilidad de esta negociación 
internacional hace que algo de esa información toda- 
vía tengamos que manejarla con carácter reservado, 
hasta tanto se hayan concretado las posibilidades de 
acuerdo con Estados Unidos para la presencia de es- 
tas personas en Uruguay. 


Hemos recabado información y en todos los casos 
constatamos que estas personas no tienen antece- 
dentes penales ni de participación en organizaciones 
terroristas; en este sentido, podemos hacer referen- 
cia a muchos de los informes que se han confeccio- 
nado hasta ahora. 


Para aclarar algunos puntos presentados por el se- 
ñor Senador Abreu, señora Presidenta, debemos de- 
cir que las seis personas fueron evaluadas para trans- 
ferencia o liberación, y fueron consideradas elegibles 
para su liberación, de acuerdo con la información 
que oficialmente se nos alcanzara. Según esa misma 
información, tampoco se pudo probar jamás vínculos 
con asociación terrorista alguna; estamos hablando 
de personas que huían de sus países de origen por 
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persecución política y que fueron secuestradas en un 
tercer país. Se revisó minuciosamente la información 
respecto a estas personas, se comprobó que no repre- 
sentaban riesgo y, como señalara, fueron aprobadas 
para su liberación con riesgo mínimo. En doce años 
no hubo pruebas de ninguna clase de la Justicia civil 
ni de la militar de Estados Unidos, y por eso tampoco 
van a ese país. 


Uruguay, específicamente, nunca habló de trans- 
ferencia de prisioneros, sino de liberación, porque 
habiendo sido evaluados por cinco agencias de Inte- 
ligencia de diferentes países, no se encontró riesgo 
alguno ni vinculación con organizaciones terroristas. 
Entonces, estas personas son aptas para la liberación, 
de acuerdo con la información que nos fuera sumi- 
nistrada. 


Las fichas con información fueron entregadas 
por los diferentes servicios de Inteligencia y, reitero, 
no existió en ningún momento prueba ni semiplena 
prueba para procesar a estas personas y, por lo tanto, 
quedan en condiciones de ser liberadas en algún te- 
rritorio. Hemos sido muy claros al respecto: no habrá 
para estas personas ningún impedimento ni restric- 
ción jurídica, más que aquellas que establecen las 
leyes migratorias en el Uruguay, o los institutos de 
asistencia humanitaria o de refugio a los que puedan 
acogerse. 


A su vez, quiero poner en conocimiento del señor 
Senador Abreu que no estamos hablando de aquellas 
filtraciones de WikiLeaks o de los informes del año 
2008. Estos son informes actualizados, en los que Es- 
tados Unidos hace referencia a la presente situación 
de estos prisioneros detenidos ilegalmente. Para no- 
sotros, las fichas de un centro de detención ilegítimo 
como Guantánamo —al que el propio señor Senador 
Abreu no reconoce ninguna validez como centro de 
detención— tampoco es una referencia; sí lo son estos 
informes de las cinco agencias de Inteligencia que 
hemos mencionado. 


De acuerdo con informaciones que han formulado 
expertos en derechos humanos, en Guantánamo 
solamente un 8 % de los 700 presos pertenecieron a Al 
Qaeda. Por eso, cuando nos referimos a la detención 
de personas de manera ilegal por no estar vinculadas 
a organizaciones terroristas, estamos hablando de 
una situación de violación de derechos humanos. 


El señor Senador Abreu ha analizado con mucho 
detalle un informe que ya no está vigente. Nosotros 
podemos tener nuestra propia opinión de los infor- 
mes de WikiLeaks, que no constituyen fuente oficial 
de Estados Unidos sino que, por el contrario, existe 
negación respecto a su contenido. Obviamente, en 
este caso hemos hecho especiales esfuerzos por ase- 
gurarnos los informes de las agencias de Inteligencia 
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correspondientes, es decir, de las que pueden tener 
competencia sobre estos temas. 


Algunos de los ciudadanos chinos a los que ha he- 
cho referencia el señor Senador Abreu, por ejemplo, 
ya fueron recibidos en las islas Bermudas. 


No nos corresponde en esta ocasión, señora Presi- 
denta, hacer un juicio de valor sobre la política ame- 
ricana y sus documentos, pero sí recibir la informa- 
ción oficial, respecto de la cual se hace responsable 
el Gobierno de Estados Unidos y también nosotros. 


Respecto a los países de la Unión Europea que 
han recibido presos ilegales de Guantánamo, tenemos 
que decir que la Unión Europa ha suscrito un Acuer- 
do Marco —al que hizo referencia el señor Senador 
Abreu-— que consiste en que a cada Estado le corres- 
ponde la decisión soberana de aceptar o no a exde- 
tenidos. Todos los Estados que adhieren al espacio 
Schengen pueden ser informados de las decisiones 
tomadas al respecto. Ese Acuerdo Marco habilita a 
cada uno de los países de la Unión Europea y uste- 
des saben que hay varios que han recibido prisioneros 
ilegales de Guantánamo. Incluso, Suecia recibió a un 
connacional, porque el camino que se encontró para 
liberarlo fue hacer que retornara a su país. Los presos 
que el Uruguay va a traer son, fundamentalmente, de 
países que padecen una situación de conflicto inter- 
no o de guerra civil y son susceptibles de persecución 
al regresar, por lo cual no es posible que retornen a 
esos países. 


También hemos señalado que, de acuerdo con los 
informes reservados que nuestro país ha recibido de 
las agencias de Inteligencia —de ahí la aplicación de la 
ley de información pública—, no hay nada que vincule 
a estas personas con ataques a Estados Unidos o a 
países aliados. Para ninguna de estas personas hay 
una observación o una reserva al respecto y eso es lo 
que nosotros tenemos en cuenta especialmente. 


Entendemos que hemos sido claros sobre las con- 
diciones de riesgo que estas personas presentan de 
acuerdo con la información recibida y con respecto a 
que no van ser sometidas a pesquisas secretas. Sobre 
ese tema Uruguay ha sido muy claro: no habrá nin- 
guna forma de vigilancia ni monitoreo y ni siquiera 
tendrán que presentarse a una comisaría cada quin- 
ce días, porque eso no forma parte del acuerdo con 
los Estados Unidos; la contención, si es necesaria, 
se dará desde el punto de vista social. Reitero que 
en nuestro país no es admisible una pesquisa de este 
tipo. Eso forma parte sustancial, es el nudo gordiano 
de nuestra contrapropuesta a los Estados Unidos. 


Nosotros consideramos que ninguna protección 
humanitaria es ingenua; lo hemos hecho tomando los 
recaudos que debíamos tomar, consultando a los ser- 
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vicios que podían tener la mejor información sobre 
estas personas. 


Por otra parte, en esta reciente gira que realiza- 
mos por Medio Oriente, pedimos el apoyo específi- 
co de países islámicos que tienen programas para la 
reinserción social de ex-presos de Guantánamo o de 
alguna persona que en algún momento pudiera ha- 
ber estado vinculada a una organización terrorista. 
En ese sentido, también trabajaremos con gobiernos 
amigos para darles a estas personas un marco de con- 
tención social adecuado, que les permita su mejor in- 
serción en un ámbito social normal. 


Debemos decir que los gobiernos que hemos vi- 
sitado han aceptado nuestras propuestas, entre ellos 
el de Arabia Saudita, que es el país que más ha de- 
sarrollado proyectos de reinserción social para estas 
personas. Hemos puesto los criterios jurídicos sobre 
la mesa para proponer las mejores soluciones, que en 
definitiva serán las que adoptaremos. 


SEÑOR ROSADILLA.- ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador. 


SEÑOR ROSADILLA.- Gracias, señora Presidenta 
y señor Ministro. 


He seguido con mucha atención, como correspon- 
de, el desarrollo de la sesión, y solo voy a hacer refe- 
rencia a un elemento presentado por el señor Senador 
Abreu, relativo a los riesgos que podría implicar que 
estas personas vinieran al Uruguay. Para manifestar 
esa preocupación mencionaba diversos documentos 
de los Estados Unidos y, sin ánimo de menoscabar la 
importancia que ellos puedan tener, quiero decir que 
debemos ser muy cuidadosos y entender el marco de 
cierto descontrol de las calificaciones que los Estados 
Unidos han hecho sobre muchísimos ciudadanos en 
el mundo. 


Hace pocos años —-y aún es así-, en ocasión de 
tener que viajar a los Estados Unidos, fui declarado 
terrorista por parte de ese país. La respuesta formal 
que me dio la Embajada ante la negativa a conceder- 
me la visa era que yo estaba —si mal no recuerdo- 
en el capítulo 212 A y 212 B de su ley antiterrorista. 
Me puede fallar la memoria, pero de todas maneras 
los documentos existen. Ese hecho no implicaba so- 
lamente la negativa para quien habla, sino para las 
dos líneas ascendentes y descendentes, o sea que si 
mi abuelita María y el viejo José hubieran estado vi- 
vos tampoco podrían viajar allí, como no lo pueden 
hacer —porque esa norma está firme y esa negativa 
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solamente se me levantó por mi responsabilidad insti- 
tucional en el año 2010- mis hijos y mis nietos. En el 
caso de mis nietos les daría un poco la razón, porque 
¡hay que aguantarlos! 


(Hilaridad). 


—Además, no me extrañaría que después del fuerte 
alegato antiimperialista que el señor Senador Abreu 
hizo hoy y el fuerte compromiso que adoptó contra el 
imperialismo, mañana se encontrara en una lista que 
lo catalogara de la misma forma. Por lo tanto, hay que 
relativizar los informes que vienen de allá y ponerlos 
en un cierto marco, porque aunque puedan ser com- 
prensibles y en parte hasta justificables después de lo 
que sucedió en el año 2002, no dejan de extrañarnos. 


Gracias, señora Presidenta y señor Ministro. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el se- 
ñor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- El señor Senador Abreu 
también preguntó si hemos informado a los países de 
la Unasur. Efectivamente, en reiteradas ocasiones les 
hemos comunicado cuál era el estado de situación. 
Como es obvio, no hay mayor actualización que hacer, 
dado que luego de recibir los informes de las agencias, 
de haber levantado los antecedentes, de haber hecho 
las entrevistas personales y de poner las condiciones 
que para nosotros son fundamentales en la propuesta 
de acuerdo con los Estados Unidos, el tema está en la 
cancha de aquel país, y este deberá determinar si, en 
base a las condiciones planteadas por Uruguay, estos 
prisioneros ilegalmente detenidos pueden ser trans- 
feridos a nuestro país. Con todos los países mantene- 
mos un nivel de consulta permanente, para que estén 
al tanto de la evolución de este asunto. 


No he consultado acerca de la documentación a 
expedir, pero creo que será la que corresponda otor- 
gar de acuerdo con el régimen en el cual ingresen a 
nuestro país. 


El tema de la reunificación familiar también es un 
elemento fundamental para nosotros, señora Presi- 
denta, y en ese sentido trabajaremos para que estas 
personas puedan estar acompañadas por sus familias 
en nuestro país. 


Como todos saben, el señor Presidente de la Re- 
pública siente una inmensa responsabilidad y preocu- 
pación por este tema. En el día de ayer, en el Consejo 
de Ministros, cuando hacíamos referencia a los asun- 
tos vinculados a nuestra Cartera, específicamente a 
la gira por Medio Oriente, hicimos un alto para co- 
mentar lo relativo a nuestra visita al campo de refu- 
giados de Za'atri en Jordania. Allí viven unos 134.000 
refugiados sirios y casi la cuarta parte de ellos son 
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niños menores de ocho años, algunos de los cuales 
están solos, y muchos otros junto a su madre, que 
quedó viuda. En los pocos intercambios que tuve al 
recorrer ese campo encontré varios casos. 


De acuerdo con la instrucción dada por el señor 
Presidente, comenzaremos a trabajar con ACNUR 
para que, siguiendo un viejo principio artiguista en 
el sentido de dar prioridad a las viudas con hijos, 
aquellos que tengan interés en venir a nuestro país 
para acogerse al beneficio de un reasentamiento de 
refugiados, puedan hacerlo. Creo que ese es un com- 
promiso real y va en la misma línea en que hemos 
venido trabajando durante todo este tiempo. Vamos 
a continuar haciéndolo, con consultas permanentes 
y, por nuestra parte, tendremos la mayor apertura. 
A medida que vayamos tomando decisiones en rela- 
ción con este caso, las daremos a conocer a todo el 
Poder Legislativo. Ese es un imperativo que siempre 
nos hemos planteado. Además, si el tema ingresa a la 
CORE, es decir, la Comisión para los Refugiados, que 
el año que viene, incluso, estará presidida por algún 
integrante de este Parlamento, todos los Legisladores 
podrán acceder a la información sobre estos asuntos. 
De todos modos, nosotros siempre estamos dispues- 
tos a ampliar los datos sobre estos temas y otros que 
puedan ser de interés de los señores Senadores. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador Abreu para realizar una última interven- 
ción antes de abrir la lista de oradores. 


SEÑOR ABREU.- Señora Presidenta: confieso 
que ahora estoy un poco confundido porque, franca- 
mente, he escuchado explicaciones que ya se habían 
dado en la Cámara de Representantes. 


Quedó claro que no existe ningún deber jurídico 
del Estado de recibir a estas personas; debe coope- 
rar, pero eso no quiere decir que tenga que recibir- 
los, porque de lo contrario, los Estados europeos que 
recibieron a los presos de Guantánamo cumplieron 
con ese deber y los que no lo hicieron están en falta. 
Por lo tanto, no existe el deber de recibir, sino el de 
cooperar y ese es otro tema. 


Además, en lo que tiene que ver con la coopera- 
ción en derechos humanos, uno puede tener varios 
puntos de vista. Una cosa es la cooperación y otra es 
no tener los debidos resguardos, no ya para la protec- 
ción de los derechos humanos sino para la seguridad 
del país. 


Lo cierto es que tengo una cantidad de preguntas, 
entre otras cosas porque el señor Ministro sabe que 
la Comisión Interministerial, luego de la Presidencia 
del señor Obama, quedó integrada por autoridades de 
todos los departamentos de Estados Unidos y no se 
siguieron las clasificaciones que utilizó el señor Pre- 
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sidente Bush en la primera aproximación que hizo a 
los riesgos alto, medio y bajo. 


Y en el final de este tema, quiero hacer hincapié 
en que lo que realmente se tiene en cuenta aquí es 
la información de esa directriz —por decirlo de alguna 
manera-— o definición, que es la que establece quiénes 
son aptos para la liberación y para la transferencia. 
Quizás haya cambiado el criterio y las autoridades de 
Estados Unidos se hayan convencido de que ya no 
existen riesgos tan fuertes, pero salvo los diecisiete 
presos chinos de origen uigur, todos los que todavía 
estaban en Guantánamo en enero de 2010 podían re- 
presentar un riesgo para la seguridad. Además, estas 
personas no fueron consideradas aptas para ser libe- 
radas, sino que debían ser transferidas porque toda- 
vía representaban algún riesgo. 


La verdad es que no sé quién cambió de criterio 
y si ahora en Estados Unidos se considera que estas 
personas están aptas para ser liberadas, pero en rea- 
lidad, en la directiva se establece claramente quiénes 
están aptos para la liberación. Nosotros queremos sa- 
ber qué riesgos estamos asumiendo con respecto a 
este tema. 


Lo cierto es que no sabemos quiénes son estas 
personas, cuáles son sus antecedentes y qué es lo que 
está en juego. No estamos hablando del tema de Es- 
tados Unidos; dejemos de lado nuestra posición por- 
que no es la primera vez que la expresamos y deten- 
gámonos en el hecho de que aquí estamos hablando 
de la seguridad, ya que están involucradas personas 
que, como dice la propia Carta del 51, con la sola 
presunción pueden generar sospecha de que existe 
un riesgo. Además, el tema de la seguridad no tiene 
que ver con la seguridad política interna, sino con la 
internacional, porque estamos hablando de terroris- 
mo internacional. 


Más allá de quiénes puedan ser liberados o dete- 
nidos y de todos los procesos que se llevaron a cabo, 
la última declaración de la Administración Obama no 
clasifica a ningún otro preso como apto para ser libe- 
rado, más allá de los diecisiete chinos uigures. Enton- 
ces, ¿cambió el criterio? ¿Los que vendrán a nuestro 
país serán los chinos? Si vienen, ¿cuál será el grado 
de resistencia que tengamos? En realidad, aquí no 
están en peligro su seguridad y su vida y parecería 
que el único criterio para juzgar es que no son reci- 
bidos en su país de origen, donde se los reclama por 
otros temas. Incluso, se ha dicho que algunos de estos 
presos están condenados a muerte, entre otras cosas 
por haber participado en actividades terroristas. La 
verdad es que no lo sabemos. No estamos pidiendo 
que el Poder Ejecutivo diga sus nombres porque no se 
trata de hacerle una tomografía a cada uno, pero en 
un tema vinculado a la seguridad, los antecedentes 
son muy importantes. 
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A su vez, no he escuchado que países como Brasil, 
Argentina, Ecuador o Venezuela aceptaran recibir a 
estos presos; nosotros lo vamos a hacer, pero ¿sobre 
qué base? Ni siquiera tenemos la visión de pregun- 
tarle a la Unasur, cuando existe la Resolución n.* 09 
que obliga al Gobierno y a todos los países a trabajar 
en conjunto contra el terrorismo. 


Primero escuché decir que estas personas ven- 
drían a nuestro país por dos años, luego se dijo que 
no; también se señaló que podrían salir del país y lue- 
go se dijo que no; se manifestó que podrían estar en 
libertad y ahora la posición del señor Ministro es que 
llegarían en un régimen de inmigración. Ahora bien, 
si se hace de esta forma, ¿para qué vamos a hacer 
un acuerdo con los Estados Unidos si pueden venir 
como vulgares ciudadanos? Si les abren las puertas 
de Guantánamo, simplemente piden un permiso de 
inmigración e ingresan al Uruguay. ¿Qué acuerdo te- 
nemos que hacer con los Estados Unidos? Por otro 
lado, me pregunto si el Poder Ejecutivo no está en 
condiciones de pensar que para hacer esto se nece- 
sita una ley, de la misma forma que se precisó en el 
Congreso americano. ¿Por qué el Congreso america- 
no tiene que aprobarlo y nosotros no? ¿Por qué entre 
un Estado y una comunidad se aprobó un acuerdo es- 
pecial y se firmó un tratado internacional y nosotros 
vamos a manejarnos en esta oscuridad? Nos pueden 
decir: «No; parecería que ahora el Poder Ejecutivo se 
enteró de que Estados Unidos cambió de criterio: ya 
no son aptos para la transferencia, son aptos para la 
liberación». Ni siquiera conocemos los antecedentes 
de las personas y lo que se maneja. 


Además, señora Presidenta y señor Ministro, es un 
tema muy importante, porque estamos hablando de 
un flagelo internacional que no lo vivimos de afuera, 
sino muy de cerca. Estamos hablando de gente que 
tiene una determinada instrucción. Más allá de las 
distintas responsabilidades, hay que ser muy exigente 
en esto: el que siguió o sigue lo que fue el proceso de 
la AMIA sabrá que el más inocente, el más disimula- 
do, fue el más «carnicero» del acto: vivió en Argentina 
varios años, compró un auto, hizo todo lo que tenía 
que hacer, nadie lo tenía visto y nosotros nos entera- 
mos cuando estaba involucrado el Embajador de Irán 
en el Uruguay. ¡El Embajador de Irán en el Uruguay! 
Además, hoy día el Gobierno argentino —i¡nuestro gran 
amigo argentino, la señora Cristina!- está requirién- 
dolos y pasándolos a la Justicia internacional; está 
pidiendo que vayan a declarar quienes fueron los au- 
tores de un atentado terrorista, que fue un gobierno 
¡un gobierno!-, no un grupo de terroristas aislados. 


Digo esto, señora Presidenta, por una preocupa- 
ción de seguridad, porque uno vio la forma en que 
España aceptó, la forma en que se manejó con los 
etarras. Cuando pide su extradición por terroristas, 
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lo hace a través de la Justicia, y siempre mantuvo esa 
misma condición. 


Entonces, nosotros tenemos que tener en cuenta, 
como país, que una cosa es la cooperación, y otra cosa 
es no tener las condiciones profundas y la informa- 
ción adecuada en el Parlamento o en los dirigentes 
políticos, por lo menos en consulta con el Presidente 
de la República, que nos dijera: «Miren: yo tengo esta 
situación; solamente hay un señor González que, con 
otras 15 personas, fue con las instrucciones». 


Tengo todo —no voy a abundar en comentarios-: 
la forma en que habló, qué dijo, en dónde estuvie- 
ron, dónde paró, cómo durmió; y miren que la Inte- 
ligencia americana no me da nada. Justamente, tam- 
bién quiero aclarar que la Embajadora de los Estados 
Unidos me llamó y le dije: «Señora, icon usted no 
tengo nada que hablar! Usted tiene que hablar con 
el Gobierno uruguayo, que representa a un país; yo 
no hago terapia con Embajadores en forma aislada». 
Así que todo lo que la Embajadora de Estados Unidos 
pueda conversar con nosotros, lo debe hacer con el 
Gobierno; icon los demás, no! Y si el Gobierno quiere 
conversar con los dirigentes políticos del Parlamento, 
el Presidente, por lo menos, los llama y les dice: «Mi- 
ren, estoy en estas condiciones». ¡Pero no que apa- 
rezca esta situación filtrada en una información en 
Estados Unidos, de la que se enteran —como leí en la 
versión taquigráfica— cuando se trasladaban en auto! 


Además, ACNUR aparece después de todo esto; 
apenas les felicita por alguna cosa, pero no ha dado 
ningún tipo de admisión. Obviamente, si es el siste- 
ma del refugio, pues tendrá que haber un pronuncia- 
miento de ACNUR dentro de la reserva y con las cláu- 
sulas de confidencialidad correspondientes. ¡Pero en 
el Parlamento no podemos estar en las oscuridades! 
¡No me importan los nombres, pero sí que, por lo me- 
nos, se digan los antecedentes de cada uno! Si no, 
más allá de este acuerdo político —ipolítico!- con el 
Gobierno de los Estados Unidos, después vamos a 
tener lo mismo que tuvimos —ojalá que no-: una in- 
certidumbre, pues se nos dice que los que estaban 
clasificados para transferencia, hoy lo están para la 
liberación. ¿Qué explicación dio el Gobierno de los 
Estados Unidos? ¡Ojo!, porque los que están clasi- 
ficados para transferencia —es decir, sometidos a se- 
guridad- no son los clasificados por Bush, sino por la 
nueva Comisión —que hizo toda la clasificación; que 
dejó exceptuados a los 17 chinos-, y hoy parecería 
que está cambiando el criterio y dice que son aptos 
para la liberación. Entonces, ¿cuál es el criterio? ¿Se 
puede dar la explicación, señor Ministro, de por qué 
cambiaron? ¿Encontraron nuevas pruebas? ¿No en- 
contraron pruebas? ¿Quién cambió? ¿El Gobierno de 
los Estados Unidos? ¿La Comisión? ¿Qué categoría 
tienen claramente? ¿No estaban en la de transferi- 
bles? ¿Por qué pasaron a la de liberación? ¿Cuál es 
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el argumento que utilizan los propios Estados Unidos 
para decir «están en liberación»? Porque tampoco va- 
mos a hacer el favor a los Estados Unidos de sacarle 
de arriba a una cantidad de gente a la que tiene vio- 
lando sus derechos humanos. ¡Total, le cambian el 
criterio y la mandan a nuestro territorio! Se trata de 
personas de las que después tendremos que averiguar 
qué tipo de riesgo representan o de qué manera se 
conectan con el fundamentalismo que se tiene en el 
manejo de este tipo de terrorismo. 


A mí me preocupa, señora Presidenta —lo digo con 
total franqueza-, la imprecisión jurídica, la superposi- 
ción de declaraciones de todo tipo, las rectificaciones, 
las contradicciones, los dos años, si salen o no, en qué 
condiciones vienen —ahora parece que podría ser la 
inmigratoria—, si van a ser refugiados o no, y que ade- 
más de todo esto el Gobierno uruguayo se entere —o, 
mejor dicho, se entere la comunidad internacional- 
por la filtración del comentario de un periodista que 
salió de Guantánamo y no por una información oficial 
que tenemos que manejar de la forma más adecuada. 
Estamos hablando de riesgos del terrorismo, no de 
riesgos de otra naturaleza. En el caso de Uruguay, 
inada tiene que ver el tema humanitario! Somos hu- 
manitarios con todos los que tienen derecho a recibir 
la protección, incluso con el concepto flexible, pero 
tenemos que saber cuáles son los antecedentes de 
esas personas y cómo están clasificadas. 


El señor Ministro dijo: «No; no son los nombres 
que se manejaron al principio». Pero entonces, ¿es- 
tamos mandando a Santa Teresa de Calcuta, que nos 
equivocamos ahora? Es un tema de altísima sensibi- 
lidad para la seguridad, ya no nacional sino regional. 
¿Van a venir como inmigrados? Y entonces, ¿qué? 
¿Van a aplicar el Tratado con Brasil y van a cruzar ha- 
cia allí como si nada? ¿No van a seguirlos? ¿No van a 
vigilarlos? ¿Les dicen «vengan tranquilos» y no van a 
darles un respaldo adecuado, teniendo en cuenta que 
hay un sistema de ONG para respaldarlos? ¿Dónde 
van a vivir? ¿Cómo va a ser? Es decir, ¿cuál es el gra- 
do de convivencia social que pueden tener personas, 
más allá de todos sus derechos violados, que están 
totalmente aparte de esto? Ya vimos que hubo gente 
que tuvo una actitud terrorista y ni siquiera pensába- 
mos que podía tenerla, como pasó en Uruguay con el 
proceso de la AMIA y todas las experiencias habidas 
desde acá y desde allá. 


¡Estamos hablando de temas muy serios, muy 
graves! ¡No es un problema político de ideología, 
sino de vida, de estilo, de cómo respetamos la vida 
o no! Entonces, si vamos a respetar la vida, también 
tenemos que respetar las precauciones: si ahora estas 
personas están en el concepto de «liberados», cambió 
el criterio. Por eso, pregunto al señor Ministro si 
cambió el criterio y ahora son aptas para la liberación. 
¡Muy bien! Si es así, quiero saber cuáles fueron los 
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fundamentos que dio el Gobierno de los Estados 
Unidos para cambiar ese criterio. ¿Descubrió que 
jugaban a la bolita en vez de tirar bombas en los 
supermercados? 


No tengo nada en contra de los temas de los de- 
rechos humanos; al contrario: tengo contra el terro- 
rismo, contra la violencia, contra todo aquel que no 
respeta la voluntad ajena, que no tolera. Yo puedo 
tolerar todas las ideas, pero no a las personas que no 
toleran a los demás, sea por razones políticas o reli- 
giosas. Precisamente, ¡la tolerancia es el modelo que 
debemos tener para respetar nuestra institucionali- 
dad, señora Presidenta! ¡No podemos asumir riesgos 
sin la debida certeza y menos aún que al sistema po- 
lítico, ante el comentario «quisiera saber qué criterio 
se tuvo», se le diga «no podemos decir nada porque 
están amparados en el criterio tal y cual»! Pero, ¿a 
qué estamos jugando acá? ¿Estamos jugando a temas 
importantes? ¿Vamos a tratar de defender la seguri- 
dad del país o no? Y ahora, con una presunción ab- 
soluta, me dicen: «No se preocupe, clasificaron con 
cierta flexibilidad a los que vienen; se trata de islá- 
micos que oran tres veces por día, pero nunca hubo 
la menor posibilidad de que se suicidaran y llevaran 
consigo a una cantidad de inocentes, como sucede 
en forma permanente». ¿Esa es la preocupación que 
tenemos? ¿No se trata de los derechos humanos que 
todos defendemos? ¡Están en juego los derechos hu- 
manos y la seguridad del Uruguay, así como los de- 
rechos humanos de la región! ¡No es que podamos 
negociar con los Estados Unidos por querer sacarles 
el peso de arriba de su violación de los derechos hu- 
manos! ¡Que se arreglen los Estados Unidos con sus 
socios europeos, que fueron los que, sistemáticamen- 
te y con su complicidad, violaron todo! ¡Nosotros no 
tuvimos nada que ver, señora Presidenta! ¡Y ahora 
venimos a sacarle las castañas del fuego al Gobierno 
de los Estados Unidos de la mano del Frente Amplio! 
¡¿Pero estamos todos locos?! ¡Estamos todos locos! 


VARIOS SEÑORES SENADORES.- ¡No, señor 
Presidente! 


SEÑOR ABREU.- ¡Resulta que ahora este Parla- 
mento tiene que ser un Parlamento de señoritas, no 
se puede levantar la voz! 


Lo voy a decir sin adjetivos: estamos todos locos, 
en una enorme hipocresía política, porque esto no 
camina. Yo prefiero que me traigan presos, los que 
son objeto de violación de los derechos humanos en 
otros países en los que se manejan amistades, y no 
que se adopte el criterio exclusivo de algunos que 
tienen derecho a ser protegidos en sus derechos 
humanos. El Uruguay también tiene el derecho 
a autoprotegerse por seguridad y por la forma de 
incorporar estos temas. 
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La cuestión es la coherencia; algunos la tienen y 
otros no y aquí el terrorismo es uno solo. El terroris- 
mo ha sido la peor forma de expresión de la relación 
del país en tiempos en que vivían las instituciones, en 
tiempos en que fueron derrocadas por los militares 
y en tiempos en los que otros países siguen creando 
condiciones de intolerancia, pero aquí los derechos 
humanos están primero, pero lo están para la seguri- 
dad de país, para respetar los derechos de los demás. 


Yo no quiero correr el riesgo de que se repita lo 
que sucedió con la AMIA —vuelvo a decirlo, porque 
hubo información que manejamos en aquel momento 
y que después nos suministró el Gobierno argentino 
hace muy poco tiempo-, algo absolutamente terrorífi- 
co, terrorífico por la forma en que se manejó el tema 
y terrorífico por la manera en que se fueron creando 
las condiciones para que se pudiera permitir un acto 
de esa naturaleza. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR ABREU.- Mi preocupación es que ya nada 
más me queda claro. ¿En qué condiciones vienen? 
¿Son aptos para la liberación, aptos para la transfe- 
rencia? 


Por otro lado, ¿cuál es el acuerdo que tenemos con 
los Estados Unidos? ¿Qué tiene que ver ACNUR en 
todo esto? Si algo tiene que ver, será para el refu- 
giado, pero no para el inmigrado. Además, si vienen 
por inmigración, será por una ley conjunta, sola y sin 
ningún tipo de restricción. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR ABREU.- Con mucho gusto se la voy a dar 
luego de tener el tiempo suficiente para terminar mi 
concepto. 


Si nosotros tenemos que ver con estos temas es a 
través de la seguridad jurídica, de la paz, del respeto 
de los derechos humanos, pero no acompañando, de 
manera forzada, un acuerdo con un gobierno y po- 
niendo en peligro al país porque no sabemos —dado 
que el Gobierno no informa- quiénes son las perso- 
nas ni cuáles son sus antecedentes. Aquí se produce 
un cruzamiento que me parece importante y que te- 
nemos que analizar. 


Podemos hablar de los derechos humanos y rela- 
cionarlos con muchos aspectos. El propio señor Pre- 
sidente de la República, cuando recibió a las Damas 
de Blanco, dijo: «A mí no me gustan los gobiernos de 
partido único». Lo comparto totalmente, aunque no 
sé si el resto de su Gobierno también lo hace. Reitero 
que el señor Presidente dijo en aquella oportunidad: 
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«A mí no me gustan los gobiernos de partido único». 
¡Muy bien! Entonces, si los gobiernos de partido úni- 
co son los que ejercen la autoridad, la conclusión es: 
len tantos lugares se violan los derechos humanos! 
Y ahora nosotros, con el tema del terrorismo, vamos 
a buscar una excepción para lavar los trapos sucios 
a los Estados Unidos. Yo puedo ayudarlos, pero no 
de esta forma, en que nos transfieren los riesgos y 
hasta nos mienten, eventualmente, sobre la peligro- 
sidad que pueda tener esta gente. Me parece que no 
es la mejor actitud, no me gusta y lamentablemen- 
te no tengo las cosas claras. Yo acompañaría todas 
las medidas de defensa de los derechos humanos en 
cualquier lado, pero con la transparencia suficiente 
para no creer que nos manejamos con criterios que 
no conocemos o con canchas flechadas. 


Me pidió una interrupción el señor Senador Mi- 
chelini y, como corresponde cada vez que la solicita 
en momentos en que hago uso de la palabra, se la 
concedo con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señora Presidenta: el se- 
ñor Senador Abreu hace un razonamiento que de- 
bemos seguir para ver adónde nos conduce, porque 
como Senador de la República nos está advirtiendo 
de ciertos peligros. 


Él dice: «Está muy bien actuar con respecto al 
tema de los derechos humanos y a su defensa siem- 
pre que no pongamos en tela de juicio la seguridad 
del Estado uruguayo, y por lo tanto la seguridad de 
todos los ciudadanos de nuestro país». Hay que seguir 
y desarrollar ese razonamiento de tal manera que 
cualquier acción del Gobierno no genere un debilita- 
miento de nuestra seguridad. 


Ahora bien, yo no llego a las mismas conclusio- 
nes, porque si Uruguay está en la mira del terrorismo 
internacional, seguirá estándolo pese a acciones de 
este tipo. En su oportunidad, Argentina no hizo nada 
con respecto al tema de Guantánamo y ocurrió lo de 
la AMIA. Nuestro país no está exento de que un día 
le pueda pasar algo; creo que una cosa no está ligada 
a la otra. No veo por qué una acción humanitaria del 
Uruguay nos va a poner más o menos en la mira de 
ciertos grupos terroristas del mundo. 


Sinceramente, creo que en el Uruguay hay una 
larga tradición —que también vivimos cuando hubo 
dictadura— de velar por los derechos humanos, inde- 
pendientemente de lo que hayan hecho las personas. 
Hay una situación en Guantánamo que es inacepta- 
ble. ¡¿El Uruguay puede ayudar?! ¡Sí! ¡¿Con eso de- 
bilita su seguridad?! ¡No! Porque debemos cuidar y 
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vigilar su seguridad de manera independientemente 
de las acciones humanitarias. 


¿Habla bien de nosotros, aunque seamos un país 
de pequeñas dimensiones —no pequeño de espíritu-—, 
que actuemos para solucionar problemas en el mun- 
do? ¡Sí! Por supuesto que este problema no lo crea- 
mos nosotros, pero actuamos en consecuencia. Uru- 
guay tuvo mucho que ver, por ejemplo, en la creación 
del Estado de Israel y tampoco ese lío lo habíamos 
creado nosotros. No nos desentendimos. Nuestra tra- 
dición no es ser indiferentes a lo que pasa en el mun- 
do; nuestra tradición no es aislarnos, sino que nues- 
tra tradición es, en la medida de lo posible, ayudar a 
que el mundo sea mejor. Si el Uruguay se preocupa 
de que en una circunstancia dada no haya violaciones 
de los derechos humanos, ¡en hora buena! ¡Por su- 
puesto que hay violaciones en muchos países! Ojalá 
pudiéramos ayudar en todos. En este caso podemos ir 
por el buen camino. ¿Por qué no hacerlo? ¿Por temor 
a estar en la mira? ¡Podemos estar en la mira ya hoy 
sin tomar este tipo de acciones! 


¿El Canciller no debe actuar? ¿El Presidente no 
debe actuar? ¡No parece lógico que ahora estemos en 
el mundo con temor! Por supuesto, está muy bien que 
la oposición pregunte todo lo que hay que hacer y el 
Canciller contestará todo lo que sea posible aunque, 
por supuesto, no dará nombres, pero el Uruguay tiene 
que retomar sus viejas tradiciones que fueron creadas 
por blancos y colorados. ¡No estoy arropándonos con 
algo que viene de la historia del país! ¿Por qué ahora 
vamos a desconocer esas tradiciones? ¿Acaso porque 
alguna de esas personas cometió hechos indignos? 
¿Eso está probado? ¿Hay un juez que lo demostró? 
¿Se generaron las circunstancias del debido proceso? 
¡Nada de eso existió! Y, que yo sepa, toda persona 
es inocente hasta que se demuestre lo contrario. ¡El 
Uruguay debe estar a la altura de las circunstancias! 
¡El Uruguay debe estar a la altura de sus tradiciones! 
Todo lo que podamos hacer por ello va en el buen ca- 
mino. No hay incompatibilidad entre seguridad y ve- 
lar porque Uruguay colabore en mejorar este mundo 
y en que se respeten los derechos humanos. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el 
miembro interpelante, señor Senador Abreu. 


SEÑOR ABREU.- Esto es para que no crean que 
uno se enoja en forma alternada: creo que el señor 
Senador Michelini no sintonizó parte de lo yo que es- 
taba diciendo. Me hacer acordar al caso de un cata- 
lán, muy orgulloso, que viajaba a Madrid en el tren 
bala: en la única parada que había, se bajó, comió 
unas tapas, se distrajo un momento y se volvió a subir 
al tren, pero al que iba en sentido contrario, es decir, 
al que volvía a Barcelona. Entonces le preguntó al que 
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iba a su lado: «Oiga, ¿usted a dónde va?». La persona 
contestó: «Voy a Barcelona, ¿y usted?». Él respondió: 
«Voy a Madrid. ¡Lo que es la tecnología: vamos para 
lados distintos en el mismo tren!». En este caso pasa 
lo mismo con el señor Senador Michelini: está yendo 
para lados distintos en el mismo tren. ¿Por qué? Por- 
que el tema del que estamos hablando es muy serio y 
no se trata simplemente de nuestra tradición. No sé 
si conocen a Mauricio Rosencof, quien explicó que 
estos terroristas eran referentes, que vendrán a ver- 
los, que tendrán atractivos alrededor de ellos. Y él se 
preguntaba: «¿Queremos traer eso acá? ¿Queremos 
ser el país seguro donde puedan operar?» Trasmito 
estas palabras porque seguramente el señor Rosencof 
los conoce más que yo. 


Por otro lado, lo que señalaba el señor Senador a 
quien concedí la interrupción —lo expreso así para no 
hacer alusiones— no tiene nada que ver con la tradi- 
ción del Uruguay. Como hijo de inmigrantes de pri- 
mera generación puedo hablar de la generosidad que 
tiene el Uruguay para abrir las fronteras a todo el que 
quiera. No es un problema de derechos humanos, ni 
de la generosidad del país, ni de la historia de blan- 
cos, colorados o frenteamplistas; no es un tema de 
derechos humanos en el sentido de la protección o el 
desconocimiento, sino que es un tema de seguridad. 
Precisamente, el tema seguridad es el que nos va a 
obligar a analizar cada una de las circunstancias por- 
que vamos a traer a estos referentes, a gente de esta 
naturaleza; creo que eso nos va a ocasionar enormes 
dificultades. 


Voy a hacer un comentario muy incómodo, pero es 
lo que uno ha vivido. ¿Quién de los señores Senadores 
no estuvo presente en los sucesos del hospital Filtro? 
La mayoría. ¿Qué era lo que allí se estaba haciendo? 
Se estaba cumpliendo con un pedido de extradición 
de un gobierno extranjero, socialista, que solicitaba 
que extraditáramos a etarras que eran terroristas. 
¿Qué hicimos? Cumplimos con la ley y los mandamos 
como correspondía. No todos entendieron lo mismo 
pues algunos pensaban que había que resistir nada 
menos que el viaje de esta gente que estaba requerida 
por un gobierno, cumpliendo con el Derecho y noso- 
tros haciéndolo respetar, porque para eso esperamos 
que la Suprema Corte de Justicia se expidiera. Repito 
que no todos pensaban lo mismo porque en el suceso 
del hospital Filtro algunos dirigentes políticos estaban 
respaldando a personas sobre quienes recaía un pe- 
dido de extradición —por ser terroristas— por parte de 
otro país que incluso tenía un Gobierno que les era 
afín políticamente. 


Acá el tema es el Derecho. Los derechos humanos 
se protegen desde el Derecho y no desde la solidari- 
dad casual ni desde las circunstancias en que se van 
encontrando coincidencias puntuales. Los derechos 
humanos son para todos; no solo son «izquierdos hu- 
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manos», son los derechos humanos y en este caso los 
que queremos proteger refieren a la seguridad de to- 
dos los uruguayos frente a gente que, quizá, no está 
calificada para poder convivir con ellos porque tiene 
otra cultura, una manera distinta de ver las cosas o 
en la que se ha educado, con la creencia, de pronto, 
de que la puerta del Paraíso está abierta cuando vuele 
con una bomba en un supermercado. Ese es el tema y 
esas son las garantías que debemos tener. No se trata 
de decir «pobrecito», porque ahora no podemos po- 
ner como ejemplo aquí el tema humanitario; el ejem- 
plo humanitario lo tenemos en todos lados y no en 
que hay que ayudar a los Estados Unidos para que 
se saque ese peso de arriba o, mejor dicho, que hay 
que ayudar a estas personas porque están en una de- 
terminada situación. ¡Claro que están! Pero el señor 
Ministro todavía no contestó quién cambió el criterio 
de si son aptos para la transferencia o aptos para la 
liberación; no era ninguno, salvo los diecisiete chinos 
uigures que estaban calificados para la liberación. 
Entonces, eso cambió. 


Por otro lado, tampoco creo que el Uruguay esté 
en la mira; eso no me preocupa. Nuestro país tiene 
que estar siempre en la mira por respetar el Derecho, 
por ser respetuoso y respetable, por ser un país que 
está más allá de cualquier tipo de afinidad política o 
ideológica. El principal escudo de los países chicos 
es cuando rige la norma jurídica, no solo por conve- 
niencia, sino por principios. Y no es un problema de 
dar la espalda a los derechos humanos; es dar la es- 
palda a quienes no ofrecen las debidas garantías para 
que el país tenga los niveles de seguridad adecuados 
y respetar así los derechos humanos de los uruguayos 
y de los ciudadanos de la región. Ese es el motivo de 
nuestra preocupación. 


Señora Presidenta: con todo respeto digo que hace 
pocos días el señor Presidente de la República expre- 
saba que no podemos quedarnos «acoquinados en la 
leguleyería»; después dijo que es por dos años; luego 
manifestó que iban a ser libres, que venían en una 
condición y ahora se dice que pueden venir en otra. 
Lo único que les pido es que se pongan de acuerdo y 
simplemente me digan qué concepto y qué instituto 
jurídico vamos a manejar. Que no se diga que hay 
una confidencialidad que no podemos compartir —por 
lo menos en criterios— porque de lo que estamos ha- 
blando es de la seguridad del país. Está muy bien que 
defendamos los derechos humanos pero, ¿a quién va- 
mos a importar? ¿Cómo sabemos qué antecedentes 
tiene una persona que dice que lo van a esperar siete 
vírgenes en el cielo si es capaz de matar setecientas 
personas con una bomba? ¿Qué hacemos con eso? 
Estas cosas no las inventamos, y no se trata de que 
estemos en la mira de nadie. Vamos a estar en la mira 
cuando digan: «El Uruguay respeta el Derecho In- 
ternacional. El Uruguay respeta las condiciones en 
que se obliga. El Uruguay se hace respetar en el Mer- 
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cosur y fuera del Mercosur. El Uruguay respeta los 
derechos humanos en todos lados». Esto es lo que me 
parece importante. 


Por eso, señora Presidenta, quedo más confuso; 
seguramente debe atribuirse a mis propias limitacio- 
nes. Sin embargo, estos temas los hemos vivido, los 
hemos compartido, sabemos las ramificaciones que 
tienen y cuáles son los elementos que después ter- 
minan repercutiendo sobre la sociedad uruguaya y, 
sobre todo, en la forma en que interpretamos la to- 
lerancia. Ese es el supremo valor que debemos pro- 
teger: la tolerancia, que no es para unos, sino que es 
para todos. 


Es por esa razón que quedo en esa constructiva 
nebulosa que espero que en algún momento se pueda 
descubrir con mayor información, no para ponernos 
en contra, sino para saber a dónde vamos. No pode- 
mos descubrir a la mitad del camino que el que ma- 
neja el ómnibus no tiene licencia de conducir. Esa es 
nuestra gran preocupación. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Ministro de Relaciones Exteriores. 


SEÑOR MINISTRO.- Señora Presidenta: tenemos 
que decir que agradecemos el reconocimiento del se- 
ñor Senador por nuestra coherencia en este tema 
dado que, palabras más, palabras menos, hemos sido 
muy lineales respecto al informe que presentáramos 
en la Comisión de Asuntos Internacionales de la Cá- 
mara de Representantes y a la que asistieron algu- 
nos señores Senadores. Bueno sería que viniéramos 
a este ámbito a decir algo completamente diferente. 
Decimos y reiteramos lo mismo: tenemos una lineali- 
dad en lo que venimos haciendo. Esa linealidad tiene 
que ver con no dejar ningún margen de confusión; 
¡ninguno! 


Hemos sido muy claros desde el principio en 
cuanto a que tenemos abiertas determinadas vías a 
seguir por caminos jurídicos que tienen que ver con 
el Derecho aplicable. Ninguna de las variables de De- 
recho aplicable ha sido refutada por el miembro in- 
terpelante, señor Senador Abreu. Las tres que hemos 
puesto sobre la mesa -—la asistencia humanitaria, el 
instituto del refugio y, específicamente, la aplicación 
de nuestra ley migratoria— se mantienen en toda su 
dimensión jurídica como instrumentos válidos para 
ser aplicados cuando llegue el momento. Pero es una 
decisión que no vamos a tomar ahora, porque no ten- 
dría sentido hacerlo. Hoy debemos analizar un caso 
que está planteado, pero no tenemos todavía la garan- 
tía siquiera de que el Congreso de los Estados Unidos 
apruebe la transferencia de estas seis personas. Esta- 
mos hablando de algo que todavía no terminó, de una 
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negociación que está en curso; no la podemos dar por 
terminada ni era ese el objetivo. Nuestro objetivo era 
informar sobre estas tres líneas jurídicas, ninguna de 
las cuales ha sido refutada. Y cada una de ellas es 
muy clara. Hay una normativa específica, que hemos 
detallado a los efectos de poder ilustrar mejor cuáles 
son las referencias directas, desde el punto de vista 
del Derecho, que van a ser fundamentales para la de- 
cisión que vamos a tomar. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Pasquet). 


—Por otra parte, queremos reiterar que, evalua- 
das estas personas por cinco agencias de Inteligencia 
de diferentes países, no se encontró riesgo alguno ni 
vinculación con organizaciones terroristas. De acuer- 
do con esos informes, son personas aptas para la libe- 
ración. Insisto en que estamos hablando no de uno, 
sino de cinco países. 


Es falso que no conozcamos los antecedentes de 
esas personas; sus antecedentes han sido evaluados 
por nuestros servicios de Inteligencia y por las auto- 
ridades correspondientes, incluyendo la cooperación 
de otros países. 


También es falso que hayamos llegado a un acuer- 
do porque, como señalé, no hay nada cerrado. Hay 
temas abiertos, como por ejemplo el instituto jurídico 
bajo el cual el Uruguay va a recibir a estas personas. 


Nuestra decisión es, como hemos señalado en 
reiteradas oportunidades, trabajar para que estas 
personas no estén sujetas a vigilancia de Inteligencia 
ni a monitoreo en nuestro país y que la documentación 
que se les expida esté de acuerdo con el instituto que 
se elija. 


Estamos completamente de acuerdo -y así lo se- 
ñalamos- con que existe el deber de cooperar; pero 
no existe el deber de recibir. Pero ese deber de coope- 
rar al que hicimos referencia es muy claro porque no- 
sotros hemos puesto las condiciones en las que ven- 
drían estas personas. Después estará en el Congreso 
de los Estados Unidos aceptar o no esas condiciones. 
Y hasta ahora esas condiciones han sido específica- 
mente las que tienen que ver con su monitoreo y su 
vigilancia. Hemos puesto condiciones respecto a la 
situación jurídica de esa gente en el Uruguay, confor- 
me a las leyes internas y a la normativa internacional 
de la cual el Estado forma parte. Nuestro objetivo es 
salvaguardar cada derecho conforme a nuestras leyes 
y a las Convenciones del Derecho Internacional. No 
hemos soslayado ningún aspecto de seguridad; todos 
han sido evaluados en las instancias correspondien- 
tes por los técnicos del Ministerio del Interior y por 
los técnicos de cinco países. Este es un aspecto clave. 
Nosotros no nos curamos en salud con una sola in- 
formación, sino que hemos recabado datos por todo 
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el mundo en aquellos servicios que podían estar más 
directamente involucrados con este tema. Y esa in- 
formación fue recibida y evaluada directamente por 
el Ministerio del Interior. No tenemos ninguna duda 
respecto a la condición jurídica de esas personas en 
el Uruguay. 


En cuanto a los cambios de criterio de la Admi- 
nistración norteamericana, no está en mí estudiarlos 
o analizarlos. Sí sé cuáles son los criterios que han 
puesto para la liberación de esas personas: como leí 
en mi primera presentación, no hay información que 
indique que estén involucradas o hayan facilitado 
alguna participación en ataques contra los Estados 
Unidos o alguno de sus aliados. Esa es la informa- 
ción de las agencias respecto de la inocencia de estas 
personas, y no son de un país sino, repito, de cinco. 
Nos hemos curado en salud; hemos actuado con mu- 
cha profesionalidad. Quizás al señor Senador Abreu 
le hubiera gustado seguir al Embajador de Irán para 
saber qué estaba haciendo en aquella época, pero no- 
sotros hemos actuado con la profesionalidad que esta 
circunstancia requiere y hemos tomado los recaudos 
que las condiciones de seguridad de nuestro país nos 
demandan en cada uno de los casos, buscando la coo- 
peración internacional que corresponde. 


Es cierto que tenemos un compromiso con la 
Unasur, pero también es nuestro deber como Estado 
tomar medidas respecto a temas de protección hu- 
manitaria o de protección de los derechos humanos. 
Esto es algo que hacemos sin pedir permiso a nadie, 
más allá de que transmitimos la información que co- 
rresponde, porque la transparencia amerita en este 
caso. Y el mismo criterio seguimos con el Senado. Yo 
no pude venir antes al Parlamento porque llegué ayer 
a las dos y media de la mañana. A las seis ya esta- 
ba levantado, tuve que seguir una agenda y hoy era 
el primer día marcado para que pudiera venir aquí. 
De manera que he venido en la primera oportuni- 
dad que he tenido, de acuerdo con los compromisos 
del país en el exterior y que hacen que la agenda se 
conforme de esa manera. No hemos dilatado esto ni 
medio segundo; está en nuestra voluntad transmitir 
a los señores Legisladores toda la información que se 
pueda poner a su conocimiento, de acuerdo con la 
normativa vigente. 


Con respecto al tema del Acuerdo con Brasil, se 
trata de un acuerdo de facilitación de residencia para 
nacionales de los dos países. Estas personas no son 
nacionales y no sabemos el nivel de residencia que 
van a tener en el Uruguay. Esto, obviamente, hace 
que el trámite sea otro, porque es para ciudadanos de 
otros países; es más que claro. 


Por otra parte, se dice que el Frente Amplio está 
sacando las castañas del fuego de un problema que 
tienen los Estados Unidos. En realidad, el problema no 


CÁMARA DE SENADORES 


29 de abril de 2014 


lo tienen los Estados Unidos sino estas personas, que 
no han visto un juez, ni una acusación fiscal en doce 
años. Esos son los que tienen el problema; esa es la 
gente con la cual el Frente Amplio tiene el compromiso 
de sacar las castañas del fuego. De manera que va a 
poner las manos en el fuego y va a sacar las castañas 
del fuego en función de la protección humanitaria y 
de los derechos humanos, isin ninguna hipocresía, 
sin ningún doble estándar!, porque también -y aquí 
voy a hacer un breve paréntesis- debo decir que 
el reconocimiento a la protección de los derechos 
humanos ha sido algo imperativo para este Ministerio 
de Relaciones Exteriores. Así hemos actuado en todas 
las circunstancias y en todos los casos. Cualquiera que 
haya leído un mínimo de prensa internacional en este 
tiempo sabe cuáles fueron nuestros posicionamientos 
sobre estos temas específicamente en las reuniones 
de la Unasur que tuvieron lugar en Caracas. Nunca 
hemos tenido un doble discurso ni un doble estándar; 
acá siempre está primero la protección de la gente. 


Con respecto a la cooperación con los Estados Uni- 
dos, tenemos que definir algunos temas para procu- 
rar esa liberación. Habrá que ver si son aceptadas las 
condiciones que hemos trasladado a los Estados Uni- 
dos y después podremos evaluar subsiguientemente 
otras instancias. En cada una de ellas, al tomar una 
decisión, estaremos hablando y transparentando el 
tema con los líderes políticos. Ese es nuestro compro- 
miso y sobre esa base hemos venido hoy a informar 
a los líderes políticos de todos los partidos respecto a 
este posicionamiento de Uruguay. 


Creo que no debemos ser alarmistas ni infundir 
temor y, en ningún caso, desviar este temor a la inter- 
na de nuestro país. Puede ser que el señor Senador 
Abreu considere que haya cometido un error por no 
haber hecho seguir al Embajador iraní en aquellas 
circunstancias, pero en este caso tenemos la misma 
plena convicción de haber tenido una actuación ab- 
solutamente profesional, recabando los antecedentes 
necesarios en los lugares que correspondía para to- 
mar, a posteriori, decisiones conforme a Derecho. 


La señora asesora de la Cancillería en temas de 
derechos humanos, profesora Belela Herrera, tendría 
algunos aspectos para puntualizar en esta respuesta 
que hemos dado, de manera que solicitaría que el se- 
ñor Presidente le otorgara la palabra, si fuera posible. 


SEÑOR ABREU.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ope Pasquet).- Las alu- 
siones se contestan al final de la exposición, señor 
Senador. 


Tiene la palabra la señora Herrera. 
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SEÑORA HERRERA.- Deseo hacer dos peque- 
ñas aclaraciones en base a la trayectoria de diecisie- 
te años en ACNUR. Jamás se dieron los anteceden- 
tes; nunca se pudieron dar. Es imposible pensar, por 
ejemplo, que el señor Embajador de Austria, cuando 
metió en su auto al señor Wilson Ferreira Aldunate y 
pidió asilo en Londres, fuera a dar algún antecedente 
sobre esa persona que estaba escondiendo porque la 
iban a matar. Reitero: los antecedentes jamás se die- 
ron por parte de los funcionarios de la Organización 
de las Naciones Unidas; se pedía el salvoconducto a 
los gobiernos respectivos y después se enviaba a los 
países de acogida, que fueron muy generosos en épo- 
cas de nuestra dictadura. 


En cuanto al otro punto que mencionó el señor 
Senador Abreu —a quien estimo mucho debido a una 
muy larga amistad con Esther Martínez, que es su 
suegra y que fuera mi compañera de colegio, y con 
Lucía, su señora, que fuera mi alumna-, quiero decir 
que ACNUR no puede actuar todavía; lo hizo a modo 
de paraguas, como diciendo que ve esto con muchí- 
simo interés y que lo apoya. Pero si está la CORE, 
es ella la que finalmente se va a expedir sobre este 
asunto. En nuestra época no había ninguna CORE, 
esas instituciones fueron creadas después, cuando 
los gobiernos llegaron a la democracia, pero en época 
de dictaduras como la que vivimos, quienes dábamos 
el estatus de «refugiados» éramos los funcionarios y, 
sin ningún antecedente, se pedía el salvoconducto 
al Gobierno respectivo para que salieran a un país 
de acogida. Así que el antecedente de un refugiado 
nunca, pero nunca, pudo ser conocido más que por 
el funcionario, y en caso de consulta con ACNUR en 
la sede. 


Es cuanto quería decir. 
Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ope Pasquet).- Puede 
continuar el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Definitivamente, la comuni- 
dad internacional ha apoyado los pasos que ha venido 
dando Uruguay. Los mecanismos de protección inter- 
nacional de derechos humanos y de derecho huma- 
nitario, como las oficinas del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Refugiados y del Alto Comi- 
sionado para los Derechos Humanos que he citado, 
han sido contestes en apoyar lo actuado por Uruguay. 
Entonces, esperamos que a partir de este intercambio 
de información podamos tener los mismos niveles de 
apoyo, el mismo reconocimiento y la misma compren- 
sión de cómo se está actuando que ha tenido toda la 
comunidad internacional para este caso. 


Muchísimas gracias, señor Presidente. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Ope Pasquet).- Ahora sí, 
para contestar una alusión, tiene la palabra el señor 
Senador Abreu. 


SEÑOR ABREU.- No sé qué quiso decir el señor 
Ministro cuando expresó que debería haber seguido 
al Embajador de Irán; lo único que tenemos que ase- 
gurar nosotros es que quienes vayan a ingresar al país 
tengan las debidas garantías como para que no pue- 
dan violar los derechos humanos de otros ciudada- 
nos. Tenemos que defender los de ellos, pero también 
los nuestros. Lo que sucedió luego con los agrega- 
dos diplomáticos y demás tiene que ver, justamente, 
con posicionamientos que descubrimos con poste- 
rioridad. Quiero que quede claro que nunca seguí a 
nadie, nunca me siguieron, nunca levanté un arma 
contra alguien, nunca fui violento con alguien, estuve 
en contra de la dictadura como todos, no sé si tengo 
o no el teléfono intervenido, y me da lo mismo. ¡Yo 
vivo en libertad y siempre he respetado la libertad! El 
Embajador de Irán podrá haber estado en Uruguay 
pero lo que hizo fue descubierto después. Yo quiero 
prevenir esa clase de hechos; por eso para mí es muy 
importante que cada uno asuma esa coherencia que 
afirma el señor Ministro porque, por lo menos quie- 
nes estamos acá, siempre la tuvimos. 


En definitiva, hay algo que me preocupa enor- 
memente, por lo que le voy a formular una pregunta 
directa al señor Ministro. De las cinco agencias de 
Inteligencia que nombró, ¿el Mossad fue consultado? 
Pregunto esto porque si hace diez años ya tuvimos 
un atentado terrorista de esa naturaleza, nada me- 
nos que contra la colectividad israelí, es de creer que 
el Mossad debe merecer, por lo menos, alguna infor- 
mación, sobre todo cuando al señor Presidente de la 
República le fue otorgado el año pasado el Premio 
Jerusalén; seguramente tendrá alguna forma de co- 
rrespondencia. 


Con respecto a la comparación que la señora Be- 
lela Herrera hace con la situación de Wilson Ferreira 
Aldunate y ACNUR, no tiene nada que ver. 


SEÑOR HEBER.- ¡Son terroristas! 


SEÑOR ABREU.- De todas maneras, acá ACNUR 
participa después; se entera y lo ve con buenos ojos 
pero, en realidad, no se interviene por medio de 
ACNUR. Si se miran las fechas —esto lo saben muy 
bien el señor Ministro y los asesores—, se puede ver 
que son distintas y que las solicitudes verbales y es- 
critas fueron posteriores a las negociaciones; no se 
hizo entrar a ACNUR en el tema y ahora se está for- 
zando su participación. Más allá de todo, me parece 
muy bien que ACNUR participe, pero el secreto lo tie- 
ne ACNUR y no los demás. Nosotros no estamos pi- 
diendo que nos traigan una tomografía, pero lo menos 
que podemos reclamar es que haya cierta seguridad; 
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sin embargo seguimos siempre en la oscuridad. No 
son políticos perseguidos los que están en Guantána- 
mo, son sospechosos de algo. Pero el señor Ministro 
no me contestó —y vuelvo a insistir con la pregunta- si 
los criterios fueron cambiados, ya sea para liberación 
o para transferencia, porque antes estaban en la cate- 
goría «transferencia» y ahora parece ser que están en 
la de «liberación». ¿Quién lo cambió? ¿El Gobierno 
de Estados Unidos? ¿Con el consejo de quién? ¿De 
cinco agencias de Inteligencia? Mi pregunta es, en- 
tonces: ¿el Mossad está entre ellas? 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR MINISTRO.- El señor Senador me ha he- 
cho una pregunta durante la contestación de una alu- 
sión. No sé si corresponde que le dé respuesta ahora 
o después, pero utilizó el mecanismo de contestar 
una alusión para reformular una pregunta que, ade- 
más, ya fue contestada anteriormente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ope Pasquet).- Si el se- 
ñor Ministro se sintió aludido, puede contestar la alu- 
sión. 


SEÑOR MINISTRO.- Nos sentimos aludidos espe- 
cíficamente, pero creo que corresponde que la profe- 
sora Herrera conteste una alusión directa del señor 
Senador Abreu. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ope Pasquet).- Damos 
la palabra al señor Ministro para contestar una alu- 
sión, aunque en este régimen especial en que está 
funcionando el Senado, si el señor Ministro lo desea, 
permitimos a la señora Belela Herrera que haga uso 
de la palabra. 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto, señor 
Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ope Pasquet).- Tiene la 
palabra la señora Herrera. 


SEÑORA HERRERA.- Muchas gracias por la bue- 
na voluntad del Cuerpo. 


Quiero aclarar que dije que ACNUR intervenía 
en forma tácita, pero no lo hizo físicamente ni en la 
CORE porque esta todavía no se ha reunido. Al decir 
que se está viendo con beneplácito una medida que, 
además, ha sido solicitada por ACNUR anteriormen- 
te a todos los países, se está diciendo que tiene muy 
buena voluntad para verlo. Una vez que se reúna la 
CORE, como tiene voz y no voto, dirá lo que tenga 
que decir sobre el tema. 


Eso fue lo que dije, pero quería aclararlo por si lo 
mencioné muy rápidamente y no se entendió bien. 
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En cuanto a la anécdota que conté sobre Wilson 
Ferreira Aldunate, puse ese ejemplo porque es em- 
blemático, ya que es una persona que todo el mundo 
respetaba y quería mucho, pero es el caso de la mayo- 
ría de los refugiados, a quienes no se les pedía ningún 
antecedente; alcanzaba con que sus vidas estuvieran 
en peligro para que ACNUR buscara un país que los 
reasentara. 


Nada más. 
Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ope Pasquet).- Puede 
continuar el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Tengo las respuestas a las 
preguntas que se formularon pero supongo que las 
daré al cerrar el debate. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ope Pasquet).- Conti- 
nuando con la lista de oradores, tiene la palabra el 
señor Senador Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señor Presiden- 
te: voy a hacer algunos comentarios de orden general 
hasta que regrese el señor Ministro -quien se ha au- 
sentado un momento de Sala— porque no me gusta 
aludir a quienes no están presentes. 


Antes que nada, quiero decir que dentro de la 
Bancada del Partido Nacional tuve un matiz en cuan- 
to a las características de esta convocatoria, porque 
me parecía que era mejor un llamado a Sala por el 
artículo 119 de la Constitución, ya que las convocato- 
rias en Comisión General son para temas donde hay, 
más o menos, algún ambiente común, pero creo que 
este es un asunto en blanco y negro, donde segura- 
mente se levanten manos marcando los dieciséis vo- 
tos inamovibles del lado del Gobierno, mientras que 
la oposición se pronunciará por separado. 


Estamos ante un episodio de política exterior muy 
singular, señor Presidente, y usted tiene esa sensa- 
ción, como la tengo yo y todo el país. Esto no es algo 
que haya acaecido naturalmente; esto no es algo que 
haya estado en la preocupación del Gobierno —has- 
ta donde yo puedo juzgarla— ni en la de ninguno de 
nosotros, seamos o no integrantes del sistema polí- 
tico del país. Este es un tema del que algún día nos 
enteraremos porque, tarde o temprano, las cosas se 
saben. No creo que en estas circunstancias sepamos 
las causas primeras ni tampoco las consecuencias úl- 
timas, que quizás sea lo que más nos debiera preo- 
cupar. Por tanto, hubiera preferido el blanco y negro, 
las manifestaciones a favor o en contra de las decla- 
raciones del Ministro, que es como termina la convo- 
catoria prevista en el artículo 119 de la Constitución. 
Pero como se dispuso este mecanismo por parte de 
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mis compañeros de partido, estuve de acuerdo con el 
llamado a Comisión General. 


Ahora bien: voy a comenzar por señalar que, para 
mí, al Ministro Almagro, le ha tocado ejercer en una 
circunstancia muy difícil y particular —advierto que 
en este momento el señor Ministro reingresa a Sala— 
por las peculiaridades del Presidente de la República. 
Ha tenido un Presidente complicado, por decirlo de 
la manera más suave. No puede ni mover la cabeza 
para decir que sí, pero estoy seguro de que él mismo 
lo piensa porque todos sabemos que es un Presidente 
complicado —llego hasta ahí; sus compañeros de fac- 
ción deben saberlo mejor que yo—, impredecible, que 
le ha generado tal mejunje al Ministerio de Relacio- 
nes Exteriores, que seguramente es el causante de 
más de una de las canas que el señor Ministro luce 
ahora y que no tenía el 1. de marzo de 2010. ¿Por 
qué? Porque el Presidente Mujica —lo quiero decir de 
la manera más gráfica y respetuosa— no ha dirigido 
sus pasos, no ha acomodado su conducta a los pará- 
metros de un Presidente de la República. Por supues- 
to que todos podemos variar en el estilo —ha habido 
de todo desde el año 1985 a la fecha- y cada uno de 
nosotros ha tenido su manera de ser, pero sabiendo 
que teníamos ciertas limitaciones, primero del buen 
criterio, de la prudencia, y luego de la sensación de 
equipo. No creo que yo haya sido un Presidente con 
el que fuera fácil trabajar, pero siempre traté de ir 
llevando las cosas de una manera distinta. El Presi- 
dente Mujica, que ha roto tantos y tantos moldes, es 
un Presidente complicado para un Ministro de Rela- 
ciones Exteriores porque es un hombre que lanza sus 
opiniones sin consulta previa —por lo menos es lo que 
aparenta desde fuera- y sigue sus impulsos, cuando 
en la diplomacia no hay nada peor, porque es una 
tarea esencialmente racional. Entonces, claro: un día 
se le escapa al Ministro Almagro y se va para España 
sin acompañantes de Cancillería; lleva al Pato Celeste 
y a otros más, y se encuentra con Florentino Pérez. 
Hace una incursión de un fin de semana en España, 
pero nunca supimos para qué fue. Se trataba de un 
Presidente de la República que iba a España, parece- 
ría que para interesar a empresarios españoles en la 
participación en emprendimientos en Uruguay. Esto 
me parece muy bien y ojalá hubiera tenido más éxito 
porque, por lo menos con el mecanismo de la PPB no 
ha tenido tanto. 


(Intervención del señor Senador Baráibar que no 
se escucha). 


—¿El señor Senador quiere una interrupción? Me 
es más práctico concedérsela, en vez de escucharlo 
murmurar. 


SEÑOR BARÁIBAR.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 
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SEÑOR LACALLE HERRERA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ope Pasquet).- Puede in- 
terrumpir el señor Senador Baráibar. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Señor Presidente: estaba es- 
cuchando con mucha atención al señor Senador Luis 
Alberto Lacalle Herrera y, ya que me concedió una 
interrupción, quiero señalar que califica de compleja 
la forma en que el Presidente José Mujica se mani- 
fiesta, pero él también fue Presidente de la Repúbli- 
ca y no fue sencillo; había que tener habilidad para 
manejarse con él. Nosotros lo miramos de afuera —no 
pertenecemos al Partido Nacional-, pero sabemos 
que muchos de sus Legisladores tenían que hacer mil 
piruetas y gestos para poder ponerse a tiro de las de- 
cisiones que tomaba. A nuestro juicio, el señor Sena- 
dor no muestra una disciplina de partido absoluta; es 
un hombre muy temperamental y con mucha fuerza 
para imponer sus ideas, como la tuvo cuando fue Pre- 
sidente y como la sigue teniendo hoy. 


En lo que tiene que ver con Florentino Pérez, es 
un alto dirigente español vinculado a una empresa 
de energía eólica relacionada con la instalación de 
molinos de viento. En esa materia, al recorrer el país 
vemos que dicha industria está avanzando de una 
manera considerable. 


Muchas gracias, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ope Pasquet).- Puede 
continuar el señor Senador Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Gracias, señor 
Presidente. 


Quizás el señor Senador no me entendió; enton- 
ces, voy a tratar de ser más explícito. No se trata de 
la manera de ser de los Presidentes, sino de tener un 
poco de noción de que el Presidente de la República 
no puede actuar totalmente solo en determinadas co- 
sas, pero si no se entiende, creo que más de cuatro 
señores Senadores saben lo que quiero decir. 


El Ministro Almagro se ha visto colocado en una 
circunstancia de funcionamiento de política exterior 
peculiar. Esto no es deprecatorio; es descriptivo de 
una situación porque el Presidente también tiene 
una gran ductilidad para cambiar de opinión, óno es 
cierto? 


(Dialogados). 


—Reitero, el Presidente tiene una gran ductilidad 
para cambiar de opinión, como lo ha hecho, varias 
veces, en este tema de los «guantánamos» que esta- 
mos tratando. 


36-C.S. 


Más allá de estas peculiaridades, quisiera hacer 
referencia a algunas cosas que se han señalado por 
parte del Ministro. Si le tomara la palabra, estaría- 
mos en un camino que quizás tendría una ancha base 
de apoyo, porque cuando tratamos de que el señor 
Presidente de la República, cuando fue a La Haba- 
na, recibiera a los disidentes cubanos, no se actuó 
con el imperativo moral del que habló el señor Minis- 
tro. Ellos sí que son perseguidos, presos, aporreados, 
castigados por la dictadura cubana, pero no hemos 
logrado que los reciban en la Embajada, ni tampoco 
el Presidente cuando fue a La Habana. Entonces, no 
veo muy fuerte el imperativo moral. Le pedimos nada 
más que los escuchara y el Presidente de la República 
no los escuchó. Entonces, en cuanto a los imperati- 
vos, creo que tenemos alguna diferencia. Se trataba 
de escuchar, no de recibir como refugiados a los per- 
seguidos cubanos, y seguramente más de uno habría 
querido venir a nuestro país. 


(Ocupa la Presidencia la señora Lucía Topolansky). 


—No comprendo bien esta circunstancia pero, 
cómo dije, algún día se conocerán las razones. Sé 
que, particularmente en este Gobierno del Frente 
Amplio, hay una tendencia a mantener vínculos con 
grupos terroristas como Al Fatah, ETA y el de Libia. 
En esto se inscribe mi preocupación, pues, por lo me- 
nos desde mi punto de vista, existe una continuidad 
en lo que tiene que ver con este tipo de movimientos. 
En algún momento se conocerá una explicación. 


De todas maneras, quedan algunas interrogantes 
pendientes. El Ministro manifestó que las personas 
que van a venir van a ser «contenidas». La palabra 
«contención» está de moda; en cuanto programa de 
televisión existe escuchamos el famoso «a ver» —em- 
pezar a hablar de nuevo- y «contención». La pregunta 
es: ¿cómo van a estar contenidos estos seis señores? 
El uso común de esta palabra implica incluirlos en un 
ámbito social, económico o familiar que les permita 
transcurrir normalmente en sociedad. Supongo que 
les van a dar trabajo, porque son paisanos de otras tie- 
rras, ¿no? No conocen muy bien el castellano. ¿Los 
pondrán en el Mides? ¿Crearán una nueva categoría 
de auxilio a los refugiados? 


Me pregunto: si bien es cierto que estas personas, 
que no fueron sometidas a juicio —-y es una barba- 
ridad—, estuvieron 12 años allí, ¿por qué y Estados 
Unidos no los liberó antes? Supongo que no será por 
sus condiciones de boy scout. No creo que sean unos 
ciudadanos de los que el país quiera ser anfitrión. 
¡Ojo! ¡El tema de Guantánamo es una vergúenza que 
existe desde que se instaló la base, que marca ese 
triste destino de Cuba de ser base norteamericana o 
base soviética! Siendo un país tan bello —-como dicen 
quienes lo conocen—, al que nos une la misma raíz 
hispánica, nadie duda de que a todos nos duele esta 
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herida en el costado y de que sería digno de un mejor 
destino. 


El señor Ministro mencionó, un tanto al pasar 
—aunque se extendió un poco-, su reciente viaje al 
Medio Oriente. Dijo que estuvo con los refugiados 
palestinos y que también habría una oportunidad de 
que algunos de ellos vinieran al Uruguay. 


SEÑOR MINISTRO.- Sirios, señor Senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Es verdad, señor 
Ministro, pido disculpas porque hay una diferencia 
sustancial; hay refugiados y refugiados en esa zona. 
¡Es terrible lo que sucede en Siria! Realmente, ese 
es uno de los dramas que muestra el conflicto, y se- 
ría interesante que el Ministerio —no ya en la sesión 
de hoy- nos informara al respecto. Precisamente, de 
Siria —-en la época en que todos eran turcos— vinieron 
una cantidad de inmigrantes, lo que, por cierto, fue 
muy bueno para nuestro país; fue una magnífica in- 
migración. Todos tenemos amigos de ese origen, es 
decir, de lo que hoy es Líbano o Siria, pero que antes 
eran turcos porque pertenecían al Imperio Otomano. 
Como dije, fue una gran inmigración y esa gente sí 
que pasó momentos difíciles. Si bien no es una in- 
migración natural al país, tiene antecedentes y va a 
haber una colectividad que, como se dice en España, 
los va a arropar. Esa palabra aún no está de moda acá 
pero tomen nota porque pronto va a estarlo y se escu- 
chará en la televisión. 


Este punto sí me parece interesante porque 
nuestro país necesita inmigración. A veces la 
inmigración está conformada por gente que viene 
quebrada, vencida o con dramas, pero se trata de muy 
buena gente. Pienso que es una punta de análisis 
que ha surgido de esta sesión y me gustaría que se 
siguiera informando al respecto en la Comisión de 
Asuntos Internacionales. 


El señor Ministro, en una interpretación bastante 
benigna de lo que pueden ser estos candidatos a ve- 
nir al Uruguay, dijo que el único error que cometie- 
ron fue estar en el lugar equivocado en el momento 
equivocado. Calculo que no debe ser tan así y que si 
estaban en determinados lugares no fue por equivo- 
cación, pero ese análisis lo haremos cuando sepamos 
quiénes son. Ahora bien, lo que es seguro —y eso des- 
cuéntelo- es que con la presencia de estos señores 
en nuestro país vamos a tener al Mossad, a la CIA, 
el MI5 de Inglaterra y algún otro servicio más parti- 
cipando de la vigilancia de esta gente porque el gran 
juego internacional de lucha contra el terrorismo es 
así: mantener muy controladas las fichas de un mun- 
do empequeñecido en cuanto a sus dimensiones. Así 
que si algo vamos a tener es la presencia de jugado- 
res, de agentes, de facciones o fracciones en la lu- 
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cha diplomática y de Inteligencia, que nos van a estar 
acompañando, porque, por otra parte, así debe ser. 


Luego, el Ministro aludió a las consultas a Gobier- 
nos europeos; no sé a qué países se refiere aunque 
seguramente lo dirá más adelante. También nos in- 
teresa saber si se consultó a países de nuestros con- 
tinentes. ¿Se consultó a Brasil, a Argentina y a Para- 
guay? Respecto a este último país, el señor Ministro, 
en alguna declaración, ha vuelto a hablar de golpe 
de Estado; no aprende que se aplicó la Constitución, 
pero en esto ya nos declaramos totalmente imposibili- 
tados de poder convencerlo. Insisto, ¿a qué países de 
América del Sur se consultó? ¿A Argentina? ¿A Bra- 
sil, con el que tenemos una frontera tan permeable 
que debe ser el más interesado en que no aparezcan 
cosas raras, que bastante tiene con las tres fronteras 
en Ciudad del Este? 


Señora Presidenta: veo en esto un episodio ar- 
tificial y no me convence que Estados Unidos haya 
encontrado tan fácilmente un eco en el Gobierno de 
nuestro país. Tengo todo el derecho a creer que lo que 
se me dice es lo que se sabe, pero no es todo lo que se 
sabe, porque existe reserva en este tipo de cosas. De 
todas maneras, tarde o temprano vamos a saber por 
qué se tomó esta decisión y veremos que la razón está 
bastante más alejada de lo que creemos ahora. 


Finalmente, y creo que el señor Senador Abreu 
mencionó este asunto... 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ha finalizado el tiempo 
de que dispone, señor Senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- ¿No va a prorro- 
gar mi tiempo, señora Presidenta, como su antecesor 
en el cargo? 


SEÑORA PRESIDENTA.- No lo puedo hacer, se- 
ñor Senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- ¿Y usted cree que 
el señor Presidente recibe mociones cuando propone 
la votación de una prórroga? No es así. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Al comienzo de la se- 
sión votamos el método que íbamos a seguir pero re- 
dondee su pensamiento señor Senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Veo que el trata- 
miento es distinto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El Senado aprobó por 
unanimidad el criterio de discusión. Por tanto, pue- 
de redondear su pensamiento, señor Senador, pero 
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debemos conceder el uso de la palabra al siguiente 
orador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Voy a decir una 
última cosa. Si va a haber un acuerdo con los Estados 
Unidos, será un tratado que estará escrito y lo debe- 
remos aprobar nosotros. Así que voy a pedir al señor 
Ministro que, luego de que se ponga de acuerdo con 
los Estados Unidos —ino será de macanudos que se 
hablará con ese país!-, venga aquí a leernos los tér- 
minos y nosotros lo aprobaremos o no. 


Muchas gracias. 
SEÑOR LAMORTE.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR LAMORTE.- Señora Presidenta: antes 
que nada, saludo al señor Ministro, a la profesora Be- 
lela Herrera y a los asesores del Ministro. 


El Ministro ha sostenido, luego de escuchar las 
palabras y las preguntas planteadas por el Senador 
Abreu, que este tema tenía que ver con un gesto 
humanitario, con un deber, con una obligación mo- 
ral y una obligación jurídica. Realmente, no enten- 
demos por qué es un deber, una obligación moral y 
una obligación jurídica. Se hizo referencia a deter- 
minadas circunstancias jurídicas vinculadas a la Ley 
n.” 18076, Derecho al Refugio y a los Refugiados, que 
establece la salvaguarda de la vida, la integridad físi- 
ca, la libertad y la seguridad de las personas que lo 
solicitan, pero nos queda una gran duda en cuanto 
a cuáles son los intereses y objetivos que persigue el 
país con esto; es decir, qué objetivos se trazaron para 
nuestro país, qué intereses tiene Uruguay al tomar 
esta decisión que estamos asumiendo —más allá de 
que el riesgo que planteen los servicios de Inteligen- 
cia de otros países sea poco o mucho- en función, su- 
puestamente, de un bien común superior. En verdad, 
no me queda claro cuál es ese bien común superior 
en el caso del Uruguay, por qué tenemos que recibir 
nosotros a estas personas -si es que Estados Unidos 
las deja libres y pueden trasladarse—, cuál es su situa- 
ción, en qué países estaría en peligro su vida o habría 
posibilidades de que fueran perseguidos y bajo qué 
circunstancias. 


Estas personas estuvieron presas durante doce 
años. Quisiera saber cuál es la situación urgente y 
grave que lleva a que hoy Uruguay tenga que tomar 
esta decisión, teniendo en cuenta que del texto de la 
ley no surge eso. Más aún: podrían trasladarse, venir 
al Uruguay, y sus captores -Estados Unidos—, supues- 
tamente, no tendrían otra opción que seguir actuando 
sobre ellos. ¿Están siendo amenazados? ¿Por quién? 
¿Cuál es la amenaza que pesa sobre estas personas, 
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que ameritaría que Uruguay deba salir a la defensa 
de esta situación? 


He escuchado mencionar muchas veces al señor 
Ministro del Gobierno de Estados Unidos y a los ser- 
vicios de Inteligencia de otros países, y no escuché 
si se consultó al Ministerio de Defensa Nacional de 
nuestro país. Sí se hizo referencia al Ministerio del 
Interior y a decisiones del Presidente de la República, 
pero no escuché hablar del Ministerio de Defensa, a 
pesar de que nos consta que tenemos gente destacada 
en Afganistán, específicamente Coroneles del Ejérci- 
to uruguayo que están en esa zona y que podrían dar 
una visión de inteligencia y estrategia acerca de lo 
que está sucediendo con estas personas. 


Todo este esfuerzo se está realizando por medio de 
un Ministerio que, nos consta —y así lo ha expresado 
el propio Ministro de Relaciones Exteriores, no ha 
tenido tiempo para tratar estos temas debido a la falta 
de funcionarios. Hace dos o tres años, cuando en la 
Comisión de Asuntos Internacionales abordamos la 
situación de las fábricas de pasta de celulosa, mani- 
festó que no podían dedicar más funcionarios a otros 
temas porque estaban totalmente abocados al pro- 
blema con Argentina, y los certificados de admisión 
de exportaciones de productos uruguayos quedaban 
para atrás. En ese entonces, se decía que no se po- 
dían tratar otros temas comerciales porque no había 
funcionarios suficientes; es más, hicimos un pedido 
de informes por escrito al señor Ministro, que no tu- 
vimos la suerte de que se nos contestara. Por lo tanto, 
se trata de un Ministerio -dicho por el propio Minis- 
tro- que no tiene tiempo para atender ciertos pro- 
blemas que afectan de manera contundente y fuerte 
a los uruguayos, que tienen que ver con el trabajo 
de nuestra población y con el relacionamiento con 
los demás países. Realmente, me gustaría consultar 
al señor Ministro qué cambió como para que ahora 
sí tengamos tiempo para dedicar al Gobierno de los 
Estados Unidos y a los señores en Guantánamo lo que 
no se le puede dedicar a los uruguayos. 


También quisiera consultar al señor Ministro, es- 
pecíficamente, quién se hace cargo del supuesto ries- 
go mínimo. En realidad, he escuchado aseveraciones, 
diría que con una certeza absoluta, en cuanto a que 
no va a pasar nada. 


SEÑOR RUBIO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR LAMORTE.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador. 


SEÑOR RUBIO.- Señora Presidenta: lamento que 
no esté presente en este momento el Senador Lacalle 
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Herrera, pero no quería dejar pasar un par de afir- 
maciones que mañana pueden ser titulares de pren- 
sa, relativas a que este Gobierno tiene una particular 
vocación por mantener relaciones con grupos terro- 
ristas. Esta afirmación me parece un exabrupto. En 
realidad, se nombra a Al Fatah, por ejemplo, pero re- 
sulta que ejerce el Gobierno. Además, ha habido una 
tentativa de mediación en un conjunto de conflictos 
internacionales, que ha recibido el reconocimiento 
mundial. 


Por otro lado, quiero decir que en toda situación 
hay riesgos, aunque sean mínimos. 


Por último, debo recordar que hemos tenido -y 
mantenemos- una polémica histórica sobre el estatu- 
to que tuvieron los vascos en Uruguay, precisamente 
durante el Gobierno del ex-Presidente Lacalle Herre- 
ra. Se me señala que quizás empezó antes, pero lo 
cierto es que siguió durante su Gobierno. En reali- 
dad, hay toda una polémica sobre si ciertos casos en 
España habían excedido determinados límites y de- 
más, pero no pretendemos retornar a un debate sobre 
el que se admiten diferentes matices. 


Ahora bien, cuando el Ministro dice que hay un 
marco jurídico, un deber humanitario y el chequeo 
por parte de cinco agencias, creo que debemos reco- 
nocer que aquí ha habido un esfuerzo de información 
y verificación que ha ido en profundidad y sobre el 
cual, por muchos motivos, no se pueden dar algunos 
detalles. Uno cree o no cree. Convertir en asunto pú- 
blico qué agencias y personas violan normas que han 
sido mencionadas, transgrede una serie de vínculos y 
de pactos que nadie ignora que en materia de inteli- 
gencia deben ser respetados. 


Si bien entiendo el problema de la oposición, debo 
decir que acá, dentro de los marcos que han sido ex- 
puestos sobre cuestiones fácticas que refieren a la po- 
sibilidad de previsión de la conducta de determinadas 
personas, nunca se pueden hacer afirmaciones abso- 
lutas. Ahora bien, a nuestro juicio, todo lo que sabe- 
mos sobre esta situación y lo que nos ha explicado el 
señor Ministro cubre las garantías mínimas. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el Se- 
nador Lamorte. 


SEÑOR LAMORTE.- Señora Presidenta: en cuan- 
to al tema al que se refirió el señor Senador Rubio, 
sobre si se les cree o no, debo decir que nos cuesta 
entender la coherencia de pensamiento de algunos 
parlamentarios oficialistas y del Gobierno mismo. 
Ante un Tratado o un intercambio comercial, o sim- 
plemente en lo que tiene que ver con generar relacio- 
nes humanas —tal como se hace a nivel de Estados-, 
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no se le cree a determinado Gobierno -se mencionan 
malas intenciones en lo que hace puntualmente a 
Tratados con Estados Unidos, a los cuales no se quiso 
llegar, y eso está respaldado por artículos de prensa— 
y, sin embargo, ahora, en este caso en particular, fren- 
te a un tema complejo y altamente difícil de evaluar, 
sí se cree en esa palabra. 


Realmente no puedo seguir esa línea de pensa- 
miento. Algunas personas tendrán ese criterio y otras 
uno diferente; lo dicen y lo utilizan como un tema po- 
lítico pero, reitero, es difícil ver coherencia allí. 


En este caso, reitero al señor Ministro que nos gus- 
taría saber si se consultó, más allá de a los servicios 
de Inteligencia del exterior, al Ministerio de Defensa 
Nacional del Uruguay, a través del personal destinado 
a estos temas. Cabe señalar además que hay gente 
en la región involucrada, supuestamente, con estos 
hombres que están detenidos en Guantánamo. 


¿Cuáles son esos servicios de Inteligencia y por 
qué no se pueden mencionar? Aunque sea de ma- 
nera reservada, nos gustaría evaluar por qué se los 
consultó. ¿Esto no se puede entender, en definitiva, 
como un trato específico, en un tráfico de personas, 
a un Presidente o a un Gobierno en particular? ¿Acá 
se están buscando oropeles para un Premio Nobel al 
Presidente, existiendo un tema de fondo que involu- 
cra a personas? Eso sería muy malo para la tradición 
del Uruguay. 


Desconozco si se consultó y evaluó en lo jurídico 
el hecho de que así como esta Ley de Derecho al Re- 
fugio y a los Refugiados prevé algunas alternativas, 
los ciudadanos tienen la posibilidad de presentar un 
recurso sobre las decisiones tomadas. Tengamos en 
cuenta que se trata de un tema o decisiones que nos 
van a afectar a todos. Digo esto porque en la Consti- 
tución de la República, en sus artículos 317 a 319, 
se prevé la posibilidad de presentar recursos frente 
a las decisiones que se tomen por parte de organis- 
mos, administraciones o, en este caso, una Comisión. 
Si algunos ciudadanos nos sentimos afectados por el 
riesgo que se genera con esa decisión administrativa, 
habría que evaluar qué recursos se pueden presentar 
al respecto. 


La tradición de los uruguayos marca que no nos 
gustan estos «bailes» de terroristas, en los que hay 
que ver qué pasa con ellos y si nos hacemos cargo de 
personas que tuvieron situaciones complejas. Somos 
muchos los uruguayos que no conocemos muy bien la 
situación de estos presos, y ello nos preocupa y sen- 
sibiliza. 


El señor Ministro señalaba que no había antece- 
dentes de este tipo de cárceles. Sin embargo, dentro 
de la colectividad política de gobierno hay personas 
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que instituyeron cárceles en nuestro país y pidieron 
rescates por ciudadanos uruguayos. Por tanto, es un 
tema muy complejo. No lo planteo para mirar hacia 
el pasado, sino para hablar de ese tipo de coherencia 
que ahora cuesta entender en estos gestos humanita- 
rios. Cuesta entender a quienes en su momento tuvie- 
ron recluidos de manera muy compleja a ciudadanos 
uruguayos por los que pedían rescate, mientras que 
en este momento se desgarran vestiduras humanita- 
rias con respecto a cárceles que también son injustas. 
Reitero: nos cuesta entender ese tipo de situaciones. 


Según lo que manifestó el señor Ministro habrá un 
acuerdo con el Gobierno de los Estados Unidos, pero 
como decía el señor Senador Lacalle Herrera, si esto 
es así, debería pasar por el Parlamento para que se 
conocieran las circunstancias, el fondo, el trasfondo y 
los detalles de su firma. No es un tema menor, porque 
se trata de una decisión del país sobre refugiados pero 
en situación completamente distinta. 


Repito que aquí está en juego la historia del 
Uruguay así como el futuro de nuestro país en lo que 
tiene que ver con su credibilidad. En este caso se está 
negociando una situación personal de un Gobierno 
como es el de los Estados Unidos- embretado en una 
situación compleja por el caso de esta cárcel y la gente 
que allí se encuentra. Reitero: ¿cuál es el objetivo de 
hacernos cargo de estas personas, colaborando con el 
Gobierno de los Estados Unidos? 


SEÑOR HEBER.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR LAMORTE.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Advierto al señor Sena- 
dor Lamorte que le restan solo cinco minutos de su 
tiempo. 


Puede interrumpir el señor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Estoy escuchando la discusión 
que se ha dado entre los señores Senadores Abreu y 
Lacalle Herrera y el señor Ministro —ahora también 
ha intervenido el señor Senador Lamorte y suscribo 
su visión—, y quería hacer una reflexión en voz alta. 


Parece muy claro que por la circunstancia de ile- 
galidad y por el rechazo que todos tenemos por la cár- 
cel de Guantánamo —cuestionamos duramente esa 
situación—, se desprenden dos conclusiones que no 
nos llevan a entendernos. Parece que por el hecho de 
que esta cárcel es totalmente ilegal y es algo que está 
por fuera de la normativa del Derecho Internacional, 
los que allí están presos pasan a ser refugiados. Esto 
es lo que entiendo surge del razonamiento de varios 
señores Senadores. Nosotros creemos que no es así, 
y es a partir de allí cuando empezamos a dividirnos 
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en los razonamientos que venimos exponiendo. Sin 
perjuicio de que todo lo que ha hecho Estados Unidos 
en Guantánamo es ilegal —y lo condenamos-, esta- 
mos frente a una Administración que al salir electa 
se comprometió a desmantelar esa cárcel, a terminar 
con esa ilegalidad. En su momento hubiera sido bue- 
no que levantáramos más fuerte nuestra voz contra 
Guantánamo; quizás no se la escuchó o no hablamos 
lo suficientemente alto como para tener hoy más cre- 
denciales a fin de poder condenar esa situación. Pero 
lo cierto es que en su momento el Presidente Bush 
—que fue quien creó la cárcel de Guantánamo-, liberó 
59 de 242 presos. Por su parte, el Presidente Obama, 
en siete años de gestión, apenas ha podido transferir 
a 44; le quedan 154 presos, que no ha podido reubi- 
car porque no son aceptados en ninguna parte del 
mundo. ¿Por qué? ¿Porque son refugiados? No; por- 
que tienen antecedentes terroristas difíciles. Enton- 
ces, el hecho de la injusticia del procesamiento y de 
la situación que han vivido en esa cárcel —que todos 
estamos de acuerdo en condenar— no habilita a que 
los traigamos al Uruguay, porque no son refugiados, 
sino personas que han participado de una organiza- 
ción terrorista. Y es ese el desencuentro que tenemos 
con el Gobierno, que los considera refugiados. Por eso 
entendemos que los ejemplos de nuestra amiga Bele- 
la Herrera —que tanto queremos- no tienen nada que 
ver. Esta gente participa de una organización terro- 
rista que ha segado muchas vidas en el mundo y, por 
lo tanto, no creemos que los tengamos que traer, ni 
siquiera porque hayan participado de una forma no 
directa en atentados, ya que lo hicieron en su pre- 
paración y son parte de una organización que está 
dedicada a matar. Por lo tanto, ino los queremos en 
el Uruguay! No tienen el estatuto de refugiados; ¡son 
terroristas! Ese es el punto fundamental de la discu- 
sión que tenemos hoy. 


Agradezco la interrupción, y aclaro que mi interés 
era ubicarnos frente a este tema para encontrar una 
solución, pero lo cierto es que no la vamos a encon- 
trar porque el Gobierno entiende que se trata de re- 
fugiados cuando en realidad son terroristas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Recuerdo al señor Se- 
nador Lamorte que su tiempo ya ha finalizado; por 
eso le hice una advertencia cuando concedió una in- 
terrupción. 


SEÑOR LAMORTE.- Señora Presidenta: solo 
quiero hacer dos breves consultas y termino mi ex- 
posición. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Para redondear, señor 
Senador. 


SEÑOR LAMORTE..- Así será, señora Presidenta. 
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Quisiera saber, en primer lugar, si en los viajes 
que ha realizado el señor Ministro en algún momento 
mantuvo contacto personal con los involucrados en 
esta posible reubicación. En segundo término, si el 
señor Presidente de la República pidió expresamente 
a la Comisión que estaba a cargo del contacto con 
la gente de Guantánamo que no se consultara a los 
detenidos sobre su actividad anterior. 


Finalmente, quiero manifestar mi deseo de que 
esa tradición uruguaya a la que se aludió sea respe- 
tada y tengamos cuidado al momento de concretar el 
paso que vamos a dar. 


SEÑOR PASQUET-.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señora Presidenta: creo que 
el señor Senador Abreu acertó cuando promovió la 
comparecencia del señor Ministro de Relaciones Ex- 
teriores para tratar este tema aquí, en el Senado, ya 
que sin dudas merece ser considerado en la forma- 
lidad de este ámbito, por todo lo que significa. Digo 
esto porque me pareció singularmente desacertado 
que se diera conocimiento de este asunto a la opi- 
nión pública y a los partidos de la oposición a través 
de un medio de prensa, puesto que nos enteramos 
de él cuando se publicó en el semanario Búsqueda, 
el jueves 20 de marzo. A partir de ese momento vi- 
nieron los comentarios, las consideraciones, las rec- 
tificaciones, los comentarios sobre las rectificaciones 
y todo esto que en algún momento tenía que llegar 
al Parlamento. Y hace unos días llegó a la Comisión 
de Asuntos Internacionales de la Cámara de Repre- 
sentantes y ahora llega al Pleno del Senado. A cierta 
altura de los comentarios a propósito de la informa- 
ción, alguien del Gobierno dijo que no sabía de dónde 
había salido y que era ajeno a su responsabilidad que 
el tema hubiese llegado a la prensa. Esto no es así. 
En primer lugar, basta el sentido común para advertir 
que no es verosímil que sea así, salvo que haya topos 
o estén pinchados los micrófonos de la Presidencia 
de la República o del Ministerio. No, estas cosas no 
llegan así a conocimiento de la prensa. Pero más allá 
de las conjeturas que uno pueda hacer, hay hechos. 
El señor Sergio Gorzy, en su calidad de Presidente 
del Comité Central Israelita -creo que esa es la en- 
tidad que preside—, comentó que el miércoles ante- 
rior a la publicación de esta edición de Búsqueda a 
la que aludí, el Presidente de la República, en una 
recepción en la que estuvieron juntos, lo llamó aparte 
y le dijo: «Mañana se va a publicar cierta informa- 
ción. No se preocupe por eso, no hay ningún peligro». 
Quiere decir que está claro de dónde sale la informa- 
ción; entonces, no vengamos a decir que se filtró a la 
prensa de manera no deliberada. El Gobierno eligió 
dar a conocer este tema a la opinión pública a través 
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de la prensa. Creo que eso está mal, que estas son 
cuestiones demasiado serias, demasiado delicadas 
como para que se siga este camino; creo que lo que 
hubiera correspondido era otra cosa. Me parece que 
hubiera correspondido —lo digo francamente- llamar 
a los partidos de la oposición, conversar discretamen- 
te con ellos, enterarlos de lo que se trataba, recabar 
su opinión y después que el Gobierno hiciera lo que 
entendiera más conveniente. Considero que esa era 
la vía para que los partidos de la oposición nos ente- 
rásemos de esta cuestión, que es importante, que es 
delicada y que debe ser tratada conforme a su natura- 
leza. En definitiva, el tema no se trató de esa manera 
sino de esta otra, difundiéndolo a través de la prensa 
e incluyendo en la información elementos que luego 
debieron ser rectificados. 


Cuando se dice en la información de prensa que 
esta gente vendría al Uruguay con el compromiso de 
no irse de nuestro territorio durante dos años, natu- 
ralmente se genera revuelo porque si eso fuera cierto 
estaríamos asumiendo la condición de carceleros de 
los Estados Unidos, lo que nadie quiere. Al ser esto 
tan claro, luego vino la rectificación y se nos dijo que 
si venían esas personas a nuestro país lo harían para 
gozar de todas las libertades, derechos y garantías de 
las que gozan todos los habitantes de nuestro territo- 
rio, lo cual está muy bien. Pero la información inicial 
estaba mal y esa no la inventó el periodista; alguien 
se la dijo, y se la dijo mal. Esa no es manera de hacer 
las cosas; esto debe tratarse con otra seriedad y con 
otra formalidad. 


Por otra parte, no creo que lo que aquí está en 
consideración sea una medida humanitaria y que lo 
que estamos discutiendo sea si la tomamos o no. No 
es eso; es una cuestión política, que es otra cosa. Si 
hablamos del Estatuto de los Refugiados, tanto en su 
versión originaria de 1951 como en el que lo modificó 
en 1967, o si nos referimos a la Declaración sobre 
Asilo Territorial de la Asamblea General de las Nacio- 
nes Unidas o si estamos aludiendo a la Ley n.* 18076 
y pensamos en los refugiados, en las personas que 
piden asilo, justamente estamos pensando en eso: en 
personas que en situación desgraciada, perseguidas 
y castigadas vienen a pedir la protección de la Repú- 
blica y de sus leyes. Ese es un escenario determina- 
do que hace referencia, precisamente, a la cuestión 
humanitaria. Pero aquí se trata de otra cosa, no de 
personas perseguidas o castigadas que están pidien- 
do la protección del Gobierno uruguayo, sino que hay 
una negociación de gobierno a gobierno entre el Uru- 
guay y los Estados Unidos a iniciativa de este último. 
Ese es el punto: un acuerdo con el Gobierno de los 
Estados Unidos que se está procesando, no sabemos 
exactamente en qué términos. 


Se nos anuncia que esto tendrá que ser aproba- 
do por el Congreso de los Estados Unidos. Bien, co- 
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rresponderá también que llegue aquí en su momento 
para que nos pronunciemos al respecto, porque no se 
puede presentar un acuerdo internacional como una 
sucesión en paralelo de actos unilaterales de los dos 
Gobiernos. En algún momento se produce el encuen- 
tro de ambas voluntades y se produce el acuerdo; y si 
hay acuerdo entre los dos Gobiernos, el asunto tiene 
que pasar por el Parlamento. 


Me parecía importante señalar esto porque no se 
trata de discutir si tenemos buenos sentimientos ha- 
cia las personas que piden amparo o no. Insisto en 
que acá hay otra cuestión en el medio, que es de na- 
turaleza política y que se discute entre los dos Gobier- 
nos. El Presidente de la República también fue muy 
claro al respecto, ya que en algún momento de sus 
distintas declaraciones sobre este tema dijo: «Yo paso 
facturas». Entonces, no estamos hablando de medi- 
das humanitarias sino de pasar facturas, lo que quie- 
re decir que se pedirán contraprestaciones, que serán 
unas o que quizá sean otras; no lo sabemos. Tampoco 
tenemos idea de cuáles son las contraprestaciones de 
las que estamos hablando. De todos modos, de alguna 
se habla porque el señor Presidente de la República 
lo dijo y no podemos ignorar los dichos del Primer 
Magistrado. O sea que hay alguna contraprestación 
en juego y oportunamente tendremos que conocerla, 
por la vía que corresponda. Puedo entender que esto 
no se quiera discutir públicamente, pero entonces 
habrá que hacerlo en reserva con los representantes 
de los partidos de la oposición. El Gobierno no puede 
hacer estas cosas simplemente librando a Búsqueda 
los comunicados que entienda pertinente, dejándo- 
nos a todos los demás en barbecho, recibiendo las 
palabras de los gobernantes que nos dicen que este 
tema es demasiado delicado como para ventilarlo y 
por eso tienen que mantenerlo en reserva, al igual 
que la identidad de los cinco países que nos habrían 
asesorado en esta materia. Sí, está bien, no lo digan 
aquí, díganlo en otro ámbito, pero tenemos que sa- 
berlo porque es legítimo nuestro interés por conocer 
con quiénes se asesoran, quiénes les dicen cómo son 
las cosas. 


Sobre este tema, no solo no tenemos información 
propia, sino que no tenemos capacidad para evaluarla. 
Es probable que mañana nos puedan traer un dosier 
diciendo que allí está contenida toda la información 
referida a estas cinco o seis personas que vendrían 
a Uruguay, pero no creo que en el Estado uruguayo 
haya —lo digo con todo respeto; tal vez algunas per- 
sonas puedan sentirse aludidas- gente competente 
en estos temas porque, felizmente, estamos fuera de 
todo ese mundo tan complejo, milenario, en el que ha 
habido conflictos tan sangrientos y los sigue habien- 
do. Nosotros somos ajenos a esa realidad y considero 
que no podríamos interpretar los datos que se nos 
quisieran dar acerca de eso. 
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Así que hace bien el Gobierno cuando pide aseso- 
ramiento a otros gobiernos y a otras agencias de In- 
teligencia. Es una medida acertada; creo que estuvo 
bien, pero tiene que decir con quién habló para que 
nosotros tengamos la tranquilidad de que se habló 
con quien había que hacerlo o con quien uno pueda 
pensar que está en condiciones de aportar informa- 
ción relevante y análisis de inteligencia pertinentes, 
y de hacer todo eso con lealtad hacia el Gobierno 
uruguayo, que es lo que tenemos que esperar: que 
esos asesores a quienes acudimos nos asesoren con 
lealtad. 


Si la situación se plantea en estos términos de en- 
tendimiento entre nuestro Gobierno y el de los Es- 
tados Unidos, no me parece que de por sí haya que 
rechazar el tema. No tengo esa actitud. 


En algún momento nosotros acudimos al Gobier- 
no de los Estados Unidos de América para pedirle 
US$ 1.500:000.000 a fin de salir de un trance difici- 
lísimo en 2002. Recibimos la ayuda y le agradecimos 
como correspondía. En otra oportunidad el Presiden- 
te Vázquez se dirigió al Presidente Bush para pedirle 
respaldo en un momento delicadísimo con Argentina. 
Yo creo que estuvo bien el Presidente Vázquez, -lo 
que estuvo mal fue la declaración inoportuna sobre 
el tema-—, pero no la medida. Entonces, si un día pe- 
dimos favores, no nos puede llamar la atención que 
otro día nos pidan favores a nosotros. Es evidente que 
no vamos a conceder cualquier cosa; tenemos que 
saber exactamente qué es lo que se nos pide y en 
qué términos se nos pide. Y eso es lo que no sabemos 
hoy, porque estamos discutiendo sobre la superficie 
del asunto sin conocer esa negociación que se esta- 
rá desarrollando en otros ámbitos. Por tanto, cuan- 
do terminemos de saber de qué se trata, podremos 
pronunciarnos; mientras tanto, señalo que está pen- 
diente ese planteamiento completo de la cuestión y, 
cuando lo conozcamos, nos pronunciaremos. 


Muchas gracias, señora Presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continuando con la 
lista de oradores, tiene la palabra el señor Senador 
Baráibar. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Luego de haber escuchado 
con atención la minuciosa exposición del señor Sena- 
dor Sergio Abreu y las respuestas e información que 
nos brindó el señor Ministro en las distintas interven- 
ciones, me gustaría que en alguna medida este deba- 
te quedara para la historia con algunos antecedentes 
que voy a poner sobre la mesa. 


Esperamos que nunca más vuelva a suceder algo 
similar a lo ocurrido el 11 de setiembre de 2001 en 
los Estados Unidos con las Torres Gemelas y también 
esperamos que esta cárcel de Guantánamo, que no 
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tiene la más mínima justificación legal, pase a la his- 
toria y nunca más vuelva a repetirse. 


Quiero recordar que en su campaña electoral el 
Presidente Barack Obama asumió el compromiso de 
cerrar la cárcel de Guantánamo, pero no pudo con- 
cretar esa aspiración en los plazos que él pensaba. 
Con la abundante información que ahora ha surgido 
en el sentido de que tiene la intención de hacerlo y 
en función de que quede para la historia que no que- 
remos que estos hechos se repitan, que quede para la 
historia que Guantánamo se cerró, es buena cosa que 
el Uruguay, ante un pedido de apoyo del Presidente 
de los Estados Unidos al nuestro para cerrar defini- 
tivamente este oprobio de carácter mundial, aporte a 
su mejor historia demostrando que contribuyó, den- 
tro de sus posibilidades, asumiendo riesgos. ¡Por su- 
puesto que hay riesgos! ¡Nadie puede dar garantías 
absolutas de que los ciudadanos que vengan a Uru- 
guay van a tener un comportamiento cien por ciento 
ejemplar! ¡Nadie puede asegurarlo! Hay, sí, razones 
bastante importantes como para pensar y presumir 
un comportamiento correcto. 


Por tanto, quisiera hacer una recopilación de datos 
con el fin de que queden registrados los antecedentes 
que hubo y, también, para contestar comentarios en 
el sentido de que no ha habido información. 


Quiero decir bien claro que el Presidente de la 
República ha afirmado que en un momento tuvo la 
ingenuidad de recibir en la Casa de Gobierno a una 
delegación de las Damas de Blanco a pedido de re- 
presentantes del Partido Nacional. Dijo que fue una 
ingenuidad de su parte, que eso no se volverá a repe- 
tir porque, lamentablemente, un hecho que podría 
haber sido tomado para contribuir en algún aspecto a 
la situación de Cuba, se convirtió en un hecho publi- 
citario y no quería —él lo indicó- que esto volviera a 
ocurrir en el caso de Guantánamo. Bueno, cada uno 
sabrá dónde le aprieta el zapato, cada uno tendrá que 
atenerse a lo que en esta materia le corresponda. En 
fin, esos son datos de la realidad. 


Tengo sobre mi mesa dos excelentes libros, verda- 
deros tratados sobre el tema derechos humanos. Uno 
de ellos es el Curso de Derechos Humanos y sus ga- 
rantías, escrito por Daoiz Uriarte, hoy Diputado. Se 
trata de un libro publicado recientemente —en agosto 
de 2013- que recomiendo para que a quien le intere- 
se el tema lo revise y lo tenga como libro de consulta. 


El otro libro se llama Lecciones de Derecho Inter- 
nacional de los Conflictos Armados —del cual ya hablé 
en la Media Hora Previa del Senado hace un tiem- 
po-, escrito por el doctor en Derecho y militar retira- 
do Hugo Corujo Sanseviero, que hace un minucioso 
análisis del derecho humanitario de los conflictos ar- 
mados. Lo he leído de acuerdo con mis posibilidades 
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—porque no tengo mucho tiempo- y no he encontrado 
un solo concepto, un solo principio, una sola norma 
que diga que jurídicamente lo que está haciendo el 
Gobierno uruguayo no es la mejor doctrina y práctica 
nacional e internacional en materia de derechos hu- 
manos y de derecho humanitario. Si alguien encuen- 
tra alguna contradicción, me encantaría que me lo 
dijera porque, como es natural, uno no puede tener 
la certeza absoluta, así que, en caso de existir, me 
gustaría contar con esos antecedentes. 


Con esta casi aclaración previa, paso a cómo ocu- 
rrieron los hechos y a cómo se ha informado acerca 
de ellos. Además, quisiera hacer una aclaración por- 
que no sé si quedó claro en la exposición del señor 
Ministro que todavía este tema está en un compás de 
espera, puesto que está a consideración del Congreso 
de los Estados Unidos, cuya resolución no sé siquiera 
si los estadounidenses o el propio Gobierno de Esta- 
dos Unidos pueden prever cuándo se resolverá; pue- 
de demorar un tiempo e, incluso, tener consecuen- 
cias de variada naturaleza. Por esa razón, entonces, 
todavía no va a haber noticias. 


Esta información trascendió en el semanario Bús- 
queda el pasado 20 de marzo. Allí se dice que Uruguay 
recibirá y albergará a cinco presos de Guantánamo 
a solicitud del Presidente Obama. Quiero decir que 
en Uruguay, donde muchas veces nos quejamos de 
la amplitud de la prensa —-puedo decir que no soy de 
los que más se quejan—, tenemos tres medios de co- 
municación que debo resaltar porque en información 
sobre esta materia han sido realmente ejemplares, 
tanto por la fuente de donde la procuraron como por 
las circunstancias que se dieron. Me refiero, en pri- 
mer lugar, al semanario Búsqueda en las ediciones del 
3 de abril y el 27 de marzo. El 3 de abril informa con 
lujo de detalles acerca de cómo se procedió a desig- 
nar al señor José González, hombre de confianza del 
señor Presidente de la República. Creo que si alguien 
quiere saber más es de majadero, porque aquí está 
prácticamente toda la información que se requiere 
para poder entender una situación de esta natura- 
leza. De allí surge cómo le encargó el caso el señor 
Presidente de la República, que lo llamó por teléfono, 
con quiénes se reunió, que hubo una delegación de 
los Estados Unidos que estuvo presente —figuran los 
nombres de todos ellos—, y la entrevista que mantu- 
vieron con todos los presos de Guantánamo. Reitero: 
aquí está todo. Naturalmente que cualquiera pueda 
tener la aspiración de contar con mayor información. 


Además de Búsqueda, otro semanario de gran ni- 
vel técnico e informativo —más allá de que coincida- 
mos o no con él- como lo es Brecha, en su edición 
del 28 de marzo, con una rapidez admirable, hace 
un verdadero dosier sobre el tema, donde se incluyen 
notas de Daniel Gatti, de Roberto López Belloso y de 
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Samuel Blixen, que completan la información, natu- 
ralmente con un enfoque algo distinto. 


El 24 de marzo, el Presidente de la República con- 
cede a uno de los periodistas más calificados, como 
lo es el señor Emiliano Cotelo, que tiene el progra- 
ma En Perspectiva en Radio El Espectador, una larga 
entrevista, de unos 45 minutos, en la que responde 
todas las preguntas que le formularon, algunas de 
las cuales se siguen haciendo hoy. Aquí están, con 
lujo de detalles, las respuestas que el Presidente de 
la República dio en la entrevista, aunque no sé si se 
llevó a cabo en Casa de Gobierno o si se trasladó él 
personalmente a los estudios de la emisora. Como la 
entrevista fue muy larga, simplemente voy a mencio- 
nar algunos párrafos. 


El señor Emiliano Cotelo le pregunta al Presiden- 
te Mujica: «¿Usted contestó positivamente antes de 
que fuera una misión del Gobierno uruguayo a la pro- 
pia Guantánamo, según se ha informado?». Y el Pre- 
sidente le contesta: «No, no, cuando dije “estudiarlo”, 
incluye todo eso: informar a los servicios uruguayos, 
hacer los movimientos que correspondían, las averi- 
guaciones, y después al final llegamos a la conclusión 
de que valía la pena por lo que estaba en juego. Ade- 
más a esa altura Suiza, España, Eslovaquia, Portugal, 
Irlanda, Hungría, Alemania, Francia, Bulgaria —y dejo 
algunos latinoamericanos que no quiero nombrar— 
habían recibido gente en estas condiciones. 


A su vez, a esa altura habían vuelto a Afganistán, a 
Argelia, a Canadá, a Chad, a Irak, a Kuwait, a Arabia 
Saudita, a Somalia, a Sudán, a Yemen prisioneros que 
tenían esos orígenes». Aquí vemos una forma distinta 
de darles la libertad al enviarlos a sus países, cuando 
se daban las condiciones. 


A continuación, el señor Presidente agrega: «¿Por 
qué no fueron todos de vuelta a sus respectivos paí- 
ses? Por las condiciones internas de esos países, por 
una razón de seguridad». 


Sin querer extenderme mucho, voy a leer otra 
pregunta que le hizo al señor Presidente el periodista 
Emiliano Cotelo: «Le menciono algunos de los cues- 
tionamientos que ha recibido esta decisión suya. Us- 
ted dijo al pasar recién “ayudar al Gobierno del Presi- 
dente Barack Obama, al Gobierno de Estados Unidos 
a deshacer este entuerto”, pero algunos lo han plan- 
teado en términos bastante más breves: ¿cómo es eso 
de que un Gobierno de izquierda le está haciendo un 
favor al Presidente de Estados Unidos?» A esto, el 
Presidente Mujica responde: «Muchas veces lo hemos 
criticado y lo vamos a seguir criticando al Gobierno de 
Estados Unidos». 


Y aquí hago una pequeña digresión. En un juego 
de campaña política surgió la idea de que cuando el 
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señor Presidente fuera a Estados Unidos le plantea- 
ra al Presidente Obama la posibilidad de realizar un 
TLC; esa es una más de las muchas jugarretas polí- 
ticas que no nos deben sorprender en una campa- 
ña electoral. No nos sorprendemos ni nos enojamos, 
pero creer que se estaba pensando en ese procedi- 
miento -que se podría haber planteado más «mano 
a mano» con la Presidencia, con el Gobierno o con 
el Canciller- y se hace público, generando un hecho 
político, es otra cosa. Muy claramente dijimos que no 
había condiciones para un TLC; tampoco las había 
en aquel momento, porque el TLC que nos propusie- 
ron con Perú era inadmisible, y TLC en países como 
México-EE.UU. están en discusión porque no se sabe 
si el país gana o pierde, pues gana en unos aspectos y 
pierde en otros, y ese balance siempre está presente. 
Como dije, no era el momento y no está clara su con- 
veniencia, porque si bien unos ganan, otros pueden 
perder y el Gobierno debe hacer un balance correcto. 


Vuelvo a la respuesta del Presidente Mujica que 
decía: «Muchas veces lo hemos criticado y lo vamos a 
seguir criticando al Gobierno de Estados Unidos. Pero 
acá la gente que razona así nunca estuvo ni media 
hora en un calabozo de garrón. Vale bien la causa si 
se ve que hay gente que ha pasado 12, 13 años pri- 
vada de libertad en condiciones increíbles, y eso es 
una verdadera vergúenza. Esa es la ayuda. Pero hay 
una cuestión de principios. Además yo dije una cosa 
por ahí, muy breve, de la cual sacaron conclusiones: 
“paso la boleta”...». 


El periodista Emiliano Cotelo le pregunta: «¿Cómo 
es esta negociación?» Entonces, el Presidente Mujica 
aclaró que no iba a poner como moneda de cambio la 
situación en Cuba, pero informó que cuando estuvo 
con Raúl Castro con motivo de la reunión de Celac 
le informó al respecto y este le dijo que la veía como 
una idea positiva. 


La entrevista, que es del 24 de marzo, salió en El 
Espectador y la pueden buscar en la web. Por tanto, 
información hay. 


Como si fuera poco —y voy terminando con este 
racconto- tenemos la versión taquigráfica completa 
de la comparecencia del señor Canciller en la Co- 
misión de Asuntos Internacionales de la Cámara de 
Diputados. Me pregunto cuántos señores Senadores 
la han leído. Algunos —-aunque no muchos- me seña- 
lan que lo hicieron. La reunión se llevó a cabo el 28 
de marzo, duró unas tres horas y media y el informe 
del señor Canciller insumió casi todo el tiempo. La 
información a que hice referencia fue publicada el 
20 de marzo y ya el día 28 el señor Ministro de Rela- 
ciones Exteriores estaba compareciendo ante la Co- 
misión de Asuntos Internacionales de la Cámara de 
Diputados. En la versión taquigráfica figura toda la 
fundamentación jurídica y política, así como también 
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las circunstancias que rodearon la decisión de acep- 
tar el ofrecimiento. 


En suma, señora Presidenta, quiero que estos 
antecedentes —hay más pero no quiero extender- 
me- queden como historia de lo que no debería ocu- 
rrir, como fue la caída de las Torres Gemelas el 11 
de setiembre de 2001, o la prisión de Guantánamo. 
Cuando un Presidente de Estados Unidos -sea el que 
sea— quiere tomar la decisión de terminar con este 
oprobio de la humanidad, quiero que Uruguay, que 
fue invitado a ese club de países que pueden colabo- 
rar, tenga esa posibilidad. Nadie ha analizado acá -—y 
yo tampoco lo voy a hacer ahora- qué se habría dicho 
si se hubiera contestado que no, aunque sería inte- 
resante hacerlo. En esa instancia asumimos riesgos, 
pero como lo decía el señor Presidente, los asumimos 
por una causa humanitaria por la cual bien vale ju- 
garse el pellejo. 


Muchas gracias, señora Presidenta. 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señora Presidenta: en su ex- 
posición, el señor Senador Baráibar hizo referencia 
al planteo del señor Senador Bordaberry en actos 
públicos y medios masivos en el sentido de celebrar 
un TLC con Estados Unidos, llamándolo «sucia ju- 
garreta». Debo decir que rechazo con dolor ese tipo 
de calificativos, absolutamente gratuitos e inapropia- 
dos, porque es una muestra cabal de lo que no hay 
que hacer si queremos llevar adelante una campaña 
electoral civilizada y respetuosa. Lamento este tipo 
de pérdidas de estilo en un ámbito como este. 


Era cuanto quería manifestar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continuando con la 
lista de oradores, tiene la palabra el señor Senador 
Agazzi. 


SEÑOR AGAZZI.- Señora Presidenta: en primer 
lugar, quiero decir que cuando se planteó esta sesión, 
la Bancada del Frente Amplio decidió dar su apoyo 
en el entendido de que el tema estaba teniendo una 
difusión pública muy desinformada, y se decían cosas 
muy diferentes, algunas hasta contradictorias. Consi- 
deramos, entonces, que sería bueno que en el seno de 
esta Cámara se pudiera contar con la voz autorizada 
del Gobierno para explicar con precisión los hechos 
acontecidos y las perspectivas. Ya había comparecido 
el señor Ministro en la Cámara de Diputados, pero 
al hacerse el planteo en la Cámara de Senadores, lo 
apoyamos. 
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Creo que hay un asunto central en todo esto y es 
que la cárcel de Guantánamo no tiene ningún respal- 
do jurídico, es una vergúenza internacional, y así ha 
sido caracterizada en los organismos internacionales 
desde todo punto de vista: jurídico, académico y de la 
opinión pública en general. Diría más, no solo la cár- 
cel es una vergúenza, sino Guantánamo; realmente 
es una vergúenza que una parte de la República de 
Cuba esté ocupada por la fuerza. Por eso, entendimos 
que valía la pena recibir la información. 


Hoy, en el mundo global, las noticias demoran 
fracciones de segundo en saberse en todas partes, y 
lo cierto es que la prensa ha jugado un papel en la 
difusión de este tema, tanto a nivel nacional como 
internacional. Así son las cosas, y lo digo no para que- 
jarme, sino para constatar que muchas veces se nos 
introducen temas como consecuencia de trabajos de 
investigación, de filtraciones, o de utilización de la 
prensa, que es un actor más que está participando. 
No voy a enjuiciar a nadie en esto, pero sí es algo que 
constato. 


Estamos ante un asunto importante y también de- 
licado porque, en última instancia, es consecuencia 
de la política de defensa o —podríamos decir— de la 
defensa de los intereses globales que tiene Estados 
Unidos de América. En función de eso invadió paí- 
ses, ocupó y organizó golpes de Estado. Así que son 
cosas muy importantes para el planeta que terminan, 
en este caso, en esta pequeña discusión de cómo se 
«desparraman» los ciudadanos que están en Guantá- 
namo, que no son refugiados ni presos, sino que están 
secuestrados, técnicamente hablando. 


El señor Ministro nos explicaba que son los Esta- 
dos los que deben proteger a los ciudadanos sin pro- 
tección. Eso es lo que dicen los convenios internacio- 
nales, de modo que es así. La Convención de Ginebra 
rige plenamente en el Uruguay; fue aprobada por ley, 
y nosotros somos signatarios. Desde luego, todos los 
Estados obran buscando cuidar su seguridad, y noso- 
tros también tenemos que cuidar la nuestra. Ahora 
bien; nuestra seguridad corre riesgos hoy, pero ayer 
también los corría. Hay organismos que se encargan 
de ese tema. Entonces, no me van a decir que cinco 
personas van a desestabilizar un panorama de inse- 
guridades de distintos tipos que tiene el país. Creo 
que en estas situaciones es difícil conciliar la segu- 
ridad nacional con la obligación de cooperación en 
la promoción de los derechos humanos en el mundo. 
Por supuesto, siempre tenemos una gran preocupa- 
ción por nuestra seguridad. Nadie nos va a sacar de 
la mano la bandera de preocuparnos por la seguridad 
nacional. 


Quiero decir, señora Presidenta, que en realidad, 
por lo que se ha divulgado y sabemos, existió una mo- 
vida inicial; quien jugó con blancas fue el Gobierno de 
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los Estados Unidos, que es el que tiene el problema 
de desarmar aquello. Eso, para nosotros, no conlleva 
ninguna culpa, sino que constituye una oportunidad. 
¿Podemos hacer algo en este momento? El señor Mi- 
nistro dijo: «Estamos por encima del pedido de Oba- 
ma». El pedido de Obama fue la puertita. Ahora bien; 
actualmente, en este momento, a esta altura de estos 
acontecimientos, ¿podemos hacer algo? 


Toda esta discusión a nivel de la prensa, de la Cá- 
mara de Representantes y aquí se está dando en un 
momento muy particular: en la mitad del río. No sa- 
bemos cómo va a seguir. Es muy difícil explicar qué 
va a pasar después. Quizás muchas de las discusiones 
estén marcadas porque hay colegas que no quieren, 
de ninguna manera, que en estas circunstancias se 
utilice el derecho de asilo para los posibles refugiados 
provenientes de Medio Oriente que, por otra parte, se 
ha dicho que son terroristas y que pertenecen a una 
organización. ¿Cuál es la organización? Nadie aquí 
puede decir a qué organización pertenecen. Quizá el 
Poder Ejecutivo pueda tener esa información. 


Entonces, señora Presidenta, si miramos este 
asunto desde el punto de vista de los derechos hu- 
manos, en realidad le estamos sacando las castañas 
del fuego a los secuestrados de Guantánamo. ¡Ojalá 
a mí me hubieran preguntado, en otros momentos, 
si estaba de acuerdo con irme a otro país! ¡Y ojalá 
me hubieran liberado para que lo hiciera! ¡Miles de 
personas en el Uruguay hubieran aprovechado muy 
bien esta oportunidad para salir de las circunstancias 
en que estaban viviendo y acceder a condiciones de 
vida distintas! 


Creo que bien podemos criticar a Guantánamo, a 
la cárcel y, después, cruzarnos de brazos y quedarnos 
tranquilos. Lo que está haciendo el Gobierno es apro- 
vechar una oportunidad para una acción, que voy a 
caracterizar un poco más adelante. 


Ahora bien; ¿vamos a pedir a los servicios ameri- 
canos la calificación? Teniendo en cuenta lo que de- 
cía hoy el señor Senador Rosadilla, imenos mal que 
el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos no pidió a los servicios america- 
nos la calificación de muchos de nosotros cuando tu- 
vieron que mandarnos para acá y para allá, porque si 
lo hubieran hecho, estábamos fritos! Me parece que 
cuando se utilizan estas herramientas jurídicas hay 
que cumplir de pe a pa con lo que está establecido y, 
en nuestro caso, con lo que fija la Ley n.” 18076. No 
puede haber arreglo entre países que no pase por res- 
petar, de pe a pa, lo que determina esa ley y otras que 
han sido mencionadas por el señor Ministro, pues son 
las bases jurídicas que hay en el Uruguay. 


En lo personal, creo que este es un compromiso 
con las normas del Derecho Internacional. Es cierto 
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que se trata de un tema singular y, además, raro en 
el sentido de que atraviesa como un bólido en este 
momento y en este año electoral, en el que estamos 
discutiendo tantas cosas. 


¿Cómo hacemos con los presos de Medio Oriente, 
que los tenía Estados Unidos, que ahora los quiere 
soltar y nosotros, a su vez, queremos aplicar el De- 
recho Internacional Humanitario? ¿De qué lado nos 
ponemos? Es bravo ponerse, unos de un lado del 
mostrador y, los demás, del otro, para tirarse con las 
boleadoras. Este es un tema transversal y raro —reite- 
ro— por la manera en que se introdujo. Estamos ante 
un problema nuevo; no recuerdo que en el Parlamen- 
to —por lo menos en este último período de Gobier- 
no- haya habido una discusión acerca del Derecho 
Internacional Humanitario. 


Por otro lado, tengo aquí —quiero decirlo- todas 
mis documentaciones de refugiado: el certificado de 
refugiado de ACNUR, el documento del país donde 
fui tomado como refugiado y la carta de viaje que es- 
tablece la Ley n.” 18076. Al respecto, perfectamente 
verifiqué que esta ley fija todos los pasos que tuve 
que dar en los organismos internacionales. Quienes 
fuimos refugiados en algún momento debemos tener 
palabras de agradecimiento a los organismos interna- 
cionales que, en defensa de los derechos humanos, 
nos permitieron trabajar, estudiar, vivir con nuestra 
familia y criar a nuestros hijos en un ambiente de so- 
lidaridad y con gente a la que siempre vamos a recor- 
dar con mucho cariño, allí en los lugares donde nos 
tocó refugiarnos. Con estas palabras también quiero 
trasmitir mi solidaridad con quienes están secuestra- 
dos en Guantánamo y mi deseo de que puedan tener 
las mismas oportunidades que tuvimos nosotros de 
vivir en un país, juntarse con su familia, trabajar, es- 
tudiar, hacer las cosas que hacemos las personas co- 
munes y corrientes, si es que tienen los méritos para 
ello, y si no los tienen, no lo harán en esta tierra en la 
que nosotros estamos hablando hoy. 


Con relación a este caso tan singular, se nos plan- 
tea una cosa nueva: dejamos de ser un país de renta 
media para pasar a ser un país de renta alta, lo cual 
nos quita ciertas ayudas internacionales y nos obliga 
a algunas otras cosas. Podemos ayudar a que el mun- 
do sea un poco mejor para alguna gente que lo está 
necesitando. No actuemos solo a demanda de algún 
Presidente que está estrangulado por un compromiso 
que no puede cumplir; actuemos también en base a 
nuestros principios. Tenemos algunas cosas a favor 
como para poder ayudar a la gente a que pueda for- 
marse en el trabajo, en la producción. Me parece que 
en este sentido, como país, tenemos una situación 
singular. Y me alegra mucho lo que el señor Ministro 
de Relaciones Exteriores ha dicho acerca de su viaje 
a los campamentos en Jordania, porque ahí hay gen- 
te que precisa nuestra ayuda. Lo que tenemos que 
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demostrar con hechos concretos es que estamos dis- 
puestos a dar una mano a quienes están padeciendo 
situaciones -sin saber, muchas veces, el porqué de 
ellas- que, al menos por ahora, no tienen arreglo; oja- 
lá que algún día puedan tener una interpretación de 
lo que les pasó a sus padres y a ellos mismos, y pue- 
dan dar una mano para solucionar esos problemas. 


Es cuanto quería decir, señora Presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continuando con la 
lista de oradores, tiene la palabra el señor Senador 
Mezzera. 


SEÑOR MEZZERA.- No pensaba hacer uso de la 
palabra, pero dado que hay un tema que para mí es 
importante y no fue mencionado a lo largo de la dis- 
cusión, pido la paciencia de los señores Senadores 
para hacer rápidamente dos o tres consideraciones. 


Aquí se ha hablado de los derechos humanos y 
se los ha opuesto a la seguridad nacional o a la de 
los uruguayos. Sin querer maximizar este asunto ni 
compararlo con otro, recuerdo un problema similar 
que se planteó a mediados del siglo pasado en esta 
misma Sala, donde también fue laudado; me refiero 
a la pretensión del Gobierno norteamericano de ins- 
talación de bases en Laguna del Sauce. Por supuesto 
que estamos hablando de cosas diferentes. En aquel 
momento aquello era más grave, pero acá estamos 
hablando del terrorismo internacional, por lo que no 
debemos dejar de darle importancia. En aquel mo- 
mento se esgrimía la necesidad de asegurar la paz 
mundial mediante la tutela de Estados Unidos y la no 
intervención en el territorio uruguayo por parte de 
ese país. Aquí estamos diciendo que para proteger los 
derechos humanos el Uruguay debe hacer un acuer- 
do con Estados Unidos. ¡No vemos la necesidad de 
celebrar acuerdo alguno con Estados Unidos! 


Entre los derechos humanos y la seguridad nacio- 
nal —-entre esos dos extremos, en ninguno de los cua- 
les nos pondremos- el acuerdo con Estados Unidos 
vulnera la soberanía nacional. Se está vulnerando la 
soberanía nacional desde que se está negociando con 
Estados Unidos la forma en la que Uruguay debe pro- 
cesar la protección de los derechos humanos, ¿por 
qué? Porque, como muy bien dijo el señor Senador 
Lacalle Herrera, hay que tomar en cuenta dónde se 
originó este asunto. No fue que al Gobierno urugua- 
yo, al Canciller, o a quien fuere, un día se le ocurrió 
la idea de que había que salir a proteger los derechos 
humanos de los presos de Guantánamo y, entonces, 
dijo: «Vamos a ofrecer la mediación o la intervención 
del Uruguay para ello». No fue así. Acá hubo un pedi- 
do de Estados Unidos, una negociación que Uruguay 
no tenía por qué aceptar; o sea, pudo haber dicho que 
no. Se ha afirmado que no hay un intercambio. No sé 
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si lo hay, o no, pero sí existe una negociación, y toda 
negociación conlleva un intercambio. 


Nos sorprende que, justamente el partido de Go- 
bierno, que no quiso siquiera negociar un Tratado 
de Libre Comercio con Estados Unidos, ahora esté 
negociando temas de derechos humanos y aceptando 
lo que resuelva el Congreso de ese país en cuanto a 
autorizarnos, o no, y en cuanto a fijar las condiciones 
en las que esos «refugiados» —dicho esto entre comi- 
llas—- vendrían a Uruguay. Más allá de que queramos 
proteger los derechos humanos y la seguridad nacio- 
nal, ¿cómo podemos aceptar eso si vulnera nuestra 
soberanía? Aceptarlo representa, además, avalar la 
intervención de Estados Unidos en este tema, es de- 
cir, avalar administrativamente las resoluciones de 
ese país con relación a los presos de Guantánamo. 
O sea que estamos avalando lo que Estados Unidos 
decida sobre lo que puede hacerse o dejar de hacerse 
con respecto a los presos de Guantánamo. 


Se ha dicho que las organizaciones o agencias in- 
ternacionales de seguridad —obviamente, la Agencia 
Central de Inteligencia debe ser una de las cuatro o 
cinco que mencionó el señor Canciller— han asegura- 
do o han informado al Uruguay que estos presos no 
revisten peligrosidad. ¡No tengo por qué remitirme 
a la información de las centrales de Inteligencia de 
otros países y menos aún a la de la Agencia Central de 
Inteligencia americana! El Uruguay tendrá que saber 
si admite o no a estos «refugiados» —dicho esto entre 
comillas— sacando sus propias conclusiones. 


Si los americanos realmente quieren desmantelar 
Guantánamo, como en un momento dijo el señor Se- 
nador Abreu, que liberen a los presos, que podrán ser 
inmigrantes en el Uruguay sin necesidad de acuerdo, 
trato ni tratado de clase alguna. Si son perseguidos 
políticos y vuelven a sufrir persecución, vendrán al 
Uruguay y aquí se los aceptará sin necesidad de acor- 
dar con nadie y sin que nadie marque la cancha sobre 
qué es lo que nuestro país tiene que hacer para acep- 
tar o no a esta gente. 


Si con esto Uruguay pretendiese realizar un acto 
humanitario, correspondería que lo pidiera y mar- 
cara la cancha en cuanto a la forma de otorgar ese 
derecho. De ningún modo corresponde que otros le 
marquen la cancha sobre si lo puede otorgar, cómo 
debe hacerlo y qué tiene que hacer con los refugiados 
después, es decir, si puede dejarlos ir o no, o si tiene 
que vigilarlos o no. Ese es un acto soberano de nues- 
tro país, y la decisión debería ser tomada solo por el 
Uruguay. Si Estados Unidos quiere tomar la decisión 
—él solo— de liberar a los presos, puede hacerlo, y una 
vez que estén libres, si fueran objeto de persecución 
política, el Uruguay tomaría su propia decisión, soli- 
taria y responsable, en cuanto a si los admite como 
refugiados. ¡Eso es todo! ¡Para eso no es necesario 
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ningún acuerdo, tratado ni ley! Simplemente se trata 
de aplicar el derecho de los refugiados que está es- 
tablecido en los Tratados internacionales ratificados 
por el país y en la Ley n.* 18076. 


Era cuanto quería manifestar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continuando con la 
lista de oradores, tiene la palabra el señor Senador 
Fernández. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Señora Presidenta: quie- 
ro referirme a dos o tres aspectos que fueron plan- 
teados por algunos señores Senadores y que, en lo 
personal, considero importante ratificar. 


El Frente Amplio siempre reclamó el cierre de la 
cárcel de Guantánamo; así lo ha venido haciendo in- 
cluso desde antes de constituirse como esta fuerza 
política, es decir, cuando los grupos de izquierda esta- 
ban separados. De modo que es tremendo que se diga 
que no hemos sido críticos y que no hemos planteado 
el cierre de la cárcel. Eso lo hemos planteado, diría, 
desde toda la vida. 


Por otro lado, si los Jueces de Estados Unidos —no 
digo americanos porque americanos somos todos— no 
han encontrado prueba alguna de culpabilidad de es- 
tos seres humanos que están allí, en esa cárcel, en 
nefastas condiciones, es posible que tomen la versión 
taquigráfica de esta sesión y le pidan a algún señor 
Senador que presente las pruebas. ¡El señor Senador 
Heber ha dicho que son terroristas! O sea que los 
acusa de tales. Es entendible que en el devenir de 
una fuerte discusión a veces uno pueda pasarse de 
límites, pero en este aspecto, cuando estamos hablan- 
do de transitar por cuestiones de carácter fundamen- 
talmente humano, no podemos plantear las cosas de 
la manera en que se lo ha hecho, diciendo que son de 
tal manera, o de tal otra. 


Por otro lado, se ha seguido insistiendo en cuáles 
fueron las agencias a las que se pidió información. 
Creo que —tal como lo ha manifestado el señor Sena- 
dor Pasquet- en algunos casos es muy bueno manejar 
estos temas en forma reservada. Ahora bien, quiero 
decir lo siguiente: me gustaría que en algún momen- 
to nos mirásemos un poco en el espejo retrovisor y, 
en relación a algunos casos que se dieron en nuestro 
país, nos preguntásemos a qué agencia se pidió infor- 
mación para luego llegar a situaciones tan tremendas 
como aquellas a las que se arribó en alguna ocasión, 
que no es mi intención señalar ahora para no ingresar 
en otras discusiones. 


Recuerdo que, de gurí, mi padre siempre me plan- 
teó que este país tenía cosas muy interesantes a nivel 
de los trabajadores. Me contó que habían venido des- 
de Europa, que muchos llegaron a la Argentina y —no 


48-C.S. 


sé por qué razón- allí no fueron aceptados; entonces 
los mandaron para el Uruguay. Aquí, los batllistas de 
principios del siglo pasado —Batlle y Ordóñez, Arena-, 
recibieron a quienes, en su mayoría, eran anarquis- 
tas, pero con mucha capacidad, inclusive desde el 
punto de vista de su oficio, que marcaron mucho en 
la enseñanza. Supongo que el conjunto de los repre- 
sentantes de los partidos políticos debieron recibir- 
los con los brazos abiertos, aun cuando muchos de 
ellos —insisto- eran anarquistas, pues así se decía. 
Ahora bien; me pregunto lo siguiente: ¿esas personas 
que vinieron al país generaron inestabilidad de algún 
tipo? ¿Dejaron, además, de pensar como lo hacían? 
No. Se integraron a una sociedad que los recibió con 
los brazos abiertos y les dio el cariño que había que 
darles. 


Entonces, no entiendo por qué se dice tanto «icui- 
dado con estos que vienen a generarnos no sé qué 
cosa!». ¿Cuánta gente ha entrado al Uruguay, se ha 
integrado, y nadie sabe quiénes son o qué dejaron de 
hacer en su país? Me pregunto: ¿por qué tenemos 
que estar con este tema en el Uruguay, un país, un 
pueblo que recibió la solidaridad de naciones de todo 
el mundo? Nuestros hombres y mujeres, con diferen- 
tes ideologías, llegaron a distintos países y ningún Go- 
bierno les preguntó qué pensaban, sino si necesita- 
ban apoyo, y lo recibieron. ¡Cuántos países europeos 
e, inclusive, cuántos latinoamericanos lo hicieron! 


El señor Senador Agazzimencionó que estuvo exi- 
liado en París, Francia. ¿Acaso le preguntaron si fue 
expulsado del país por pertenecer a una organización 
de cierto carácter, fuera de la ley? Quizás se lo hayan 
preguntado, pero no me enteré de que el señor Se- 
nador Agazzi se haya propuesto hacer cosas contra el 
Estado francés, ni mucho menos. Al contrario; desde 
allí, con las fuerzas democráticas de Francia, intentó 
ayudar a que el Uruguay tuviera su camino a la de- 
mocracia. 


Por lo tanto, señora Presidenta, está muy bueno 
lo que se está haciendo. Según nos ha planteado el 
señor Ministro, todavía falta mucho; hay que esperar 
y se seguirá caminando, pero es positivo que todos 
estemos informados, sigamos paso a paso y nos mos- 
tremos como hemos sido siempre las uruguayas y los 
uruguayos: abiertos a recibir pluralmente. 


Quiero agregar que el Comité Central Israelita del 
Uruguay pidió una entrevista al señor Presidente de 
la República y, a su salida, el portavoz —creo que su 
Presidente- dijo: «Nos faltan algunos elementos, pero 
salimos muy conformes con la charla mantenida». 
Por lo tanto, también allí se mostraron con la apertu- 
ra que todos debemos tener. 


En definitiva, saludo este trabajo que venimos rea- 
lizando paso a paso. Ojalá que tenga el mejor de los 
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resultados y que dentro de unos años, al contrario de 
lo que piensan otros señores Senadores, podamos de- 
cir «gracias por seguir siendo abiertos, por mantener 
la coherencia que el país ha tenido siempre o toda vez 
que ha podido». 


SEÑOR LAMORTE.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador. 


SEÑOR LAMORTE.- Señora Presidenta: en este 
caso se está planteando que cuando sale un exiliado 
hacia afuera no participa en situaciones políticas ni 
en acciones armadas en países extranjeros. 


He seguido el tema, he escuchado a muchos de los 
Senadores del Gobierno, y realmente entiendo que 
debemos hacer un ejercicio de coherencia porque 
estamos hablando de algo de fondo y todos sabemos 
de la participación, por ejemplo, de gente del Movi- 
miento de Liberación Nacional-Tupamaros en otros 
países. Hay gente que acompañó a Cuba, en Angola. 
No sé si el señor González, que asesora en este caso 
en particular, no estuvo peleando en Angola. 


No sé cuál es la risa. Hago esta pregunta seria- 
mente, repito, seriamente. 


Entonces, me preocupa esto para el caso de Uru- 
guay. Sé que de repente se manejan criterios hacia un 
lado y hacia el otro y que las acciones realizadas por 
algunos son místicas y salvadoras y las realizadas por 
otros son terroristas, pero la situación es de fondo, 
no es tan light como se pretende decir. No todo han 
sido rosas ni situaciones que simplemente se arreglan 
como mostró el señor Senador Agazzi, como refugia- 
do. Se vivieron situaciones complejas en Latinoamé- 
rica; hay conversaciones anteriores con Estados Uni- 
dos que no nos quedan claras; aquí, en el país, hubo 
ajusticiamiento de funcionarios de Estados Unidos 
por parte de organizaciones que pertenecen al Frente 
Amplio. Hay situaciones muy complejas y muy graves; 
por lo menos, mi generación así las vivió. 


Cada uno de los señores Senadores ha tenido su 
vivencia particular, especial y humana y creo que 
sería bueno que, como uruguayos que somos todos, 
miremos esto justamente, desde los errores que po- 
damos haber cometido en los compromisos y acciones 
asumidos, teniendo en cuenta que esto también será 
una responsabilidad para el Uruguay. 


Agradezco al señor Senador y a la señora Presi- 
denta por la interrupción. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Fernández. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Señora Presidenta: sim- 
plemente quiero terminar con lo siguiente. Me siento 
orgulloso de la lucha que ha dado mi pueblo desde 
siempre por la democracia, por la defensa de las ins- 
tituciones democráticas y por saber seguir los pasos y 
las mejores tradiciones históricas del país. 


Hoy en día hay miles de uruguayas y uruguayos 
fuera del país. Ojalá en tiempos no tan lejanos po- 
damos discutir sobre el voto de todos ellos, para que 
sigan integrados al país y para poder sentir que los 
uruguayos estamos en todos lados, como también 
otros pueblos tienen esa oportunidad, simplemente, 
para ser coherentes. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Le aclaro al señor Se- 
nador Lamorte —para que se quede tranquilo— que el 
señor José González estuvo preso durante trece años 
en el tiempo de la dictadura. 


No habiendo más anotados en la lista de oradores, 
tiene la palabra el miembro convocante, señor Sena- 
dor Abreu. 


SEÑOR ABREU.- Señora Presidenta: quiero dejar 
constancia de que han quedado una cantidad de du- 
das y que deberíamos tener una información mucho 
más precisa. 


Además, quiero decir algo porque parece que todo 
lo que podamos argumentar desde el punto de vis- 
ta jurídico no es de recibo: estamos equivocados con 
respecto al concepto de la confidencialidad. 


Realicé una consulta expresa al profesor Carlos 
Delpiazzo —quizás algunos lo respeten, otros no, pero 
es un hombre de Derecho Público, un profesor— y me 
ha dicho que en la arquitectura de nuestra Constitu- 
ción el Parlamento es el último controlador y el con- 
trolado no puede sustraerse al controlante guardando 
silencio. En todo caso, el controlante será responsa- 
ble del manejo de la información. De manera que 
quiero decir, con total franqueza, que no se nos da 
la información porque no se quiere y que no se tiene 
ningún respaldo legal para ocultarla. Menos se puede 
decir, en términos generales, que estamos frente a un 
acto de fe. El Parlamento no tiene que hacer un acto 
de fe y es el último controlante. No entiendo cómo se 
puede interpretar que no podemos tener determina- 
da información que pedimos, cuando se puede mane- 
jar con la reserva del caso ya que se tienen todos los 
mecanismos, incluso en el Reglamento del Senado y 
en la Constitución de la República, para hacerlo. La 
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confidencialidad la tienen otros órganos, otras insti- 
tuciones, pero no nosotros. 


Si el silencio en el Parlamento es la respuesta del 
Poder Ejecutivo para informaciones de enorme im- 
portancia, sin amparo legal —podemos después hacer 
la consulta que quieran—, quiero decir que nueva- 
mente estamos amparándonos en normas que no lo 
resguardan. Quienes tenemos el ejercicio del control 
en el juego de los Poderes del Estado, por lo menos, 
deberíamos saber cuáles son los criterios, los antece- 
dentes e incluso la forma y las personas que se están 
manejando, aun pudiendo tener las garantías de la re- 
serva del caso. El Poder Ejecutivo no puede decir —lo 
digo con absoluta convicción y respaldo jurídico- que 
no está en condiciones de brindar esta información. 
De manera que actos de fe, acá no. El único acto 
de fe que tenemos es en la democracia. Pero que se 
venga a decir que no se puede dar una información al 
Parlamento, con el manejo de las debidas prudencias 
y resguardos, no me parece que sea lo más adecuado 
y más aún en un tema de esta naturaleza. 


Agradezco al señor Canciller su comparecencia y 
las explicaciones brindadas, así como también la pre- 
sencia de la profesora Belela Herrera. Aquí dejamos 
claramente establecido nuestro planteamiento jurídi- 
co, nuestro alcance y lo que pensamos sobre el tema, 
sobre el juego de las institucionalidades y sobre los 
tratados jurídicos. 


Asimismo, queremos dejar planteado que este 
tema no ha quedado claramente definido, que tene- 
mos más dudas que con las que llegamos y que, en 
su momento, el Parlamento va a tener que tomar una 
decisión porque, además, estamos dependiendo de lo 
que pueda hacer el Congreso de los Estados Unidos, 
lo que significa que estamos dependiendo de una bi- 
lateralidad, cuando la decisión debe ser tomada por 
ley. Y esa ley —reitero- se va a discutir en su momento. 
Además, todavía tenemos esa dependencia de carác- 
ter político. Por algo, a decenas de personas no se 
las ha podido colocar en otros países del mundo; por 
algo, Austria, Italia, Suecia —países con cuyo sentido 
de receptividad a veces nos llenamos la boca— han 
dicho que no; por algo es. Y el Canciller no me ha 
contestado si se ha modificado el criterio a través 
del cual son aptos para la liberación los mismos que 
fueron calificados y clasificados como aptos para la 
transferencia y con alto riesgo. 


Dentro del juego democrático nos damos por se- 
miinformados y semisatisfechos porque en el ejerci- 
cio de estos temas parece que tenemos que resumir 
hasta un acto de fe para ver si realmente se cum- 
ple con la ley y la Constitución de la República y si 
se resguarda la seguridad del país, nada menos que 
la seguridad en el ámbito más sensible que tiene el 
mundo entero, que es el flagelo del terrorismo. En 
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cuanto a lo humanitario, nadie puede decir que sea 
más humanitario que nosotros; en cuanto a respe- 
tar el derecho, sí, se podrá discutir. Pero con respec- 
to a la transparencia en el manejo de esos temas, el 
Gobierno ha dejado mucho que desear y lo lamento 
enormemente. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- A efectos de ir culmi- 
nando con la convocatoria, tiene la palabra el señor 
Canciller. 


SEÑOR MINISTRO.- Señora Presidenta: creo 
que hemos sido más que claros. Hemos sido absolu- 
tamente claros en cuanto a las opciones jurídicas que 
el país tiene por delante, a la posibilidad de aplicar la 
ley de migración, el instituto de asistencia humanita- 
ria y el refugio. En cada caso hemos desagregado los 
artículos correspondientes y hemos sido muy precisos 
al respecto, en la información pertinente. Asimismo, 
señalamos que, de acuerdo con los antecedentes de 
que disponemos, estos detenidos ilegales en Guantá- 
namo tienen en Uruguay un lugar donde pedir refu- 
gio, lo que se considerará conforme a la normativa 
vigente y a nuestros compromisos internacionales. 
Para resolver esos asuntos, iremos por el camino que 
corresponda. 


Por otro lado, hemos sido muy claros en cuanto a 
la consecución de los antecedentes y en cuanto a la 
profesionalidad del trabajo del señor José González, 
así como también a la profesionalidad del trabajo de 
las áreas de Investigación e Inteligencia uruguayas. 
Hemos solicitado cooperación internacional a los 
efectos de asegurarnos en cada uno de los extremos 
y en cuanto al criterio actual de calificación de estas 
personas, criterio del que se desprende que revisten 
un riesgo mínimo. Reitero que hemos sido muy claros 
en explicar cada uno de los puntos en cuanto a la 
aplicación jurídica, al compromiso humanitario y a la 
seguridad del país. 


Ese ha sido nuestro objetivo. Desde ningún punto 
de vista hemos actuado con ingenuidad ni nos hemos 
desprendido de nuestro compromiso, ante la comu- 
nidad internacional, de asumir responsabilidades en 
materia de protección de derechos humanos, de asu- 
mir responsabilidades en cuanto a la posibilidad del 
cierre de Guantánamo o de recibir en nuestro país 
a aquellos que se han visto perseguidos en distintos 
ámbitos del mundo y han terminado recluidos, du- 
rante más de diez años, sin recibir una acusación y 
sin haber visto a un juez o a un fiscal. Nuestro com- 
promiso en este tema tiene que ver, también, con su 
inserción en nuestro medio, con la contención social 
que podamos brindar y con la cooperación interna- 
cional que podamos recibir al respecto. 
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En ese sentido, como hemos señalado, en nuestro 
viaje a Medio Oriente hemos trabajado puntualmente 
esos temas a los efectos de asegurar esas variables de 
contención. En todo caso, siempre lo hemos hecho en 
función de lo que necesita nuestro país, de aquellas 
cosas que son fundamentales y que hacen a nuestro 
ser nacional, de aquellas cosas que tienen que ver 
con Batlle y Ordóñez recibiendo a los anarquistas o 
con cada oportunidad que Uruguay tuvo de acoger a 
gente que podía estar sufriendo persecuciones. Los 
anarquistas que recibió el Gobierno de José Batlle 
y Ordóñez también estaban acusados de terroristas 
y tampoco encontraban refugio en ningún lugar del 
mundo ni de nuestro continente. Es decir que este 
tema tiene una línea histórica de la que no nos pode- 
mos desprender. 


No tenemos un acuerdo con Estados Unidos; 
tenemos un intercambio de comunicaciones en las que 
hemos puesto condiciones. Nosotros hemos puesto 
condiciones a Estados Unidos; no Estados Unidos a 
nosotros. Estados Unidos hizo una propuesta y, con 
base en ella, Uruguay descartó prácticamente un 
80 % de los temas planteados, aceptando parcialmente 
dos que parecieron ser convenientes. El resto de 
las condiciones han sido puestas por Uruguay, 
Uruguay como país soberano, Uruguay como país 
que también tiene una tradición en defensa de los 
derechos humanos, Uruguay como país que condena 
a Guantánamo, Uruguay como un país que tiene la 
fortaleza y la integridad como para hacer, en estos 
temas, planteos a la primera potencia del mundo. 


Nuestra obligación jurídica de cooperar —no es la 
obligación jurídica de recibir a esas personas- se basa 
en las condiciones que Uruguay trasmitió al Gobierno 
de los Estados Unidos. Hoy o mañana el Gobierno de 
los Estados Unidos podrá decir si las condiciones que 
nosotros establecimos son de recibo y si, en función de 
las mismas, puede liberar a estas personas detenidas 
ilegalmente en Guantánamo. Es nuestro deber hacer 
elintento, en función del respeto de la norma nacional 
y de la plena vigencia de los derechos humanos que 
van a tener estas personas como migrantes. 


En cada uno de estos casos, nos consta que el Mi- 
nisterio del Interior tomó las precauciones de consul- 
tar a aquellas agencias que podían estar, específica- 
mente, en mejor conocimiento de la situación. Esa 
información nos fue brindada en forma de resumen, 
en base al análisis que dicha Cartera elaboró. Noso- 
tros hacemos plena confianza en esos informes, pero 
el Ministerio del Interior nos ha dicho que era mejor 
no divulgar el nombre de dichas agencias. Por lo tan- 
to, si se quiere aclarar algún punto sobre el tema, 
creo que el camino para obtener esa información es 
un pedido de informes por escrito a dicha Cartera. 
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Recabar los antecedentes no es una tarea del Mi- 
nisterio de Relaciones Exteriores, sino de funciona- 
rios competentes del Ministerio del Interior, perso- 
nas con idoneidad para evaluar estos casos, quienes 
luego nos comunican las conclusiones en función de 
informes de otras agencias que también han hecho 
evaluaciones sobre este caso. Nadie que se encuen- 
tre hoy aquí puede esgrimir que sabe más que cinco 
agencias y que el Servicio de Inteligencia del Minis- 
terio del Interior. Cualquier otra cosa que se quiera 
decir al respecto —y pido disculpas por la expresión— 
es un despropósito. 


Siempre hemos atendido los problemas de los uru- 
guayos. Incluso, hemos tenido que posponer nuestra 
comparecencia tres o cuatro semanas porque tenía- 
mos compromisos vinculados a las exportaciones de 
los uruguayos y, en definitiva, al trabajo de nuestra 
gente. He tenido que atender personalmente estos te- 
mas, forzando a nuestra Cancillería a hacer gestiones 
para sostener año a año el récord de exportaciones y 
de atracción de inversiones, cosas que definitivamen- 
te hacen a la esencia del trabajo de los uruguayos. 


Con respecto a la interrogante sobre quién se hará 
cargo del riesgo mínimo, debo decir que es respon- 
sabilidad de todos. Obviamente, tenemos que tomar 
medidas que, tal como he señalado, es lo que hemos 
estado haciendo. 


En cuanto a cómo funcionará la contención social 
y a cómo actuará la persona liberada, debo decir que 
será preciso facilitarle los mecanismos para que se 
adapte. Tenemos la convicción de que estas perso- 
nas actuarán como todos los refugiados en cada una 
de las instancias. Cada persona que recibe refugio es 
una persona que se acoge a ese instituto y, al igual que 
quien recibe protección humanitaria, tiene la precau- 
ción de no perder ese beneficio; por lo tanto, actúa 
con la responsabilidad que el mismo amerita. Cons- 
truir en torno a él esa sociedad y los vínculos que se 
necesitan para que se inserte mejor, es un trabajo de 
cooperación internacional y de todos nosotros. 


Hemos sido absolutamente coherentes en todos 
estos temas; hemos sido coherentes en la relación 
con los Estados Unidos, planteando temas que para 
nosotros eran de principio: asistencia humanitaria y 
protección de los derechos humanos. 


También hemos sido coherentes en promover un 
mayor comercio con los Estados Unidos. Si los seño- 
res Senadores se fijan en las cifras de comercio con 
ese país, verán que en este tiempo han ido creciendo 
permanentemente. Incluso, hemos logrado habilita- 
ciones que no se lograban hacía años: dieciocho años 
para los cítricos y más de diez años para la carne ovi- 
na. Tenemos una linealidad en la relación con los Es- 
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tados Unidos, un diálogo sincero basado en nuestros 
principios y valores. 


No ganamos ningún oropel con esto. Resolver la 
vida de esa gente, lograr que cada refugiado que trae- 
mos al Uruguay encuentre mejores condiciones de 
vida y ayudarlo a escapar de una situación de perse- 
cución, inseguridad y vulnerabilidad, quizá nos diga 
algo respecto a los principios y valores que queremos 
defender, a nuestro compromiso con la comunidad 
internacional y a nuestro posicionamiento en dere- 
chos humanos. No significan galones ni oropeles. Es- 
tas personas no son presos; tampoco sabemos si van 
a ser refugiados porque no podemos prejuzgar, ni los 
señores Senadores declarándolos no refugiados, ni 
nosotros declarándolos refugiados. Eso es algo que lo 
decidirá la CORE —como lo ha señalado la profesora 
Herrera— en su momento. Como he dicho, ninguno 
de los aquí presentes puede prejuzgar al respecto. 


Vamos a seguir condenando Guantánamo mien- 
tras exista; vamos a ser duros y explícitos al respecto, 
no nos vamos a guardar nada en ninguno de estos 
temas. Tal como lo hemos señalado, si tuviéramos 
fuerzas y recursos materiales, económicos y financie- 
ros, si fuera por nosotros traeríamos a los 154 presos 
que quedan, para cerrar esa cárcel ignominiosa, ese 
sistema de barbarie contra la humanidad. 


Hemos asumido esa responsabilidad y está bien 
que en cada caso vengamos aquí a compartir con 
los señores Senadores hasta dónde han ido las ne- 
gociaciones. Hemos comunicado cuáles son nuestras 
opciones, cuáles son los caminos que seguiríamos y 
con qué criterio jurídico nos manejaríamos. No nos 
hemos guardado más que alguna información abso- 
lutamente reservada -que hemos recibido con ese 
mismo carácter de otras instituciones—-, en función 
de lo que nos ampara la ley. Si hay algo que respeto 
profundamente —para curarnos en salud—, son los in- 
formes jurídicos y financiero-contables del Ministerio 
de Relaciones Exteriores. Siempre voy a seguir esos 
informes. Si me dicen que no entregue información, 
no la entrego; si me avisan cuáles son las condiciones 
de reserva y confidencialidad, las aplico. Punto. Si el 
día de mañana, en función de otras circunstancias, 
tengo un informe que me diga algo diferente, segura- 
mente comunicaré a los señores Senadores lo que de- 
seen. Mientras tanto, los informes técnicos que tengo 
respecto al punto de vista jurídico, me dicen que no 
puedo compartir esta información con ustedes y, en 
definitiva, es lo único que me he guardado. Incluso 
he expuesto las conclusiones de esos informes: son 
personas de riesgo mínimo y que no están vinculadas 
a ningún ataque contra los Estados Unidos o sus 
aliados. Los señores Senadores cuentan con las con- 
clusiones del trabajo antes que cinco agencias de In- 
teligencia y los Servicios de Inteligencia de nuestro 
propio país. 


52-C.S. 


En cuanto a las filtraciones de prensa, en estos 
cuatro años y dos meses de Gobierno no hemos lo- 
grado que la prensa nos ayude en nuestro trabajo. No 
están para eso. Permanentemente hemos reconocido 
el derecho a informar y a desinformar, y en función 
de ese derecho que tiene la prensa, obviamente mu- 
chas veces hemos tenido que correr detrás para ha- 
cer las aclaraciones. Por nuestra parte, siempre he- 
mos preferido hablar con los señores Senadores y con 
la Comisión de Asuntos Internacionales de la Cámara 
de Representantes y, en función de esas conversacio- 
nes, hacer un resumen. Simplemente eso; no vamos 
a prestarnos ni vamos a aceptar ninguna filtración, 
sobre todo por los niveles de desinformación, que 
muchas veces nos obligan a duplicar nuestro trabajo. 


Sobre los antecedentes, tenemos que respetar el 
trabajo de otros organismos. No podemos pensar que 
aquí hay gente que sabe más que cinco agencias in- 
ternacionales, y tampoco que sabe más sobre la apli- 
cación del Derecho Internacional Humanitario y del 
Derecho Internacional sobre Derechos Humanos que 
los organismos internacionales que se ocupan espe- 
cíficamente de estos temas, como el Alto Comisiona- 
do para los Refugiados, o sea ACNUR. Reitero que 
cuando ingresamos aquí debemos ser consistentes en 
respetar esas opiniones y no ir tan de frente porque, 
de lo contrario, uno tiene la impresión de que, verda- 
deramente, se trata de algo que trasciende un poco la 
dimensión técnica, teórica y jurídica que específica- 
mente se está planteando. Me refiero a cuando se re- 
bate tan graciosamente un informe o un comunicado 
de ACNUR o del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos; creo que siem- 
pre debemos tenerlos en cuenta para cerrar mejor 
nuestros posicionamientos jurídicos. Esta, definitiva- 
mente, es una recomendación que hacemos. 


El Congreso de Estados Unidos no nos fija condi- 
ciones; acepta o no acepta las nuestras. Si no se acep- 
ta las condiciones que hemos planteado, nos dolerá 
mucho no poder hacer algo por esta gente, pero no 
podemos aceptar recibirla en otras condiciones que 
las que nos fijan el marco jurídico interno y las con- 
venciones que hemos ratificado. 


¿Cuál es el tema aquí? Que liberen a estos presos, 
que abran la puerta de Guantánamo y los dejen ir. 
Eso es lo que, de alguna manera, está diciendo Esta- 
dos Unidos: que apunta a abrir la puerta de Guantá- 
namo, y que la abrirá en Uruguay. Podemos aceptar 
eso y recibir a la gente para la que se abre la puerta 
de Guantánamo; podemos acogerla en Uruguay, que 
tiene una larga tradición de respeto de los derechos 
humanos, de refugio y de asilo. ¿O cuando se abre la 
puerta de Guantánamo, en Uruguay la vamos a ce- 
rrar? No podemos cerrarla, eso nunca lo va a hacer 
Uruguay; con su larga tradición en estos temas, no 
está en condiciones de cometer semejante ignomi- 
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nia. Nuestro acto humanitario es abrir esa puerta de 
Guantánamo en Uruguay para que liberen a esos pre- 
sos aquí. Este es nuestro punto, que no admite más 
consideraciones que esa definición clara y precisa. 


Ya me he referido a los criterios de confidenciali- 
dad. Podemos compartir informes del doctor Delpia- 
zz0; tengo dos o tres en mi poder. Siempre me cubro 
teniendo más de un informe respecto a estos temas y 
reconozco que, técnicamente, me obligan. 


Por último, agradezco haber tenido la oportunidad 
de compartir con los señores Senadores esta informa- 
ción y de hacerlos partícipes en este camino que Uru- 
guay ha decidido seguir recorriendo, de protección a 
aquellas personas que se ven vulneradas en sus dere- 
chos humanos en cualquier lugar en el mundo. 


Muchas gracias, señora Presidenta. 


8) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presen- 
cia del señor Ministro de Relaciones Exteriores y de 
la delegación que lo ha acompañado. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 15 y 16 minutos, presidiendo 
la señora Senadora Topolansky y estando presentes 
los señores Senadores Abreu, Agazzi, Amorín, 
Antognazza, Baráibar, Conde, Couriel, 
Fernández, Gallo Imperiale, Lamorte, Mezzera, 
Michelini, Montiel, Muguruza, Pasquet, Penadés, 
Pintos, Rosadilla, Rubio, Tajam y Umansky). 
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